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la política de su Departamento. 

Se abre la sesión a las diez de la mañana. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a iniciar la sesión de 
esta Comisión, cuyo único punto del orden del día es la 
comparecencia del señor Ministro de Justicia, a petición 
propia, con objeto de informar sobre la política de su De- 
partamento. (El senor Ruiz Callardón pide la palabra.). 

El setior Ruiz Gallardón tiene la palabra. 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presidente, solici- 
taría que se concediera la palabra a mi compañero señor 
Alvarez-Cascos, que sustituye al señor Huidobro, porque 
tiene una cuestión de orden que someter a la Mesa. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Alvarez-Cascos. 
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El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Gracias, 
señor Presidente. Avcr, con la reunión de esta Comisión y 
de otras dos Comisiones parlamentarias, inició su anda- 
dura en la actividad de control el Congreso de los Dipu- 
tados en esta legislatura. 

El Grupo de Coalición Popular quiere dejar constancia 
de la indignación que le ha producido el tratamiento in- 
formativo de Televisión Española a esta Comisión y al rcs- 
to de las Comisiones que se celebraron en el día de ayer. 
No es  una cuestión subjetiva del Grupo de Coalición Po- 
pular, señor Presidente. Es una cuestión objetiva, para la 
que basta con contrastar lo que dio ayer Televisión con 
lo que hoy publican la totalidad de los medios de comu- 
nicación escritos, la prensa, o las iiilormacioncs que las 
distintas emisoras de radio dieron de In comparecencia 
de los señores Ministros. Y no  es u n a  cuestión banal, se- 
ñor Presidente ... 

El scnor PRESIDENTE: Perdón, scnoi. Alvarcz-Cascos. 
Me pa;ccc a mí que esto, desde luego, no es ninguna cues- 
tión de orden. Sencillamente, son unas manil'estücioncs 
que usted desea hacer. Creo que ya ha quedado constan- 
cia de las mismas, pero no me parece que sea una cues- 
tión de orden. De manera que yo Ic rogaría que hiciera Ile- 
garesta queja, si ustedes lo desean, al Presidente del Con- 
greso, pero no, desde luego, a esta Comisión. (El señor 
Torres Boursauh pide la palabra.) 

El señor Torres tiene la palabra. 

El señor TORRES BOURSAULT: Señor Presidente, e n  
todo caso, y en nombre del Grupo Socialista, quisiera ha- 
cer constar que lo que aquí se presenta como una cues- 
tión de orden seria una cuestión de fondo en la Comisión 
de Control de RTVE. 

El señor PRESIDENTE: Efcctivanicntc. Yo creo que 
debemos dejar mnjada la cuestión y para eso estli la Co- 
misi.óri de Control de Radiotclcvisión Española, donde 
pueden ustedes plantear esta cuestión, y no en la Comi- 
sión de Justicia, obviamente. (El señor Ruiz Gallardón 
pide la palabra.) 

El señor Ruiz Gallardón tiene la palabra. 

Ei señor RUIZ GALLARDON: señor Prcsidcntc, todos 
los Grupos de la oposición hemos sido directamente afcc- 
tados por lo ocurrido ayer aquí. Es verdad lo que dice mi 
compañero señor Torres de que esto es problema de fon- 
do para otra Comisión, pero tenemos la Televisión, y va- 
mos a iniciar una sesión informativa de las mismas ca- 
racterísticas de las de avcr. Y o  esto>' seguro de que el res- 
to de los Grupos de la oposición no me dejarán por mcn- 
tiroso si digo que nuestra solicitud es que, bcnCvolamen- 
te, Televisión Española practique la imparcialidad. (El se- 
ñor Caso García pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: No; si es para la misma cues- 
tión, no hay más concesiones de palabra. 
' Vamos a iniciar el orden del día con la comparecencia 

del senor Ministro de Justicia, a petición propia, con ob- 

jeto de informar sobre la política de su Departamento, v 
participo a SS. SS. que el desarrollo de esta Comisión en  
el día de hov se ajustará a lo que determina el Reglamcn- 
to en su artículo 202, es decir, información del señor Mi- 
nistro de Justicia sobre la política global del Departamcn- 
to, v ,  posteriormente, los Diputados v Grupos Parlamcn- 
tarios podrán preparar la formulación de preguntas v ha- 
cer las observaciones que consideren pertinentes. Por úl- 
timo, replicará el señor Ministro de Justicia. 

Tiene la palabra para su exposición el señor Ministro 
de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartrct): 
Señor Presidente, señorías, siendo ésta la primera ocasión 
en que en la actual legislatura tengo el honor de compa- 
recer ante la Comisión de Justicia e Interior del Congrc- 
so, mis primeras palabras necesariamente tienen que ser 
para saludar al señor Prcsidcntc y a todos los miembros 
de la Comisión, y para expresar, desde el primer momcn- 
to, mi predisposición a rendir continuamente cuentas 
ante esta Comisión de Justicia e Interior, manteniendo a 
lo largo de todo el tiempo que dure la legislatura una ac- 
titud de permanente, constante y total colaboración. 

Comparezco para exponer la política del Ministerio de 
Justicia o, con otras palabras, para dcsarrollar ante 
SS. SS. cullcs son los objetivos, cuáles son los programas 
de trabajo que nos gustaría llevar a cabo a lo largo de 
esta legislatura. Recuerdo que una intervención de aná- 
logas características se produjo al principio de la Icgisla- 
tura pasada y,  próximo \'a el final de la misma, hice un 
balance y una revisión sobre el grado de cumplimiento de 
los compromisos que inicialmcmte había contraído. 

Pues bien, me parece que no c's posible iniciar esta ex- 
posición si no miramos brevemente hacia atrás y si no ha- 
cemos una rclcrencia, tambikn breve, a la legislatura pa- 
sada,  porque en  gran parte lo que se tenga que hacer en 
Csta será una continuación del trabajo que se realizó va 
a lo largo de los casi cuatro años que duró la anterior. 

Muchos de los señores Diputados que pertenecen hoy a 
esta Comisión de Justicia e Interior formaron parte tam- 
biCn de la misma durante la legislatura pasada. Todos 
ellos, exactamente igual que yo, pueden recordar cómo 
hubo un importantísimo csl'ucrzo que se centró en torno 
a una política legislativa de desarrollo de la Constitución 
espariola en materia de derechos í'undamcntalcs, de libcr- 
tadcs públicas y de transformación de una Administra- 
ción de Justicia que no nos gustaba en su l'uncionamiento 
a una gran parte de la sociedad española. Fruto de aquc- 
Ila actividad fueron -y, por supuesto, que no voy a ha- 
blar con ánimo de cxhaustividad- incorporaciones a 
nuestro ordenamiento jurídico tan importantes como la 
del «habcas Corpus», de la asistencia letrada al detenido, 
la de la limitación de la duración de la prisión provisio- 
nal, la regulación del asilo y el refugio, la objeción de con- 
ciencia, las reformas del Código Penal y ,  en el ámbito de 
la justicia, el paso importante que significó la Ley Orgá- 
nica del Poder Judicial. 

Señorías, tengamos un poco de memoria, y cuando hoy, 
afortunadarncnte, y para bien de todos los españoles, sa- 
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bemos que los españoles hacen con frecuencia uso del cc ha- 
beas Corpus»; cuando hoy también comprobamos que 
cada vez se recurre más a la asistencia letrada al deteni- 
do y al preso; cuando, por fin, y por primera vez en mu- 
chos años, hemos podido cambiar el sesgo en virtud del 
cual había siempre más presos preventivos que penados 
y hemos llegado a una situación en que eso ha cambiado 
y hoy el porcentaje mayor de la población penitenciaria 
es una población de personas condenadas, y ,  por consi- 
guiente, ya sometidas a enjuiciamiento y menos del 50 
por ciento son presos preventivos; cuando oímos decir al 
Fiscal General del Estado que a lo largo del pasado año 
judicial se ha incrementado notablemente el número de 
sentencias judiciales y que eso ha permitido una acelera- 
ción de la justicia penal, que tengo que decir que todavía 
no funciona como todos quisiéramos; si España hoy es un 
país que recibe a las personas que luchan por la libertad 
v que por eso están perseguidas en otros países del mun- 
do, todo eso también ocurre, en alguna medida, porque 
en la legislatura pasada, entre todos (porque quiero resal- 
tar que hubo una importante coincidencia, si no en todas, 
en una parte importante de las leyes que entonces propu- 
simos), digo que todo eso es posible porque entre todos he- 
mos establecido en España, en la sociedad española, un 
estatuto jurídico de libertades, del que es preciso decir 
una vez más que nos podemos sentir satisfechos. 

También se hizo una política de modernización del or- 
denamiento jurídico público y privado. Son expresión de 
esa actividad de modernización las reformas en el Código 
Penal, en el Código Civil, en las Leyes de Enjuiciamiento 
Civil y Criminal, en la Ley Cambiaria, que tan importan- 
te incidencia ha tenido en la actividad comercial espado- 
la, y otras que decayeron, como la de conflictos o la de 
adopción. 

He hablado de reformas en el Código Penal y de refor- 
mas en las Leyes de Enjuiciamiento Civil y Criminal. Se- 
ñorías, cuando en la Memoria que acaba de presentar el 
Fiscal General del Estado se nos dice que se ha produci- 
do una disminución extraordinariamente importante en 
cuanto al crecimiento de la criminalidad; cuando el Fis- 
cal nos dice que el crecimiento de la criminalidad en el 
quinquenio 76/80 fuc de un 80,8 por ciento, en tanto que 
en el que terminó en el año 1985 fue sólo de un 51 por cien- 
to; cuando se nos dice que el número de delitos en Espa- 
ña en el año 1985 fue de 1.303.286 y ya Italia, en el año 
1982, tenía una cifra por encima de los dos millones; el 
Reino Unido, en el año 1983, una cifra por encima de los 
tres millones, y Francia, en el año 1982, una cifra que está 
en torno a los tres millones y medio de delitos, creo que 
eso, unido a lo que antes les recordaba sobre la mayor ce- 
leridad de la actuación de la justicia penal, nos permite 
pensar con fundamento que aquello que también hicimos 
entre todos, a impulso, desde luego, sí, del partido mayo- 
ritario que apoya al Gobierno, del Partido Socialista, de- 
muestra que aquellas medidas iban por un buen camino. 
Porque también, gracias a la credibilidad de nuestro sis- 
tema jurídico que significaron aquellas medidas, hemos 
empezado a obtener a lo largo de la legislatura pasada, y 
también se mantendrá durante ésta, un tipo de colabora- 

ción internacional procedente de países de la Comunidad 
Económica Europea que antes no recibíamos, lo cual es 
la expresión clara de cómo hov disponemos, disfrutamos, 
tenemos un sistema jurídico, un sistema de justicia que 
antes no ofrecía las garantías que ahora ofrece. 

Hu’bo -y ya estoy muy cerca del final de ese balance- 
una política de cooperación jurídica internacional que in- 
crementó nuestra presencia en las Naciones Unidas, en el 
Consejo de Europa, y que nos permitió resolver viejos pro- 
blemas pendientes de ayuda internacional con el Reino 
Unido, con el cual no teníamos el Convenio de Extradi- 
ción que ahora ya sí tenemos. 

Hubo también una política, evidentemente, de reforma, 
de mejora de nuestro sistema penitenciario. Creo -y voy 
a tratar de ser rigurosamente objetivo y no dejarme Ile- 
var en ningún momento por lo que no sea una pondera- 
ción razonable de la realidad- que si se compara la si- 
tuación del interior de nuestros centros penitenc’iarios del 
último año, por ejemplo, con lo que sucede en otros paí- 
ses de Europa y con lo que sucedía hace bastantes anos 
en España, creo que es necesario reconocer -y, si no se 
reconociera así, podría dar las cifras comparativas de los 
cambios, de las transformaciones que se han producido 
en cuanto a lo que genéricamente podemos calificar de 
conflictividad en los centros penitenciarios-, creo que es 
necesario reconocer que esa mejora del Reglamento, que 
esa política de construcción de nuevos centros penitencia- 
rios, que esa duplicación de funcionarios y lo que se ha 
hecho para mejorar las posibilidades de la reinserción so- 
cial -actividad de la que nunca nos podremos sentir sa- 
tisfechos, porqw sé perfectamente que hay que seguir 
avanzando y avanzando mucho-, creo que en el recono- 
cimiento de todo eso puede encontrarse la explicación de 
esa modificación que se ha producido respecto del pasado. 

Hubo también una política de reorganización del De- 
partamento de Justicia, fruto de la cual fue incorporar al 
mismo el Servicio Jurídico del Estado, que antes había es- 
tado en el Ministerio de Economía y Hacienda, la supre- 
sión de un Organismo Autónomo de Menores y su conver- 
sión en una Dirección General de Protección Jurídica del 
Menor, la creación de la Dirección General de Servicios 
y la multiplicación de los servicios de la Dirección Gene- 
ral de Relaciones con la Administración de Justicia, como 
consecuencia de las competencias que descargaba sobre 
el Departamento de Justicia la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. 

En fin, esto ha sido una referencia breve al pasado, sen- 
cillamente para enlazar con el presente. 

Nos interesa, fundamentalmente, un futuro que todos 
los miembros de esta Comisión estoy seguro que afronta- 
mos con esperanza. ¿Y cuáles son los objetivos que en ese 
futuro tratamos de conseguir? En la cabecera de todos los 
objetivos, señorías, quiero poner la política de desarrollo, 
de profundización de los derechos humanos. No queremos 
que nadie nos pueda ganar en esta política; queremos es 
tar al mismo nivel de quienes expresen una mayor voca- 
ción, una mayor ilusión por lo que pueda significar en Es- 
paña un crecimiento, un desarrollo de los derechos hu- 
manos. Si los legisladores españoles del siglo XIX supie- 
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ron arrumbar el Estado absoluto e impiaritar en España 
el liberalismo, me parece que es a los legisladores espa- 
ñoles ya de los finales de este siglo XX a los que,  dcspiics 
de haber realizado la importante tarea de implantar en 
España el Estado constitucional -cosa que va tiene va- 
rios años de  vida, afortunadamente-, nos corresponde 
perfeccionar el Estado democrático de las libcrtadcs v del 
Dcrccho y avanzar hacia el Estado social de la justicia v 
dc la igualdad. 

Yo si. perfectamente, conio ustedes, señorías, que este 

resultado será el resultado de un conjunto de politicas he- 
terogcncas, de políticas educativas, san¡ tarias, culturales, 
haccndísticas, económicas, ctctitera, pero tambitin tiene 
que contribuir a la producción de ese resultado la políti- 
ca que en el ámbito tci~itorial  de la Comunidad Econó- 
mica Europca, impulsan los Departamentos, los Ministc- 
rios de Justicia. Una política de libertad que clcbc pene- 
trar en .  todos los ámbitos, q u e  debe litvoreccr de modo 
principa' I aquellos grupos sociales que  históricamente 
han podido estar niás marginados y que debe ensanchar 
los niveles de participación de los ciudadanos. 

Creo que si atendernos a la parte dogmática de la Cons- 
titución española, no  son muchos los derechos fundamcn- 
tales y las libcrtadcs públicas que todavía están pcndicn- 
tes de un desarrollo legislativo. Cito, entre ellos -v me 
parece quc en cstc caso si cito cxhausti\,amcntc-, la l i -  
mitación del uso dc la informática, la cliusula de con- 
ciencia y el sccrcto pruí'esiorial, la regulación del cumpli- 
miento de la prestación social sustitutoria en  el caso de 
la objeción de conciencia, porque todos sabemos que la re- 
gulación de la objeción dc conciencia ya cstá hecha, y la 
adecuación a la Constitución de una Ley que tiene mu- 
chos fallus, que es  la Ley de Asociación Reguladora del 
Ejercicio del Dcrecho de Asociación, tanto en su cxprc- 
sión de asociaciones ((stricto sensu» como en el caso de 
las asociaciones políticas. 

Esto es parte de la tarea que tambien habrá que hacer 
a lo largo de csta legislatura: proceder al desarrollo Iegis- 
lativo de estos derechos fundamentales y cumplir estos 
mandatos constitucionales que todavía n o  han sido objc- 
to de desarrollo. 

Y en el campc dc  la política de la Justicia, cuantos pa- 
sos se den desdc. el Departamento de Justicia, como des- 
de los demás Departamentos, tendrán que ir cncamina- 
dos hacia la consecución de  una sociedad más igual, ha- 
cia el reparto equitativo de la riqueza, que generará, sin 
duda, csta mejora de la situación económica que, afortu- 
nadamente, se cstá produciendo en España. 

Frente a los que, desde planteamientos liberales, quic- 
ren arruinar el Estado, me parece que es necesario man- 
tener la necesidad de un Estado que realice una auténti- 
ca política de bienestar en beneficio de toda la Sociedad, 
pero fundamentalmente en beneficio de los sectores de la 
sociedad más desprotegidos y más abandonados his- 
tóricamen te. 

No me olvido de la seguridad. Despuks de haber habla- 
do de la libertad, de la justicia y de la igualdad, n o  me 
olvido de la seguridad, a la que concedo el mismo valor 
que a los otros valores. Pero una seguridad que nunca puc- 

da ser frente a la libertad y la justicia, sino que, por el con- 
trario, siempre tiene que saber compatibilizar sus exigen- 
cias con las exigencias propias de una sociedad democrá- 
tica, las exigencias que en el ámbito de una sociedad de- 
mocrática reclaman los valores de la libertad, de la jus- 
ticia y de la igualdad. 

A csta legislatura también corresponderá el completar 
la reforma de la Justicia, de la Administración de la Jus- 
ticia española, desarrollando la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, en un triple nivel: en un nivel legislativo, en un 
nivel reglamentario y tambibn --aunque hablar de de- 
sarrollo quizá cn sentido estricto no sea c o r r e c t w  pro- 
ceder a sacar, dcsdc un punto de vista económico, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, todas las consecuencias 
qi c sean necesarias. 

He dicho, primero, desarrollar los mandatos legales que 
contiene la Ley Orgánica del Poder Judicial; eso, señorías, 
descarga sobrc el Departamento de Justicia la tarea de 
impulsar una nueva planta, una nueva demarcación judi- 
cial, una nueva legislación tutelar de menores, una nueva 
regulación del proceso contencioso-administrativo y de 
proccdiniiento laboral v una nueva regulación tambitin 
de los conflictos que puedan producirse entre las Admi- 
nistraciones públicas v los tribunales. 

A su vez, el desarrollo reglamentario de la Lcv Orgáni- 
ca del Poder Judicial reclama o supone aprobar un con- 
,junto de reglamentos que son imprescindibles para con- 
seguir un correcto funcionamiento de nuestros tribunales. 
Son exactamente los reglamentos reguladores del Centro 
de Estudios Judiciales, pieza clave e11 la reforma de la Ad- 
ministración dc Justicia para la selección de los que dc- 
ban ser en el futuro jueces, fiscalcs, secretarios y micm- 
bros de los cuerpos auxiliares de la Administración de 
Justicia y para la formación y el continuo pcrfecciona- 
miento de quienes ya pcrtcnczcan a esos cuerpos de fun- 
cionarios. Pieza clave t i s a ,  insisto, de la reforma de lo que 
se puede considerar la enseñanza de los sabcrcs judiciales. 

Tambií-n los reglamentos de esos cuerpos auxiliares. Se 
están aplicando reglamentos que mal se acompasan a la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, que parten de unos prin- 
cipios diferentes de los que han inspirado esa Ley y que, 
por corisiguiente, ya reclaman una puesta al día; son los 
reglamentos de oficiales, auxiliares v agentes del secreta- 
riado y de los mkdicos í'orenses. 

Presupucstariamerite, es preciso dotar a la Administra- 
ción de Justicia de los medios materiales y personales que 
todavía no tiene. N o  obstante, el esfuerzo importante que 
se ha realizado durante la pasada legislatura (del que les 
he dado cuenta reiteradamente con motivo de mis com- 
parecencias y durante los debates dc las leyes de presu- 
puestos de los años anteriores), es necesario seguir invir- 
tiendo más en Administración de Justicia. Hace muy poco 
-1 Gobierno ha recibido del Consejo General del Poder Ju- 
dicial, en cumplimiento del artículo de la Ley Orgánica 
que así lo establece, la relación circunstanciada dc las ne- 
midades  de la Administración de Justicia. Puedo decir 
-n csta comparecencia ante SS. S S .  lo siguiente: creo que 
la inmensa mayoría de esas reclamaciones, de esas nece- 
d a d e s  que relaciona el Consejo General del Poder Judi- 
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c i d ,  la inmensa mavoría, digo, de esas necesidades van a 
ser atendidas si el presupuesto del año 1987 se aprueba 
en los términos en que lo ha deliberado recientemente el 
Consejo de Ministros. 

Les voy a añadir un dato que yo creo que tiene una im- 
portancia que nadie me podrá negar: señorías, del Presu- 
puesto del Ministerio de Justicia, solamente la parte de- 
dicada a lo que es programa de juzgados y tribunales, so- 
lamente la parte que es Administración de Justicia va a 
significar una cifra igual a la que significó la totalidad 
del presupuesto del Ministerio de Justicia en el año 1982. 
Insisto: todo lo que en el año 1982 se adscribió al Minis- 
terio de Justicia, va a ser igual a lo que dentro de ese pre- 
supuesto se va a gastar este año próximo de 1987 en el 
programa de Justicia, de tribunales y de juzgados. 

Sobre este apartado les advierto que volverti más adc- 
lante, porque me parece que debe ser objeto de una con- 
sideración más detenida; sobre este apartado, referente al 
cumplimiento de lo que es un programa de reforma de la 
Administración de la justicia. 

Tambikn, señorías, pretendo que en la legislatura que 
acabamos de iniciar se produzca un avance en la reforma 
de nuestro sistema penal v de nuestro sistema pcnitcncia- 
rio, considerando el sistema penitenciario como una es- 
pecie de subsistema del sistema penal. La instrumcnta- 
ción de la reforma de la justicia penal española que con- 
duzca a una justicia penal más rápida; algo que reclama, 
evidentemente, la sociedad española es el transcurso de 
menos tiempo desde que los hechos, aparentemente cons- 
titutivos de delito, se producen hasta que son juzgados y 
definitivamente es declarada la culpabilidad o la inocen- 
cia de la persona; algo que reclama tambitin con insisten- 
cia la sociedad española es la mavor rapidez en la indem- 
nización de las víctimas, en la reparación dcl daño cau- 
sado. Eso que se reclama desde la sociedad española debe 
ser atendido, más de lo que ha sido atendido durante la 
pasada legislatura, en la que acaba de empezar. 

Se  ha producido, ya lo decía antes, y el Fiscal General 
del Estado así lo reconoce en su Memoria, una acelera- 
ción importante y un incremento notable en el número de 
sentencias penales. Eso así ha ocurrido, efectivamente, 
pero, desde luego, no nos encontramos satisfechos en 
cuanto al estado actual. 

Otra prueba también, insisto, de esos pasos que va se 
han dado la encontrarán ustedes en el hecho de que se ha 
producido una inversión de la relación prcventivos y pe- 
nadas, relación que antes era de más preventivos que pe- 
nadas, corno consecuencia de una lentitud a la que, afor- 
tunadamente, no en la medida deseable, no de forma ple- 
namente satisfactoria, por lo menos se ha resuelto. 

Pero esa reforma de la justicia penal, de la que me ocu- 
po ahora, reclamará cambios importantes en el Código 
Penal, reclamará una reducción de los numerosos proce- 
dimientos, procesos penales que hov existen; reclamará, 
naturalmente, también la introducción del jurado en el 
sistema de justicia penal española; una distinta concep- 
ción del Ministerio Fiscal, bien a travks de la reforma de 
su Estatuto o bien a través tambikn de la reforma de su 
Reglamento orgánico, que sitúe al Fiscal más cerca de la 

investigación, que lo acerque a los ciudadanos, que lo 
ponga en condiciones de dirigir y asesorar a los miem- 
bros de la Policía Judicial, en condiciones también de re- 
cibir directamente las denuncias de las víctimas y de los 
perjudicados, de lo que nos vamos a preocupar de una ma- 
nera preponderante en esta legislatura, arbitrando los 
medios necesarios para la indcmnización de víctimas en 
aquellos supuestos de sacrificios o de daños importantes 
producidos en sus personas: ese Fiscal situado así, insis- 
to, creo que estará en mejores condiciones de cumplir las 
obligaciones que tiene, y desde luego, lo que la sociedad 
espera de los miembros del Ministerio Fiscal. 

Esa justicia penal, para que funcione, mejor, reclama- 
rá tambicn en esta legislatura una nuc'ra concepción de 
la justicia penal de los menores, regulada hoy por una Ley 
que, en contra de lo que se ha dicho desde algunas ins- 
tancias, no es inconstitucional. El Tribunal Constitucio- 
nal ha declarado, como saben ustedes, su adecuación a la 
Constitución, pero que, a pesar de ello, es una Ley de me- 
diados de los años cuarenta y quc, por tanto, no sirve para 
lo que me parece que coincidentemente todos queremos 
que sirva la justicia penal de los menores. Esta justicia pe- 
nal a la que ahora me refiero también reclamará la crea- 
ción y la puesta en funcionamiento de las unidades de po- 
licía judicial y un ejercicio ajustado a la Ley del derecho 
de gracia; porque también a travks del ejercicio del dere- 
cho de gracia puede realizarse, complementariamente 
con todas las otras medidas, una buena política penal. 

Decía antes, señorías, que el si'tcma penitLsiiciario era 
un subsistema del sistema penal, y así es. Respecto de la 
reforma Penitenciaria que nos proponemos acometer, 
quiero decir y proclamar aquí -y, además, me alegra mu- 
cho hacerlo en presencia de todos ustedes, pero especial- 
mente de quienes tuvieron una participación directa en 
esto que vov a decir- que partimos en esta política pe- 
nitenciaria del reconocimiento de la bondad, de la vali- 
dez, de la utilidad, de la modernidad de la Ley General 
Pcnitenciaria y del Reglamento Penitenciario, en el cual, 
sin embargo, han sido introducidas algunas reformas du- 
rante la pasada legislatura. 

Partiendo, pues, de que los instrumentos normativos 
que debemos utilizar son buenos y son correctos, creo que 
nuestra atención debe estar prioritariamcnte concentra- 
da en la mejora de la gestibn penitenciaria, seleccionan- 
do  -porque, naturalmente, no puedo hacer, como uste- 
des se pueden imaginar, una referencia a todos los aspec- 
tos que sería necesario tocar-, seleccionando aquellos 
objetivos que suponen problemas todavía pendientes. Voy 
a destacar algunos de ellos. 

En primcr lugar, resulta imprescindible, señorías, man- 
tener una política encaminada al incremento de funcio- 
narios y al perfeccionamiento de estos funcionarios. En 
gran medida esa política se ha hecho durante la pasada 
legislatura. Pero tambikn -vov a hablar ya solamente del 
ano 1987- creo que vamos a poder dar pasos muv im- 
portantes si, como prevemos y se aprueba el presupuesto, 
insisto, que el Gobierno ha deliberado en Con:,'jo de Mi- 
nistros, es posible incrementar las plazas de funcionarios 
de prisiones con un número aproximado a los quinientos. 
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Tengo que decir ante SS. SS. que las posibilidades 
abiertas por el presupuesto de 1986 para la incorporación 
de funcionarios de prisiones no han podido scr, lament2.- 
blemente, aprovechadas, no por una razón económica 
-falta de crfditos- ni por una mala gestión, sino, senci- 
llamente, porque algunos funcionarios que era necesario 
incorporar a los estableciniientos penitenciarios, cclcbra- 
das las oposiciones, no  h a  sido posible que concurran a 
ellas o, habiendo concurrido, no  ha sido posible que las 
hayan superado. 

Podremos me,jorar notablemente la dotación de mí.&- 
cos, de sociólogos, de psicólogos, de pedagogos, menos la 
de profesores de EGB y lamentablementc, nienos, como 
consecuencia de esas razones que he dicho, la de crimi- 
nólogos, psiquiatras y funcionarios del Cuerpo Especial. 
Creo, por tanto, que será necesario mantener la política 
encaminada a la selccciOn dc este tipo de funcionarios, en 
cuyas manos están muchas de las claves del tratamiento 
penitenciario, de la rehabilitación v de la reinserción 
social. 

Al mismo tiempo que sc prosigue esa política de incor- 
poración de nuevos funcionarios, que y a  he dicho que lo 
pensamos hacer en número de quinientos --insisto en que 
cuando se comparan las cifras de funcionarios de prisio- 
nes del ano 1982 con las del ano 1986, se ha producido 
una duplicación, es decir-, se dispone exactamente del do- 
ble de funcionarios; sin embargo, insisto, haremos un in- 
cremento en el año 1987 de otros quinientos-, aparte, 
digo, de esta política d e  incorporación y de perfecciona- 
miento de funcionarios, creo que es necesario también 
continuar la política de la modernización de nuestra red 
penitenciaria. Gracias a los crkditos previstos para el ano 
1987, quc van a significar un crecimiento respecto de los 
habidos en el ano 1986 del 20 por ciento, gracias a eso 
será posible continuar la construcción dc los nuevos cen- 
tros de Avila, Sevilla, Valencia. Tcncrife, Málaga y J a h ;  
sera posible iniciar nuevos centros en Madrid y Segovia; 
probablemente, un centro femenino tambifn en Madrid 
(en Madrid tenemos que resolver un probl'ema de presos 
preventivos, de internamiento de presos preventivos) y,  si 
esta política de construccibn y de terminación de nuevos 
centros se produce en los terminos en qüc la hemos pre- 
visto, habrá a finales del año 1987, un incremento en tor- 
n o  a dos mil nuevas plazas, lo cual, ciertamente, nos ayu- 
dará a resolver bastantes de los problemas que tenemos 
pendien tcs. 

Queremos tambiCn en esta política penitenciaria, me- 
jorar el funcionamiento de los servicios de tratamiento 
penitenciario, viendo en ellos otra de las claves de la rein- 
serción social. 

Es posible que SS. SS. hayan leído en distintos medios 
de comunicación social noticias acerca del fallo o, por uti- 
lizar las mismas expresiones de algunos medios, el fraca- 
so que se ha producido en cuanto a la concesión de deter- 
minados permisos, despucs de los cuales no ha habido una 
vuelta al centro penitenciario de quienes, de acuerdo con 
la Ley General Penitenciaria habían gozado de esos per- 
misos para facilitar poco a poco su recuperación de la l i -  
bertad. He encontrado que este momento, que esta opor- 

tunidad, señorías, cra una oportunidad adecuada para 
que supieran exactamente cuál ha sido el resultado real 
de los permisos que se han concedido y del índice de fra- 
casos o de fallos que se han producido. Quiero que sepan 
ustedes que los permisos concedidos de carácter ordina- 
rio y de carácter especial han sido 14.662, v de fines de 
semana, 50.478; beneficiarios dc cstos permisos especia- 
les v ordinarios han sido 4.228 internos, v de fines de se- 
mana, 3.041, v quc el porcentaje de fallos, cntrc unos y 
otros, ha sido exactamente de un 0,70 por ciento. Lo que 
ocurre es que es verdad que, aun siendo esta la cifra exac- 
ta referente a todos los centros penitenciarios de España, 
cifra notablemente baja que pone de manifiesto hasta qui. 
punto no es correcta la critica del fracaso de los permi- 
sos, lo que sí tengo que reconocer es que esa cifra, en  re- 
lación con algunos centros, es superior, concretamente, 
en relación con los permisos concedidos e n  los centros de 
Monteiroso, Dueso v Badajoz v eso, sencillamentc, a lo 
que nos obliga es a revisar los criterios con que solamcn- 
te en esos centros -no así en los demás- se han podido 
conceder esos permisos ordinarios, especiales o de t'in de 
semana. 

Por otra parte, y dicho lo anterior, estimo quc el man- 
tenimiento de una correcta política de tratamiento, quc, 
permita la clasificación correcta de los internos para la 
aplicación del sistema progresivo penitenciario español. 
es una política en la que deberemos seguir insistiendo, y 
para ello es para lo que ncccsitamos funcionarios más es- 
pecializados y ,  de una manera destacada, tccnicos cri- 
minólogos. 

Habrá que cuidar tambien cn  esta legislatura de un 
modo especial otro punto al que les aseguro que cl Minis- 
tro de  Justicia ha dedicado mucho v mucha atención, por- 
que considera que es un punto muv importante, que es el 
de la asistencia sanitaria en nuestros centros penitencia- 
rios. esa asistencia sanitaria que hoy la tenemos en ma- 
nos de 148 facultativos y 130 ATS. Creo que será necesa- 
rio ocuparse, en general, de la asistencia sanitaria en los 
centros, pero, de un modo fundamental, en los centros 
hospitalarios y dedicar u n a  especialísima atención al se- 
guimiento de los problemas de la drogadicción, de las 
toxicomanías, a cuyo efecto, como me parece que saben 
SS. SS., en todos los centros penitenciarios que estamos 
construyendo incluimos una unidad especial para cl tra- 
tamiento de estos enfermos, de estas personas que presen- 
tan drogodependencia. Por otra parte, durante toda la Ie- 
gislatura y,  sobre todo, al final de la legislatura pasada, 
hemos sometido a este personal sanitario (ATS y médi- 
cos) a unos cursillos de especialización que les permitic- 
ra afrontar mejor ese problema en mejores condiciones 
en que se encontraban cuando realmente el problema em- 
pezó a ser, exactamente igual que en el resto del mundo, 
un problema importante. 

A punto de resolverse de una manera definitiva -y la 
solución se producirá ya en esta legislatura- está el pro- 
blema de los depósitos municipales. En aquclloc partidos 
judiciales, Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, 
donde no hay centro penitenciario, el internamiento de 
los detenidos se produce en los depósitos municipales, y 
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la verdad es que la situación de algunos de ellos no revis- 
te unas características, unas condiciones de dignidad. 
Hav un problema de mantenimiento, de conservación v 
atención a los detenidos. 

Quiero que sepan SS. SS. que va está elaborado un de- 
creto que, simplificando mucho, va a significar que por 
parte de la Administración penitenciaria se va a poner a 
disposición de los municipios una cantidad de dinero, 
aproximadamente 1.150 pesetas por detenido y día, lo 
cual les va a permitir realmente disponer de una cifra me- 
diante la cual puedan resolver los problemas que se les 
plantean. 

Por último, creo que es  necesario también mejorar el 
control judicial penitenciario, para lo cual será absoluta- 
mente imprescindible incrementar el número de juzgados 
de vigilancia penitenciaria. Hoy día los expedientes que 
se tramitan tardan excesivamente como consecuencia de 
las reclamaciones que ante los jueces de vigilancia plan- 
tean los internos. 

En cuarto lugar, formará parte tambith de las preocu- 
paciones del Ministerio la mejora de la organización v del 
funcionamiento de los servicios no judiciales y no pcni- 
tcnciarios que están vinculados a este Departamento. 
Pienso, fundamentalmente, en el servicio jurídico del Es- 
tado v en los servicios registrales v notariales. 

Una vez que a los fimcionarios pertenecientes al anti- 
guo Cuerpo de Abogados del Estado se les sustrajeron las 
competencias liquidatorias de tributos que durante mu- 
chos anos habían tenido, parecía que no existía una ra- 
zón lógica para mantener lawinculaci6n v la adscripción 
de ese Cuerpo al Ministerio de Hacienda. Pasando a dc- 
sempcñar de modo exclusivo una función jurídica de  ase- 
soramiento de las Administraciones públicas, de repre- 
sentación v defensa de las mismas, parccc que lo lógico 
era establecer la vinculación de esa función con el Depar- 
tamento al cual corresponde precisamente la función 
mencionada. Esta fue la razón, brevemente explicada, por 
la que durante la legislatura pasada se produjo ese cam- 
bio de adscripción. 

Pienso, sin embargo, que hecha esa adscripción nueva 
resulta imprescindible mejorar el funcionamiento de ese 
servicio. Hay en él personas de una gran capacidad v de 
una extraordinaria cualificación profesional, pero razones 
organizativas ponen de manifiesto la necesidad de conse- 
guir para las Administraciones públicas una defensa, un 
asesoramiento, una asistencia jurídica mejor, más eficaz 
de la que hasta ahora se ha prestado a través de la cual 
encuentren, reciban una defensa de sus intereses, que son 
los intereses de  todos, los intereses públicos. Esto va a sig- 
nificar, por consiguiente, la necesidad, repito, de mejorar 
la organización v el funcionamiento de este servicio jurí- 
dico del Estado, estableciendo -v lo digo no con un áni- 
mo exhaustivo, sino simplemente como ejemplo- una 
mejor coordinación entre el asesoramiento, en la fase de 
la administración activa, v la representación v defensa de 
tal actuación administrativa ante los tribunales. 

Se han conseguido resolver algunos problemas en cuan- 
to a la contraprestación de los servicios afectados. Hecho 

eso en la legislatura pasada, a travks del catálogo de pucs- 
tos de trabajo -lo cual ha significado, insisto, el recono- 
cimiento de la importancia de esa función en tkrminos, a 
mi juicio, absolutamente inequívocos-; habrá que mejo- 
rar el funcionamiento de este servicio. Lo mismo habrá 
que hacer con el funcionamiento de los servicios registra- 
les. Un día de éstos, señorías, el ((Boletín Oficial del Es- 
tado)) publicará un Reglamento que va a tener una im- 
portancia notable, un Reglamento quc estaba pendiente 
desde hace mucho tiempo: el RcElamcnto de la Lcv dcl 
Registro Civil .  Se habían producido, desde el ano 1981 
hasta la actualidad, cambios muv importantes en cuanto 
a la afiliación -ano 1981-, en cuanto al matrimonio 
-año 1981-, en cuanto a la nacionalidad -año 1982- 
en cuanto a la incapacitación y a la guarda legal -ano 
1983-, v en cuanto a la organización de los juzgados de 
distrito, como consecuencia de la Lcv Orgánica del Poder 
Judicial. Y ,  sin embargo, existía un Reglamento que to- 
davía seguía respondiendo a leves quc habían quedado ya 
pcriclitadas como consecuencia de las trasiiformaciones 
introducidas en ella por obra de estos cambios a los que 
acabo de hacer referencia. Con csta transformación, con 
csta puesta al día del Reglamento del Registro Civil ,  pieii- 
so que se van a conseguir, como mínimo, los siguientes ob- 
jetivos. Va a producirsc un notable aumento en la segu- 
ridad jurídica de los espanoles. Vamos a disponer, con 
mayor utilidad que hasta la actualidad, del libro de fa- 
milia sobre la base de la equiparación constitucional cn- 
tre hijos matrimoniales y no matrinioniales. La reforma 
del Reglamento, que va está aprobada y a punto de ser pu- 
blicada, contiene una regulación unitaria del libro de fa- 
milia que va a permitir la desaparición de todo atisbo de 
discriminación v ,  por otra parte, nos va a evitar tambicn 
obtener continuas certificaciones de los nacimientos dc 
los hijos puesto que bastará con la exhibición del libro de 
fa m i I i a.  

Esa reforma, señorías, va a permitir tanibibn hacer algo 
que hasta ahora no era posible: la introducción de la in- 
formática en el Registro Civil. Se lleva a cabo una regu- 
lación completa del expediente previo para la celebración 
del matrimonio en forma civil que creo estaba cargada de 
complicaciones y de requisitos innecesarios. As¡, por 
e,icmplo, el engorroso trámite de los edictos se reduce al 
mínimo; se unifica el expediente cuando los contrayentes 
tienen domicilios distintos; el matrimonio de cspanolcs 
en el extranjero queda también muv facilitado. Va a lo- 
grarsc una unificación en la interpretación de la Ley v del 
Reglamento a través de otro cambio, que consiste en que 
las resoluciones de los jueces encargados del Registro se 
plantearán ante un único órgano, la Dirección General de 
los Registros, poniéndose f i n  así a una dispersión en la in- 
terpretación, como ahora venía ocurriendo. finalmente, 
va a permitir suprimir el recurso a las fcs de vida o csta- 
do a través de otros procedimientos mucho ni,’ ‘1s ra:íoiia- 
blcs mucho m i s  lógicos que la petición coiitinua de ta- 
les fes de vida o estado. 

Quiero decir que esta reforma del Registro Civil ha sido 
informada positivamente, v no omito añadir que de una 
forma extraordinariamente elogiosa, por el Consejo de Es- 
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tado, y que obtuvo también el informe favorable del Con- 
sejo General del Poder Judicial. 

Los servicios de Registro de la Propiedad v los notaria- 
les irán acompasándose, en cuanto a las revisiones de las 
demarcaciones v al número de los mismos, a la evolución 
de las condiciones socioeconómicas. En tanto en cuanto 
no se altere la situación actual, no será necesario produ- 
cir un incremento. Si realmente vemos que el servicio se 
presta con retraso y que los españoles no reciben un buen 
servicio notarial o rcgistral con la celeridad a la que tie- 
nen derecho, será necesario proceder a un incremento de 
los Registros de la  propiedad, mercantiles v notariales. 

En quinto lugar, en esta legislatura, resulta imprescin- 
dible también continuar la renovación de nuestro orde- 
namiento jurídico. Creo, yendo rápidamente, que a lo lar- 
go de esta legislatura debemos cumplir los compromisos 
contraídos en el Plan nacional para la represión del trá- 
fico de drogas. En tal sentido, anuncio que en poco tiem- 
po las Cámaras conocerán los provcctos de Iey de rcfor- 
ma del Código Penal y el relativo a la implantación de la 
Fiscalía de represión del tráfico de drogas. 

Considero tambifn imprescindible, a la vista de lo que 
desgraciadamente ha pasado en los últimos años, un tra- 
tamiento penal más riguroso que sirva para la defensa de 
la naturaleza. El espectáculo de la deforestación de Espa- 
ña nos obliga a reflexionar a todos v ver si a traves de pro- 
cedimientos penales es posible contribuir a frenar lo que 
es una destrucción del medio ambiente. N o  se piense que 
serán las medidas penales las que sirvan con mayor efi- 
cacia a la eliminacicin de esas causas. U n  planteamiento 
de esta naturaleza creo que sería equivocado. Hav medi- 
das de naturaleza preventiva mucho más cficades a la 
hora de evitar las causas determinantes de esa dcstruc- 
ción de la naturaleza. Es muy posible que aunque en el 
Código Penal los delitos de daños o de incendios que po- 
nen en peligro la vida o la integridad física de las pcrso- 
nas o de las comunidades tiene un tratamiento penal adc- 
cuado y suficiente; sin embargo, ese tratamiento no sea 
suficiente y adccuando cuando se trata de proteger no  ya 
la salud, la integridad fisica, la vida misma, sino la pro- 
tección del medio ambiente por ser ese bien juridico, ese 
valor jurídico el afectado y no otros bienes jurídicos tales 
como los de la vida o la integridad física. 

En esta legislatura, señorías, habrá que tomar medidas 
de naturaleza civil, no siempre de naturaleza penal. El re- 
curso al Derecho penal es algo que, como saben ustedes, 
no está precisamente recomendado, sino todo lo contra- 
rio. Habrá que proporcionar más eficaz apovo, más cfi- 
caz ayuda a algunos sectores desvalidos. Estov pensando 
en los malos tratos de menores, en los malos tratos de mu- 
jeres, estoy pensando, por ejemplo -y aquí si que el re- 
curso al Derecho penal, como han hecho otros países, puc- 
de tener una explicación razonable-, en el i’ncumpli- 
miento de irnportantes obligaciones que se tienen en el 
ámbito de las relaciones matrimoniales o familiares. 

Deberemos buscar respuestas jurídicas adecuadas con 
mucha prudencia, con extraordinaria prudencia, igual 
que sucede en el resto de Europa, a los problemas que 
plaiitcan los avances de la biología. Habrá que mantener 

también la atención puesta sobre cómo va evolucionando 
la opinión pública española, la voluntad de la mayoría de 
los ciudadanos españoles en relación con la interrupción 
del embarazo. Será preciso en esta legislatura dotar de 
instrumentos extrajudiciales para la solución de los con- 
flictos que se producen en el ámbito de las relaciones pri- 
vadas o de Derecho laboral. Creo que hay una excesiva ju- 
dicialización del conflicto. Si echamos una mirada sobre 
Europa comprobaremos cómo en todos los países se trata 
de desjudicializar el conflicto buscando otros mecanismos 
de heterocomposiciciri o de autocomposición. En este or- 
den de ideas, creo que será preciso en esta legislatura in- 
troducir el arbitraje institucional. De hecho, el Ministe- 
rio ya tiene un anteproyecto muv avanzado que parte de 
la Ley-tipo sobre arbitrajes institucionales, que fue apro- 
bada en la V Conferencia de Ministros de Justicia de 
HispanoamErica. 

Se  atenderán las previsiones puestas de manifiesto va 
en algunos documentos como, por ejemplo, cl AES, para 
evitar esa excesiva judicialización en la solución de los 
conflictos en las relaciones laborales, buscando otros pro- 
cedimientos que signifiquen un reíorzamicnto, una ma- 
yor presencia. un mayor protagonismo de las centrales 
sindicales v de las orgariizacioncs patronales. 

Habrá que resolver en esta legislatura los problemas 
que plantea la perdida de la vigencia de determinados ar- 
tículos de  la Ley de Batidas Armadas. Será necesario se- 
guir impulsando la cooperación ,jurídica internacional cii 

materia penal. Resulta ya 1ambii.n indemorablc dotar a 
las fundaciones de un debido estatuto jurídico. Debere- 
mos acomcter en esta legislatura -materialinentc no nos 
ha dado tiempo en la pasada, la obra legislativa está ahí, 
nadie la puede negar, mcbjor o peor, pero el esfuerzo legis- 
lativo que ha hecho este Parlamento ha sido cxtraordina- 
riamentc importante- lo que en el ámbito del Derecho 
Mercantil no tuvimos tiempo de acometer en la Icgislatu- 
ra pasada. Estoy pensando en la necesidad de resolver, 
con criterios de  mayor modernidad, los problemas de la 
crisis de las empresas a travbs de un nuevo sistema con- 
cursal, y algunos problemas que plantean las condiciones 
generales de la contratación en perjuicio de derechos o in- 
tereses Icgitimos. 

Ya que hablo de Derecho Mercantil, les puedo decir a 
S S .  S S .  que una de las tareas más inmediatas, que espero 
esté concluida a finales del próximo mes de octubre, será 
la preparación del anteproyecto de Icv en virtud del cual 
se cumplirán las distintas directivas de la Comunidad 
Económica Europea, que supondrá la adccuacibn del De- 
recho de Sociedades de España al Derecho de Sociedades 
de las comunidades Europeas. Insisto, senorías, que ese 
tema se está desarrollando por un grupo de trabajo que 
tuve la satisfacción de designar en el ámbito de la Comi- 
sión General de Codificación y ,  concretamente, de su sec- 
ción de Derecho Mercantil. Es posible que ese trabajo estb 
finalizado a finales de octubre. Una vez que sea cxamina- 
do detenidamente -desde luego antes de que termine el 
añ+ entrará en esta Cámara. 

En sexto lugar, en esta legislatura queremos concluir 
algunos compromisos contraídos en los convenios que 
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vinculan al Estado español con la Santa Sede y que toda- 
vía no han sido objeto del debido desarrollo. Pienso en 
este momento en la necesidad de proceder al cumplimien- 
to del Convenio económico, en virtud del cual es necesa- 
rio pasar de la adscripción de una cifra anual del Presu- 
puesto General del Estado a la Iglesia Católica a la situa- 
ción que el Convenio entre la Santa Sede y España esta- 
blece y que consiste en la participación de un porcentaje 
respecto de la recaudación de un  impuesto personal, el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o el Im- 
puesto sobre el Patrimonio. Al cumplimiento de este com- 
promiso pendiente, también se dedicará la actividad de 
una forma inmediata. 

Finalmente, antes de retomar algunas de las cuestiones 
sobre las que he dicho quc volvería en el inicio de mi in- 
tervención, el Departamento. de Justicia seguirá impul- 
sando la política de cooperación jurídica internacional en 
los ámbitos penales y no penales. Creo que nos va a ocu- 
par mucho tiempo la conclusión de una serie de tratados 
internacionales para el cumplimiento de las penas en los 
países de origen de los condenados. Esto va a permitir, 
en cl caso de extranjeros condenados en España. el tras- 
lado de los mismos a sus países de origen y, a su vez, el 
traslado a España de españoles que están cumpliendo pe- 
nas en el territorio de los Estados en donde han cometido 
el delito. 

Quiero que sepan ustedes que para el cumplimiento de 
este objetivo se encuentran en marcha una serie de trata- 
dos con Tailandia, Marruccos y otros países. En este mo- 
mento no los tengo a mi alcance, pero tcngo la relación 
completa. Si a alguna de SS. SS. le intercsa puedo con- 
testar exactamente. Existe u n  importante número de tra- 
tados de esta naturaleza, como también los tratados de 
extradición, que habrá que concluir en la legislatura que 
va a empezar. 

Esta es, señorías, la exposición de la mavoría dc las 
preocupaciones, la mayoría de los objetivos dc la picscn- 
te Legislatura. Pero he dicho que tenía un especial inte- 
rés en detenerme en lo que se puede considerar como el 
plan de trabajo para completar la reforma ya iniciada de 
la Administración de Justicia. 

Cuando uno echa la vista atrás históricamente y se re- 
monta al siglo XIX, observa que las grandes transforma- 
ciones jurídicas se han hecho a través de la técnica legis- 
lativa de las leyes de bases. Así fue como en España se 
hizo el Código Civil, así fue como en España se hizo la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal y así fue como en Espa- 
ña se hizo la Ley de Enjuiciamiento Civil. Pues bien, el 
plan de trabajo que afronta el Departamento de Justicia 
parte de la valoración de esta técnica legislativa como ra- 
zón determinante para ir a esa gran reforma de la Admi- 
nistración de Justicia española, a través de la aprobación 
por la Cámara de las bases de nuestro sistema procesal, 
que naturalmente tiene que estar conectado con lo ya es- 
tablecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial. ¿Qué ven- 
tajas tienen, a mi juicio, las técnicas propias de ia legis- 
lación, que parte de unas bases y que luego delega en el 
Gobierno los textos articulados de desarrollo de esas 
bases? 

Pienso, primero, que, establecidas ya las normas orgá- 
nicas en la Ley Orgánica del Poder Judicial, el sistema 
procesal condiciona tanto la demarcación como la plan- 
ta. Piensen ustedes que, desde el espacio territorial que 
se establezca en la correspondiente ley de demarcación 
hasta el número de órganos judiciales que se implante en 
cada territorio judicial, todo eso depende, en gran medi- 
da, de la carga procesal que tengan las unidades jurisdic- 
cionales, y la carga procesal, a su vez, está en función de 
los distintos tipos de proceso. 

En segundo lugar, creo, señorías, que la formulación 
autónoma, en diferentes momentos, de un conjunto de 
proyectos de ley tiene siempre el riesgo de introducir con- 
tradicciones entre los mismos. En cambio, la actuación a 
través de bases me parece que es garantía de armonía y 
de congruencia. 

En tercer lugar, voy a utilizar una razón eminentemen- 
te política y para ello tengo que recordar lo que sucedió 
durante toda la legislatura pasada. ¿Qué pasó, señorías, 
en la legislatura pasada cuando debatimos la Ley Orgá- 
nica del Poder Judicial, o la Ley de Enjuiciamiento Civil? 

Si ustedes lo recuerdan bien, tendrán que reconocer 
conmigo que el debate, tanto en esta Cámara como en el 
Senado, se produjo, predominantemente, sobre los gran- 
des temas políticos que contenían cada una de esas Le- 
yes. En cambio, parecía que la Cámara no era el lugar idó- 
neo para llevar a cabo un debate sobre temas que tienen 
más bien un carácter técnico-jurídico: la duración de los 
plazos, el número de documentos que tienen quc acom- 
pañarse a un escrito procesal, la demanda o la contesta- 
ción a la demanda. Son los grandes temas políticos, los 
grandes debates políticos los que, como ocurrió en la Es- 
paña del siglo XIX y también en la del XX, tiene sentido 
que se produzcan en las Cámaras. Esas grandes decisio- 
nes políticas son las que deben ser debatidas. Luego, se 
puede recurrir a la delegación legislativa para la instru- 
mentación de los textos que desarrollan esas grandes ba- 
ses. Naturalmente, esa delegación legislativa está some- 
tida también a un conjunto de controles, parlamentarios 
y judiciales, como saben S S .  SS., porque así lo establece 
la Constitución. 

Pienso que la pluralidad de procesos ante distintos ór- 
ganos jurisdiccionales no impidc, en absoluto, formular 
concretos principios y criterios, a los que haya de ajus- 
tarse el ejercicio de esa delegación legislativa. Además, 
creo, señorías, que es perfectamente posible simultanear 
la preparación y e1 debate de las grandes bases de la re- 
forma procesal española con la preparación y el debate 
de las leyes de planta y demarcación. 

En definitiva, y dentro naturalmente de lo que es posi- 
ble hacer a través de la ley de bases (hay materias que la 
Constitución excluye de su posible regulación mediante 
esta técnica jurídica, este dato no puede nunca pasar de- 
sapercibido), lo que me propongo impulsar en esta legis- 
latura es la elaboración de las bases de un nuevo sistema 
procesal espanol que ponga fin a una política de reformas 
parciales, de parcheos, en las que, muchas veces Iia falta- 
do -y yo, desde luego, no quiero quedarme al margen de 
este reproche- la necesaria visi6n global y de conjunto. 
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Estas bases, con sus correspondientes textos articula- 
dos y con las leyes de planta ? demarcación, significarán 
el paso del sistema procesal judicial propio de finales del 
siglo XIX, es decir, propio de un sistema liberal, al de un 
sistema social y democrático de Derecho, propio de un sis- 
tema constitucional en el que encontramos un conjunto 
de mandatos constitucionales que, lamentablemente, no 
tienen respaldo, no encuentran afirmación, en la pi.áctica 
judicial procesal española. 

Voy a citar solamente dos mandatos constitucionales: 
el de la oralidad, de la predominante oralidad. que, por 
desgracia, no es en absoluto la regla general del sistema 
procesal español, cuando, sin embargo, la Constitución lo 
establece así; y el mandato constitucional, referente a la 
necesidad de un proceso en un tiempo justo, en un tiem- 
po debido, en un tiempo que no se dilate de forma exce- 
siva. Hov, a pesar de las reformas introducidas y de la me- 
jora de .la estructura judicial, nuestro sistema judicial 
procesal siguc sicndo un  sistema lento. 

Con este planteamiento, señorías, no remito a un tiem- 
po alejado e indeterminado. Saben ustedes, y lo saben 
perfectamente, que una gran parte de este trabajo ya está 
realizado. Conocen, porque han sido publicados, los aiite- 
proyectos, los boradores de anteproycctos -sería más 
exacto denominarlos así-, de la Lev de Enjuiciamiento 
Civil, del texto refundido dc procedimiento laboral, de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo, y de la Ley Penal 
de Menores. 

Conocen ustedes también, porque ha trascendido a tra- 
vés de los medios de comunicación social, una parte im- 
portante de los estudios, del borrador de anteproyecto re- 
gulador del Jurado. Saben ustedes que las Comunidades 
Autónomas han informado el proyecto de ley sobre de- 
marcación. Es cierto, por consiguiente, cuando afirmo 
que una parte de ese trabajo está ya realizado. 

El calendario razonable que, partiendo de estas hipóte- 
sis. be estos planteamientos, se podría llevar a cabo se- 
ría. En los primeros meses del año 1987 estareinos en con- 
diciones de remitir el proyecto de ley de esas bases a las 
Cámaras. A finales dc 1987 podría producirse, en su caso, 
la aprobacihn de las bases y la remisión de las leves de 
planta y demarcación. En 1988 podría ponerse en funcio- 
namiento la estructura prevista en las leyes de demarca- 
ción y de planta, y en 1989, ya publicados los textos arti- 
culados, podría estar en funcionamiento este nuevo siste- 
ma judicial procesal, al que acabo de hacer referencia. 

Someterse a este calendario no significa, en absoluto, 
señorías, cruzarse de brazos hasta entonces. Caben, en 
primer lugar, cuando así las necesidades lo reclamen, ha- 
cer anticipaciones de la planta, que ya está diseñada en 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin esperar a la cul- 
minación de todo ese proceso. Cabe anticipar la implan- 
tación, por ejemplo, de los nuevos Juzgados de Vigilancia 
Penitenciaria y de los nuevos Juzgados de Menores. Cabe 
-no solamente cabe sino que se va a hacer así, porque, 
presupuestariamente, va a ser posible- cubrir las nume- 
rosas vacantes existentes en la actualidad. 

Afortunadamente, el crecimiento del capítulo 1, que son 
los créditos para la retribución, en 1987, nos va a permi- 

tir pasar de una cifra dc 40.000 millones de pesetas a una 
de 45.000 millones, lo cual es un incremento del 1 1,40 por 
ciento. Si quieren ustedes comparar el incremento, en 
cuanto a créditos, para el pago de personal, que se ha pro- 
ducido desde 1982 hasta el Presupuesto de 1987, les diré 
que ha sido exactamente de un 91,60 por ciento. Por tan- 
to, va a ser posible, en el año 1987, para no decirlo con 
cifras globales sino muy concretas, incrementar la plan- 
tilla de jueces con treinta -les advierto que, en este mo- 
mento, existen trescientas y pico vacantes-. Va a ser po- 
sible incrementar en el personal auxiliar la plantilla de 
oficiales con 684 oficiales. Esto va a significar un incre- 
mento, respecto de 1986, del 15 por ciento. Será posible 
incorporar 1.649 auxiliares, lo que va a representar un in- 
cremento del 26 por ciento, y será posible también au- 
mentar el número de agentes en 650, lo que supone un in- 
cremento del 18 por ciento. Esto conlleva a introducir en 
el servicio judicial un total de 3.033 funcionarios más, lo 
cual nos va a permitir satisfacer completamente las ne- 
cesidades que el Consejo General del Poder Judicial, en 
esa relación circunstanciada, nos ha presentado como 
urgentes. 

Junto a estos elementos personales, vamos a introducir 
tambitin en el servicio Judicial, en los territorios de las Co- 
munidades Autónomas que tienen lengua oficial distinta 
del castellano, la figura de los intérpretes, que hasta aho- 
ra carecía de una dotación presupuestaria. Al tiempo en 
que se vayan cubriendo todas esas vacantes con estos pre- 
supuestos a los que acabo de hacer referencia, va a ser 
también posible mantener la política de modernización 
de toda la infraestructura judicial y mobiliaria española. 

Así, concretamente en el año 1987, si el proyecto se 
aprueba en los términos en que ha sido deliberado por el 
Consejo de Ministros, en el capítulo de inversiones se va 
a producir un crecimiento del 24 por ciento. Vamos a pa- 
sar a una cifra que nos va a permitir llevar a cabo la mo- 
dernización de la red judicial española que, en parte muy 
importante, fue modernizada durante la legislatura pasa- 
da pero en la cual, desde luego, hay que seguir avanzan- 
do. Concretamente, creo que en el año 1987 será posible 
terminar 34 nuevos edificios, palacios de justicia. 

Va a haber más funcionarios, mejores instalaciones y 
también se van a producir avances en el proceso de infor- 
matización de las oficinas judiciales. Dispusimos de la 
modesta cifra de 187 millones de pesetas en el Presupues- 
to de 1984; de 1,460 millones de pesetas, en el de 1985; 
dispondremos, en el Presupuesto del año 1987, de 1.172 
millones de pesetas para proseguir la tarea de la informa- 
tización de las oficinas judiciales. ¿Qué reflejo va a tener 
esto? iEn qué se va a traducir la inversión de todas estas 
cantidades de dinero? Sobre los 234 Juzgados informati- 
zados o en curso de informatización, en el año 1987 sc po- 
drá implantar la informatización de 70 más, con lo cual 
quedará completada la informatización de Juzgados en 
tres Comunidades Autónomas. Se prevé la implantación 
de la informatización en las Magistraturas de Trabajo, en 
su totalidad en Barcelona y ,  en una buena parte, en las 
de Madrid. La cuarta parte de las Audiencias Provincia- 
les quedará informatizada, v se extenderá la informatíza- 
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ción a las Salas de lo Contencioso-Administrativo. El es- 
fuerzo que se ha hecho en el Tribunal Supremo ha permi- 
tido informatizar la documentación jurisprudencia1 en 
una medida importante. Por supuesto, se seguirá también 
la política de incremento de dotaciones de bibliotecas, de 
libros, a disposición de los Tribunales. La cifra que había 
en el año 1982, para este menester era de cinco millones 
de pesetas, la que habrá en 1987 será de 75 millones. 

Además de convocar y de cubrir las numerosas vacan- 
tes existentes; además de seguir construyendo, al ritmo 
que he anunciado: además de seguir informatizando y do- 
tando de medios a las instalaciones judiciales, se cumpli- 
rán también, ya inmediatamente, los compromisos regla- 
mentarios. Un día de éstos, el «Boletín Oficial del Esta- 
don, publicará el Reglamento'del Centro de Estudios Ju- 
diciales, Reglamento que ha tenido el informe plenamen- 
te favorable del Consejo de Estado y del Consejo General 
del Poder Judicial, que respeta escrupulosamente las 
competencias que corresponden al Consejo General del 
Poder Judicial y hace un uso, evidentemente correcto y 
dentro de los limites de la Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial, de la potestad reglamentaria que corresponde al 
Gobierno. 

Viendo el tiempo transcurrido desde el inicio de la in- 
tervención, pienso que no es posible detenerme en una ex- 
plicación más pormenorizada respecto del contenido de 
este Reglamento que, como decía hace ya casi una hora, 
es una pieza clave en la reforma de la Administración de 
Justicia. Espero que en el Consejo de Ministros de maña- 
na, el Gobierno apruebe también -ayer fue visto por la 
reunión de Subsecretarios- el Reglamento de oficiales, 
auxiliares y agentes, instrumento que va a permitir resol- 
ver muchos problemas crónicos de la Administración de 
Justicia. Me satisface decir que en este Reglamento se ha 
producido un grado de consenso entre el Departamento 
de Justicia -que lo ha impulsad+ y las centrales sindi- 
cales y entidades profesionales que representan los inte- 
reses de los funcionarios que sirven en esta Adminis- 
tración. 

En grado avanzado de elaboración y,  por lo tanto, en 
condiciones de ser presentados al Consejo de Ministros 
antes de que termine este año o a principios del próximo 
año 1987, tenemos, señorías, los Reglamentos orgánicos 
reguladores de los secretarios y de los médicos forenses. 

Pero, además, nos preocupa también ir avanzando en 
otro requerimiento de la sociedad española: el abarata- 
miento de la Justicia. Precisamente por eso, una de las 
primeras leyes que ha sido enviada a esta Cámara, en 
cuanto se ha constituido, ha sido el proyecto de ley por 
el que se suprimen la totalidad de las tasas judiciales y 
de las tasas por la actividad que tiene lugar ante los Re- 
.gistros Civiles. Con esto se produce un abaratamiento de 
la justicia. En la medida en que el costo del proceso se en- 
cuentra afectado por el importe de las tasas -hay otros 
conceptos, ya lo saben ustedes tan bien corno y o -  ello va 
a significar un abaratamiento; dicho en otros terminos, 
va a suponer la remoción de uno de los obstáculos que se 
oponían al derecho que tienen todos los españoles de ac- 

ceder, en condiciones de igualdad, a una tutela judicial 
efectiva. 

Estos son -he llegado ya al final de mi intervención, 
señorías- los caminos, los objetivos; caminos que preten- 
de recorrer, objetivos que quisiera alcanzar el Departa- 
mento de Justicia a lo largo de la legislatura que acaba- 
mos de iniciar. Son de distinta naturaleza, ya lo sé, pero 
creo que todos ellos coinciden en una cosa importante. To- 
dos ellos son siempre instrumentos a través de los cuales 
se persigue que la sociedad española sea una sociedad 
más libre; que la sociedad española sea una sociedad más 
igual, y que los niveles de justicia en la sociedad españo- 
,la encuentren, en la próxima legislatura, una satisfacción, 
una protección y una realización mayor que la que han 
podido conseguir a lo largo de la legislatura que terminó 
hace algunos meses. Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Minis- 
tro. Ahora, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 202 
del Reglamento, vamos a suspender la sesión durante un 
tiempo de veinte minutos para que puedan preparar las 
preguntas yobservaciones a efectuar al señor Ministro, 
(Pausa.) 

Se reanuda la sesión. 

El señor PRESIDENTE: Se va a reanudar la sesión. 
Con arreglo al artículo 202 del Reglamento, que es el 

que rige para este tipo de conparecrncias, los GIupos Par- 
lamentarios dispondrán de una intervención de diez mi- 
nutos, con la flexibilidad que suele dar la Presidencia, y 
a las Agrupaciones de Diputados del Grupo Mixto les su- 
giero que se sujeten a esos diez minutos, es decir, que la 
flexibilidad está en ese termino de los diez minutos; al res- 
to de los Grupos Parlamentarios les corresponderían sie- 
te minutos y medio aproximadamente. De manera que va- 
mos a tener la flexibilidad de que todos los Grupos inter- 
vengan por diez minutos, sugiriendo a las agrupaciones 
que sean más rigurosos en el uso de su tiempo. También 
hago esta misma sugerencia a todos, necesaria si quere- 
mos terminar. 

En primer lugar tiene la palabra el portavoz del Grupo 
Mixto, señor Bandrés. 

El señor BANDRES MOLET: Muchas gracias, señor 
Presidente. Deseo al inicio de mi intervención agradecer 
al señor Ministro de Justicia su comparecencia volunta- 
ria ante esta Comisión y la amplia y extensa información 
que nos ha proporcionado. 
Yo quiero decirle también que yo no soy tan optimista 

como lo es él respecto al desarrollo y profundización de 
los derechos humanos en estos últimos años. Aprecio, cier- 
tamente, la labor legislativa llevada a cabo en ese terre- 
no, con algunas lagunas que ya he hecho observar a lo lar- 
go de la legislatura anterior, como pueden ser las excep- 
ciones contenidas en la Ley de «habeas Corpus)), o en la 
Ley de asistencia letrada al detenido O en la propia Lev 
antiterrorista, cuya posición es bien conocida por parte 

,de Euskadiko Ezkerra, o la subsistencia de la Audiencia 
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Nacional. Pero aprecio, digo, la labor lcgislativa que se 
ha llevado a efecto. Ahora, en la práctica, desde la calle 
e incluso desde el escaño que yo ocupo, la impresión que 
yo tengo, o que tenemos, es que en ese binomio libertad- 
seguridad sale a veces malparada la libertad en favor de 
la seguridad; o, por decirlo de una forma más clara, aun- 
que yo entiendo que hay una labor de Gobierno, que es 
una labor de equipo, si se pudiera hablar de algún cnfren- 
tamiento o confrontación entre la opinión del Ministerio 
de Justicia y el de Interior, nosotros tenemos la impre- 
sión de que ahí siempre gana Interior y siempre pierde 
Justicia. 

Y dicho esto, quiero pasar, con cierto desorden que se 
me perdonará, a formular algunas indicaciones y pregun- 
tas sobre cuestiones del Departamento de Justicia, algu- 
nas que ya han sido tocadas, aunque superficialmente por 
razón de tiempo y de los muchos problemas que tiene que 
plantear el Ministro, y otras que ni siquiera han sido 
tocadas..’ 

Voy ,a hacerlo brevemente, porque son bastantes las 
cuestiones que voy a senalar. Primero, hay una cuestión 
que es la siguiente. Se quejan algunos presos -y yo ten- 
go una carta patética aquí, en las manos- de que el tra- 
to a diferentes tipos de presos es distinto en las cárceles. 
El, que es más extenso en su carta (y yo leería muy a gus- 
to algunos párrafos, pero no lo voy a hacer), dice que tam- 
bién el trato es distinto desde el Juzgado, pero entiendo 
que aquí sería ocioso hablar de lo que pasa en los Juzga- 
dos, aunque sí podíamos tocarlo en algún punto. 

En materia de libertades provisionales, ¿la postura del 
Fiscal es siempre igual, o es diferente para aquellos casos 
cn que, como dice la carta, los procesados o los presuntos 
delincuentes son o bien policías, o bien confidentes de la 
policía o, dicen, «aristócratas»? Se está refiriendo al tema 
de la corrupción policial, que ayer se tocó en esta misma 
Comisión, en el que aparecen implicados diversos géne- 
ros de gente y él lo dice de modo muy expresivo (es una 
lástima no poder leer la carta, pero está a disposición del 
Ministro y de cualquiera). Yo quisiera saber si en lo que 
respecta al Ministerio de Justicia, es decir, la actuación 
del Fiscal en materia de libertades provisionales, o en la 
propia cárcel, es cierto o no que hay presos de primera y 
presos de segun(,a. No me resisto a leerlo; en este párrafo 
dice el preso: «Ante la Ley todos somos diferentes. Fula- 
no de tal -y da un nombre de un confidente- trato de 
primera. Mafia y aristocracia, trato de primera especial. 
Yo soy negro de Sudáfrican. Quisiera saber, señor Minis- 
tro, si sabe usted si es verdad o no es verdad, y qué puede 
decirnos sobre el particular. 

Una segunda cuestión es saber si en los propósitos del 
Gobierno, y en concreto del Ministerio de Justicia, se en- 
cuentra la modificación legal que afecte a competencias 
de la AudienciaAíacional y de los Juzgados Centrales de 
Instrucción. Hay un precedente que la voz popular llam6 
«contrarreforma». Se hizo una buena reforma de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal y meses después, por presio- 
nes o por lo que fuera, se hizo la contrarreforma. j s e  pien- 
sa hacer alguna contrarreforma de la legislación actual 
respecto a las competencias limitadas de la Audiencia Na- 

cional y de los Juzgados Centrales de Instrucción? He aquí 
mi pregunta. 

Otra pregunta que formulo brevemente es para decirle 
al señor Ministro que él ha .presentado un panorama op- 
timista para los presupuestos de este año; optimista, me 
imagino comparativamente. Efectivamente, entre el 1982 
y este año del 87, las previsiones aumentan notablemen- 
te. Pero mi pregunta es muy concreta: jcuál sería el pre- 
supuesto óptimo que el Ministro de Justicia querría para 
su Departamento para el ano 1987? 

Otra cuestión. Tenemos un vigor, señor Ministro, una 
viejísima, antigua y franquista Ley dc Arrendamientos 
Urbanos. Una Ley demagógica que sitúa solamente en al- 
gunos el peso de mantener bloqueados los precios de la 
vi sienda; solamente sobre algunos (se vio aquí) propieta- 
rios bien débiles, bicn modestos, que no se trata de gran- 
des propictarios urbanos. Aquí se formó una ComisiOn 
“ad hoc», que si empleáramos aquí el sistema europeo se 
llamaría la «Comisión Granados)), porque la presidió 
nuestro compañero don Francisco Granados. iQué pasó 
luego con la ((Comisión Granados)), con sus resultados, 
con sus conclusiones, que fueron enviadas al Gobierno? 
iSe va a abordar, por fin, seriamente y con criterios de 
equidad, razonables y de justicia, una reforma en profun- 
didad de la Ley de Arrendamientos Urbanos? 

En el País Vasco, señor Ministro, hav una fuerte crisis 
de justicia. En el mes de febrero sucedió algo insólito: los 
abogados vascos hicimos una huelga para protestar por 
la situación de la justicia en la Comunidad Autónoma 
Vasca, en Euskadi. Y algo también inédito, porque n o  pe- 
díamos nada corporativo, que a lo mejor hubiera sido le- 
gítimo, no pedíamos aumentar los honorarios, ni las ta- 
rifas; lo hacíamos en virtud de que la justicia queda mal 
administrada allí, o tardíamentc administrada, y las Jun- 
tas de los Colegios de Abogados de Guipúzcoa, Vizcaya v 
Alava decidieron pedir algo insólito, v era ejercer ante las 
Audiencias Territoriales de Bilbao y Pamplona la acción 
de protección jurisdiccional de los derechos fundamenta- 
les de la persona, exigiendo que se respete el derecho de 
los ciudadanos a recibir justicia, lo cual indica una situa- 
ción realmente deteriorada. Me gustaría que el Ministro 
nos dijera algo sobre el particular. 

Condiciones sanitarias de las cárceles. Ha hablado so- 
bre ello el Ministro brevemente y ha dicho que la situa- 
ción es buena y se va a mejorar; pero, hablando de médi- 
cos, dijo que eran ciento cuarenta y tantos, me parece, y 
ciento treinta y tantos ayudantes técnicos-sanitarios, 
aproximadamente, no he tomado nota. Se ha dado recien- 
temente un suceso terrible, y es la muerte de un militan- 
te de ETA, Joseba Asensio, en una cárcel española, y este 
hombre ha muerto de muerte natural, evidentemente, 
pero resulta llamativo para la opinión pública que un 
hombre joven pueda morirse en una noche, cuando la vís- 
pera parecía no-tener nada y cuando la autopsia luego da, 
me parece, que una tuberculosos en grado avanzado. Yo 
entiendo que este era un hombre evidentemente muy fuer- 
te, que no se quejaba y estaba grave. También 5 0  acha- 
caría a SUS compañeros, a los que estaban cerca de él, no 
haberse fijado en sus condiciones físicas y haber denun- 
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ciado esta situación: pero, pienso que algo habrá que de- 
cir también de los servicios sanitarios de la prisión, que 
no tuvieron en cuenta, o que no vieron la grave situación 
de la salud de este muchacho joven que muere de una ma- 
nera tan «natural», si se quiere llamarle así, entre comi- 
llas, pero también tan irregular y, además, en una prisión. 

Hay otra cuestión, de la que tampoco el Ministro nos 
ha hablado, y que yo quisiera saber, y es la política de in- 
dultos del Ministerio de Justicia. Me refiero a un grupo 
muy concreto, el de los chiítas. Ahí se produjo una situa- 
ción muy curiosa; son Mustafá Halil y Mohamed Rahal, 
de una familia muy conocida en Beirut. Se produjo un se- 
cuestro de alguien que, por lo que se ve, era significativo 
y, por lo que se ve, importante: era un «geo» un miembro 
de los grupos especiales de la Policía. Hubo un viaje ex- 
traño del Subsecretario del Interior, v digo extraño, por- 
que parece que eso pertenece más a la diplomacia o a la 
justicia que al Interior; como algún editorial de un  peri6- 
dico dijo que si mañana secuestran a un ingeniero agrí- 
cola se puede pensar que va ir a Beirut el Subsecretario 
de Agricultura. Sin embargo, en este caso fue el Subse- 
cretario del Ministerio del Interior. Ahí todavía no sabe- 
mos qué trató y cuando vino dijo, palmariamente, que no 
se había hecho ningún trato especial, que no había nin- 
guna promesa y que, en absoluto, se había comprometi- 
do el Gobierno español a liberar a estos chiítas. Sin em- 
bargo, poco desputs, v de modo silencioso y callado. se 
produjo ese indulto, del que no hemos sabido más. Me 
gustaría saber a qu8 obedecía, qué razones existían y si 
hubo negociación o no en Bcirut por parte de autorida- 
des ajenas al Ministerio de Justicia. 

La Ley, señor Ministro, de despenalizacibn del aborto 
en detcrminados supuestos. Ha dicho algo: la verdad es 
que no he podido apreciar exactamente la referencia que 
ha hecho sobre el tema, pero yo quiero saber si existe el 
propósito serio y firme del Gobicrno de ampliar esa des- 
penalización al caso de la indicación social. 

Quisiera saber, también, señor Ministro, qué. hay sobre 
cierta denuncia aparecida en la ppinión pública dc unas 
irregularidades en los contratos laborales de los presos de 
la cárcel de Alcalá. Parece que en e1 contrato -en algún 
contrato al menos que se ha firmado- se decía textual- 
mente: «Tiene conciencia nuestro interno -dice la Direc- 
ción de la Cárcel- de que su deber ante el empresario es 
intentar quedar como el mejor obrero. Tiene conciencia 
clara de que, por sus derechos, estamos velando usted, 
como empresa, y nosotros: confiado en nuestro honor y 
en nuestra honradez, el interno que usted acepta no Ir 
planteará ninguna reivindicación laboral, conflictos eco- 
nómicos, ni participará en ninguna actitud dudosa frente 
a la empresa de carácter colectivo o individual>>. Este pa- 
ternalismo, señor Ministro, me parece tremendo y ,  ade- 
más, echa por tierra toda la legislación laboral. A ver qué 
pasa pues, con los contratos laborales de los presos de la 
cárcel de Alcalá. 

Otra cuestión que la opinión pública espera de S. S., se- 
ñor Ministro, es que nos diga algo sobre el cese del Fis- 
cal. ¿Qué razones ha habido, qué ha pasado, cómo ha 
ocurrido? La claridad informativa es muy útil y debería- 

mos sabcr por qué el señor Burón Barba ha dimitido, o 
si esa dimisión envuelve un cese, exactamente. Creo que 
esta Comisión tiene derecho, el Parlamento tiene derecho 
y el pueblo tiene derecho a saber qué pasa con la revoca- 
ción del cargo de Fiscal General del Estado, cargo muy 
importante sobre el que se apoya, evidentemente, el prin- 
cipio de legalidad. 

Quisiera también saber, señor Ministro (y voy plantean- 
do con mucha rapidez las cuestiones, sin acotaciones, sim- 
plemente son planteamientos) qué pasa con la Ley del Ju- 
rado. La Ley del Jurado, según la Ley Orgánica del Poder 
Judicial tenía un plazo breve, no recuerdo cuándo termi- 
na, me parece que cumple el 23 de septiembre, dentro de 
unos pocos días. Quería saber si se va a incumplir e5e pla- 
zo o no se va a incumplir; qué concepto le merece al Go- 
bierno ese incumplimiento; no es el primero que se hace, 
alguna vez en presupuestos, si no recuerdo mal ha habi- 
do incumplimientos similares en cuanto a plazos. Por con- 
siguiente, deseo saber si vamos a tener una Ley de Jura- 
do, cómo va a ser su perfil más importante y cuándo se 
va a presentar el correspondiente proyecto. 

También, señor Ministro, nos encantaría saber si aquí 
se va a hacer una ley antidiscriminación. Hoy en día, al 
menos desde mi plataforma del Parlamento Europeo, veo 
que se esta estudiando allí con mucha preocupación el au- 
mento que está habiendo de lo que se ha llamado racis- 
mo; el racismo en todos sus sentidos: racismo étnico, ra- 
cismo religioso, racismo sexual, etcétera. Es decir, un ra- 
cismo de discriminación, de desprecio de detcrminados 
sectores marginables -no diría yo iiiürginados, bino mar- 
ginables- por las mayorías bienpensantes. Es un proble- 
ma serio que preocupa a Europa, y hay un «rapport >> muy 
importante en la Comisión a la que yo pertenezco, de 
Asuntos Jurídicos y Derechos del Ciudadano, que trata 
este tema en su conjunto. En muchos países, coma usted 
sabe, existe una ley antidiscriminatoria que lleva al De- 
recho Civil o al Derecho Penal los preceptos constitucio- 
nales que castigan las conductas que discriminen porra- 
zones raciales, por ramnes religiosas o por conductas 
sexuales. Me gustaría saber si en España nos vamos a po- 
ner o no a la altura de esos otros países y si vamos a te- 
ner una ley antidiscriminación. 

Finalmente, indicar al señor Ministro de Justicia que 
ayer, a mí al menos, me dejó absolutamente anonadado 
una manifestación hecha aquí mismo, desde donde usted 
se sienta, por el Ministro del Interior. Dijo el Ministro del 
Interior que, de acuerdo con el Ministro de Justicia y con 
la aprobación del Presidente del Gobierno, tres juristas 
-y uno muy ilustre por cierto- decidieron, y él mismo 
ordenó, el envío de un oficio que nos leyó, firmado por un 
teniente coronel de la Guardia Civil para, en definitiva, re- 
sistirse a una orden judicial de comparecencia de noven- 
ta guardias civiles. 
Yo dije en mi manifestación que sentía profunda pena 

por este hecho. Hubiera preferido mil veces que no fuera 
cierto, pero tengo que añadir ahora, por el aprecio perso- 
nal que tengo al señor Ministro, porque es el Ministro de 
Justicia y porque yo creo en la justicia, que esa pena o 
ese sentimiento de decepción aumenta justamente al sa- 
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ber la participación de S. S. en esa tremenda decisión, en 
esa terrible decisión que, a mi juicio, golpea fuertemente 
la estructura más importante de la democracia. 

Quisiera saber si el señor Ministro de Justicia tiene algo 
que añadir a las afirmaciones que ayer hizo el señor Mi- 
nistro del Interior. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra, en nombre 
de la Agrupación de Electores de Izquicrda Unida ..., siem- 
pre se me olvida lo de Comunista. Perdón, Agrupación dc 
Diputados. 

El señor SARTORIUS ALVAREZ DE LAS ASTURIAS 
BOHORQUEZ: De electorec. por supuesto. (Risas.) 

El señor PRESIDENTE: Por supuesto, en función de 

Tiene la palabra el señor Sartorius. 
eso están presentes en la Cámara. 

El señor SARTORIUS ALVAREZ DE LAS ASTURIAS 
BOHORQUEZ: Señor Presidente, senor Ministro, quiero 
ante todo manifestar también mi simpatia personal por 
cl Ministro de Justicia. ¡Cómo no voy a tener simpatía por 
un Ministro de Justicia! Y mi respeto. Además, quiero de- 
cirle que este Diputado y el Grupo que representa siem- 
pre estaremos en una posición de colaboración para que 
la reforma de la Administración de Justicia se cumpla, 
porque a nuestro modo de ver, es una de las grandes re- 
formas pendientes. Ello no quiere decir, claro está, que 
siempre vayamos a estar de acuerdo con lo quc plantee 
este Ministro. 

Reconozco que mi capacidad de polémica quedó ayer 
un poco agotada con el señor Ministro Barrionuevo y ,  des- 
de luego, mi capacidad de indignación completamente 
cumplida con lo que vi en Televisión, tema al que ya se 
ha hecho referencia aquí por otro Diputado. Por ello, mi 
ánimo esta mañana es un tanto benevolente, y el escuchar 
la exposición que ha hecho ante esta Comisión me ha pro- 
ducido una cierta beatitud. 

Sin embargo, debo decirle, señor Ministro, que entre lo 
que usted ha expuesto, con todo el respeto que me mere- 
ce, y la realidad, cualquier parecido es pura coincidencia. 
Digo esto porque la justicia en España sigue siendo una 
,justicia lenta, una justicia cara y una justicia en la que el 
ciudadano no encuentra el amparo que desea y que la 
Constitución reclama. Sobre todo para los que por razo- 
nes profesionales vamos mucho por la Plaza de Castilla, 
la calle Hernani o la Plaza de las Salesas, eso que usted 
ha dicho no se corresponde, desgraciadamente, con la rea- 
lidad. Y no porque el Ministro no quiera, sino porque la 
realidad muchas veces es más dura que los plantea- 
mientos. 

Y o  diría que todo su discurso ha sido -y permitame us- 
ted una cierta pedantería- de «lege ferenda)), es decir, 
más bien hacia el futuro, hacia lo que se v a  a hacer, pero 
llevamos ya cuatro anos y todavía seguimos pendientes 
de esa reforma. Rápidamente voy a repasar algunos de 
los temas que usted ha tocado. 

Sobre tareas normativas. Ya se ha dicho aquí que no se 
han cumplido los plazos de la Ley Orgánica del Poder Ju- 

dicial, señor Ministro. Claro está que esos plazos no son 
de caducidad desde el punto de vista jurídico, pero sí son 
plazos de compromisos políticos. Tampoco se han cum- 
plido en el caso de la ley de demarcación, la ley de plan- 
ta, la ley del jurado, etcétera; una serie de cuestiones que 
tienen unos plazos que están ahí. Ustedes dicen que eso 
no es una obligación estricta a la que hay que someterse, 
pero es importante que se denuncie el incumplimiento. 
Lo mismo en cuanto al retraso que ha habido en los Re- 
glamentos relercntes al personal de los Juzgados a los que 
usted ha hecho mención, y me alegro que ya en el próxi- 
mo Consejo de Ministros -me parece quc ha dicho- v 
en los sucesivos los aprueben. Respecto a este tema, por- 
que.creo que merece un cierto interés, me gustaría que ex- 
plicase usted algo más sobre el nuevo discño de oficina ju- 
dicial que aparece en los Reglamentos, ya que las noti- 
cias que yo tengo es que se establece un diseno que no gus- 
ta, puesto que es un tanto a la norteamericana y no res.- 
ponde a los criterios más ajustados a nuestra realidad. 
Querría saber simplemente qué puede decir de esto, por- 
que hay una preocupación en los funcionarios quc traba- 
jan en las oficinas judiciales en cuanto a ese nuevo discño. 

También quería preguntarle muy rápidamente -creo 
que el señor Bandrés se ha referido a ello, y yo me sumo 
a esas preguntas que ha hecho- cuándo va a ser efectiva 
la policía judicial en nuestro país. Usted no ha menciona- 
do para nada, por ejemplo, qué medidas va a tomar el Mi- 
nisterio o qué impulsos va a dar a medidas que puedan 
ir en contra de las corruptelas todavía existentes en el fun- 
cionamiento de la justicia en España, que usted conoce 
perfectamente. N o  ha mencionado para nada ese tema. 

Asimismo, me gustaría coiiocer cuál es su criterio so- 
bre la Ley llamada Aniiterrorista y si opina usted igual 
que el señor Barrionuevo, que más o menos nos dijo que 
él quería que siguiese todo como estaba, así como otro 
problema que me parece que es importante. Usted sabe 
que en España hay más de un millón de funcionarios pú- 
blicos que tienen muchos problemas laborales y profesio- 
nales como tales funcionarios. Por ello, tienen que acudir, 
como es lógico y preceptivo, al contencioso-administrati- 
vo. Ese millón y pico de funcionarios, que actualmente ha 
visto incrementado su número con los funcionarios de la 
Seguridad Social que antes iban a Magistratura de Tra- 
bajo y que ahora tienen que ir también al contencioso-ad- 
ministrativo, como usted sabe, con el consiguiente abul- 
tamiento de los casos y procedimientos que afectan a sus 
derechos, se ven afectados por la lentitud de estos proce- 
dimientos, que hace absolutamente inviable la resolución 
de esos problemas. No hay más que ver cómo se encuen- 
tra el contencioso-administrativo en la Audiencia Terri- 
torial de Madrid, que está dictando ahora sentencias de 
los años 1981 y 1982. 

Por último, quisiéramos saber si apoyaría usted que 
todo detenido haya de ser conducido directamente a un 
establecimimiento que se encuentre bajo la autoridad ju- 
dicial. Modificaciones en ese sentido. 

En todo caso, como vamos a tener ocasión de ir exami- 
nando todas estas cuestiones legislativas a lo largo de la 
Legislatura, hago un repaso rápido. 
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Vamos al tema de los medios materiales y de persocal. 
Usted dice que se ha hecho un gran esfuerzo presupues- 
tario. Yo no dudo de que lo haya habido, pero le digo una 
cosa, señor Ministro. Desde el año 1981 v 1985 el dinero 
-digamos- dedicado en Presupuestos a Justicia, ha pa- 
sado del 0,818 al 0,896 en el conjunto de los Presupuestos 
del Estado, y me parece que es un aumento poco signifi- 
cativo. Lo importante no es lo que crezca uti presupues- 
to, sino lo que crezca en proporción al conjunto de los Pre- 
supuestos consolidados del Estado. Esa es una cifra saca- 
da de datos oficiales. Cuando habla usted, por ejemplo, 
de que en cinco anos ha aumentado el presupuesto en un  
91,60 por ciento -creo que es la cifra exacta que ha 
dado- yo le preguntaría si es dinero monetario o dinero 
real; supongo que será monetario, pues me parece que 
esas cifras se dan en cuanto a volumen general del dinero 
que se dedica y ,  por lo tanto, habría que deflactar esas ci- 
fras y quitarles lo que ha subido la inflación en esos cin- 
co años, con lo cual creo que se quedaría alrededor de un 
40 por ciento o algo menos. Lo mismo ocurre con la cifra 
que ha dado del 24 por ciento para el año 1987: me gus- 
taría saber si es dinero monetario o si es dinero real, por- 
que si es dinero monetario se quedaría en un 16, no en un 
24 por ciento, como usted ha dicho. 

¿Es cierta o no es cierta una noticia que vo tengo, que 
puede no ser correcta, pero se la digo a usted porque pue- 
de ser importante? En la Comunidad Económica Europea 
hay un juez por cada 12.000 habitantes; en España, un 
juez por cada 22.000. 

Otra pregunta sería: ¿por qué los jueces v magistrados 
en nuestro país no pueden discutir de sus condiciones de 
trabajo y de sus haberes, lo mismo que hacen los demás 
funcionarios del Estado? En la nueva legislación los fun- 
cionarios del Estado, como usted sabe, aunque se aprue- 
ban en Presupuesto sus haberes, tienen un margen de ne- 
gociación y discusión, lo que no ocurre en este momento 
con los jueces y magistrados. ¿Qué opinión tiene sobre ese 
tema? 

Un problema también importante se refiere al íuncio- 
namiento de los instrumentos que tiene la justicia espa- 
ñola, porque usted sabe todo el tema de los horarios del 
personal, de la productividad, etcétera, que actualmente 
no existen o no se cumplen. En cuanto a la lentitud, la jus- 
ticia española, señor Ministro, sigue siendo lentísima. Se 
han dado algunos datos que han aparecido en la prensa 
y que yo simplemente aquí recuerdo: 20.000 asuntos en 
este momento todavía pendientes en el Tribunal Supre- 
mo: diez anos de retraso en el Tribunal Central de Tra- 
bajo; sentencias que se están dictando actualmente del 
año 198 1 y 1982 en la Sala Segunda de lo Contencioso de 
la Audiencia Territorial de Madrid; en la periferia de Ma- 
drid existía hasta hace poco un juzgado, por ejemplo, para 
todo Getafe, un juzgado, por ejemplo, para ciertas pobla- 
ciones periféricas que tienen miles y miles de habitantes, 
que son enormes, y que hay un sólo juez para las cuestio- 
nes penales y civiles, etcétera. 

En el tema de la informatización, que usted ha mencio- 
nado y del que por supuesto yo soy totalmente partida- 
rio, le diría que e1 problema no es sólo informatizar, por- 

que el ordenador informatiza los datos que se Ic dan, v si 
los datos que se le dan son el caos, informatiza el caos; 
ése es el problema, ver qué es lo que se informatiza v si 
hav gente experimentada v que tenga conocimiento de 
esas materias, porque yo conozco algunos casos de iníor- 
matizaciones en juzgados donde no saben quk hacer con 
los ordenadores. 

Ha hablado usted tambih  de las prisiones. Sobre ese 
tema algunos, desgraciadamente, tenemos experiencia. 
No  es lo que usted ha dicho lo que cuentan los funciona- 
rios de prisiones con los que vo me reúno dc vez en cuan- 
do. Las prisiones españoles siguen siendo un  autt'ntico de- 
sastre. Por una parte, scñor Ministro, vo me permitiría ha- 
~ e r l e  una sugerencia, y es que hava un  diálogo más fluido 
entre el Ministro de Justicia y las organizaciones sindica- 
les de funcionarios. Desgraciadamente, en el pasado vo he 
tenido noticia de una falta de diálogo que dificulta cnor- 
memente la reforma de las prisiones, puesto que un  ele- 
mento clave es el personal que trabaja en ellas. 

En las prisiones sigue habiendo una gran inseguridad, 
abunda la violencia, la extorsión, la droga y no son pre- 
cisamente centros de recducación, sino que siguen sicndo 
todo lo contrario: univcrsidadcs del delito, va quc cl que 
entra por haber robado un bolso, sale catedrático de otras 
cosas peores. Eso es lo que ocurre todavía, desgraciada- 
mente, en las prisiones españolas. Yo comprendo que la 
sociedad española, probablemente, no tiene conciencia, 
pero el Gobierno no ha sido capaz de crear ese ambiente 
referido a la necesidad de una reforma profunda en cuan- 
to al tenia de las prisiones. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que termine, señor 
Sartorius. 

El señor SARTORIUS ALVAREZ DE LAS ASTURIAS 
BOHORQUEZ: Estoy terminando, perdón setior Presi- 
dente, un  minuto v hedio más. En cuanto a la política 
del Ministerio Fiscal y las atribuciones que el Ministerio 
de Justicia tiene en el orden jerárquico, vo le haría una 
pregunta v le plantearía una cuest ih  que me parece de 
gran importancia. Lo mismo que el Diputado señor Ban- 
drcs ha preguntado sobre la política de indultos respecto 
a dos ciudadanos árabes, vo le preguntaría a S, S. ,  por- 
que es un tema de enorme iriter~k cn este momento, qu6 
política va a seguir el Ministerio de Justicia en cuanto al 
indulto de los jornaleros andaluces que están sometidos 
a procedimientos penales, algunos de ellos condenado v 
otros con peticiones de tres años. Hoy mismo en Sevilla 
se veía un juicio importante contra dieciocho jornaleros 
para los que se pedía de uno a tres años de cárcel, y mc 
parece que existe en la opinión pública un gran intercs 
por saber qué va a ocurrir con este hecho de una impor- 
tancia considerable. Yo planteo aquí la petición en cse 
sentido al Ministro de Justicia de que inste los mccanis- 
mos necesarios para que esos indultos se den. 

También preguntarle por qué el Ministerio Fiscal rc- 
curre cuando hay absoluciones de estos jornaleros por 
parte de las Audiencias. A mí me parece que lo lógico se- 
ría no recurrir, ya que si un Tribunal ha dicho que eran 
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inocentes, ipor qué el Ministerio Fiscal recurre y mani- 
fiesta una diligencia que en cambio ayer vimos que no ha- 
bía para otras cuestiones de gravedad? Me parece que este 
es un tema importante. 

Por último, me quiero referir al abaratamiento. Usted 
ha hablado de la Ley de Tasas; la tengo aquí. Evidente- 
mente eso es algo que hay que apoyar y nosotros lo va- 
mos a hacer, por supuesto. Pero la justicia se abarata con 
esa Ley y luego se sube con el 12 por ciento del IVA en 
los abogados. Si por un lado se quitan esas tasas y por 
otro se encarece automáticamente el 12 por ciento con ese 
i mpuesto, hay un contrasentido. 

Termino, señor Ministro, expresándole mi agradeci- 
miento por la información. Nos tiene a su disposición 
para todo cuanto sea mejorar la justicia en España, pero 
mi opinión es que lo que usted ha dicho v la realidad no 
SK compadece, y ,  además, repito que en España sigue ha- 
biendo gravísimos problemas en e l  funcionamiento de la 
justicia, con protestas por parte de abogados, de asocia- 
ciones y de las personas que tienen un contacto directo 
con estos problemas. 

El señor PRESIDENTE: A continuación, tiene la pala- 
bra, en nombre de la Agrupación de Diputados del PDP, 
el señor Cavero. 

El señor CAVERO LATAILLADE: En primer lugar, 
unirme a las palabras de agradecimiento que se han pro- 
nunciado por los Diputados que han intervenido hasta 
ahora por la comparecencia del señor Ministro y por su 
amplio informe sobre los provectos del Ministerio para 
esta Legislatura, con referencia también a lo realizado en 
la anterior. En todo caso, tengo que decirle que coincidi- 
mos con muchos de los provectos, no con todos, Iógica- 
mente, y deseamos que sean enviados a la Cámara lo an- 
tes posible para que podamos aportar lo que proceda en 
cada momento. 

Por otro lado, señalarle que indudablemente en si! in- 
forme hay dos partes diferenciadas. Por una, está todo el 
proyecto legislativo para seguir desarrollando y profun- 
dizando sobre los valores de la Constitución, y de otra, un 
tema al que ha hecho referencia, quizá con menor profun- 
didad, que es la situación actual de la justicia. 

Evidentemente, serior Ministro, vo conozco este tema; 
tuve posibilidad durante dieciseis meses de facilitar la 
mejora de la justicia. Pero deseo que el señor Ministro, 
que va a hacer va los cuatro anos, pueda seguir niis tiem- 
po para continuar contribuyendo a mejorar la justicia, 
que por su profesión estoy seguro que conoce muy cn pro- 
fundidad sus problemas, v para que en la misma medida 
podamos exigirle la mayor eficacia de su gestión. 

En todo caso, el funcionamiento y la situación actual 
de la justicia, señor Ministro, todos coincidimos en que 
es verdaderamente preocupante. La justicia es una pieza 
clave de nuestra Constitución, v no voy a recordar ahora 
la importancia que tiene para la garantía de los derechos 
v libertades. Coincido con el scñor Ministro en toda la pro- 
fundización de los derechos v libertades en nuestra Cons- 
titución, pero de poco sirve que el ordenamiento profun- 

dice sobre los derechos y libertades, si los mecanismos de 
aplicación de esos derechos y libertades, que son funda- 
mentalmente los jueces y magistrados, se encuentran en 
una situación de insuficiencia para atender a las deman- 
das, a las peticiones de los ciudadanos. 

Por otra parte, también suscitamos esperanzas a los 
ciudadanos cuando pusimos en marcha el Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial, ya que se trataba de una institu- 
ción absolutamente innovadora en nuestro ordenamiento 
constitucional, inspirada en la de otros países y con más 
competencias, incluso, que la de los modelos que nos sir- 
vieron de referencia, aunque no con.todas las que hubie- 
ra querido el propio Consejo y que postulaba, por supues- 
to, el señor Ministro cuando era activo miembro del 
mismo. 

En todo caso, quiero señalar que la situación actual de 
la justicia, señor Ministro, es realmente preocupante; no 
es algo que se diga intencionadamente por un Diputado 
de un partido que está situado en la oposición, sino que 
simplemente recoge una posición objetiva. Son recientes 
las declaraciones de una persona que es especialmente 
grata, estov seguro, para el señor Ministro y para quien 
interviene en este momento, el Defensor del Pueblo, don 
Joaquín Ruiz-Giménez, señalando o denunciando que la 
preocupación máxima de los ciudadanos en las quejas que 
han recogido en el ano 1 9 8 5  es sobre la lentitud y la in- 
eficacia de la justicia. En la misma línea, anoche oía por 
una emisora de radio al Presidente del Consejo General 
de la Abogacía v Decano del Colcgio de Abogados  le Ma- 
drid, don Antonio Pedrol, que tambicn daba cifras real- 
mente importantes sobre la detcriorización del funciona- 
miento de la justicia. Incluso las encuestas acreditan en 
este momento que la preocupación de los ciudadanos sube 
en cada momento por su mal funcionamiento v por los 
retrasos. 

No vov a dar datos, simplemente deseo recoger algunos 
que se han ofrecido por quienes han intervenido anterior- 
mente; no obstante, quiero señalar que, según mi infor- 
mación, la Sala 2:*, por ejemplo, del Tribunal Supremo, 
lleva tres años de retraso en citaciones. Por otro lado, los 
Juzgados de Instrucción de Madrid tiencn que despachar 
unas cinco mil diligencias preparatorias por año, v los 
,juzgados de Primera Instancia de Barcelona y de Madrid 
tienen 1 SO0 6 1.600 asuntos de cognición por año, etcé- 
tera, v otras cifras que seguro que el señor Ministro co- 
noce mejor que yo. Está también el hecho del retraso del 
tema de la lev de demarcaciones y de planta, que signifi- 
ca que algunos juzgados antiguos de ciudades o poblacio- 
nes, que me merecen todo el respeto, por ejemplo, como 
Vitigudino, Cangas de Narcea o Burgo de Osma, según re- 
cuerdo, tienen quince o dieciscis asuntos al año. 

Yo recuerdo en este momento aquella frase de Carne- 
lutti que decía: «Una justicia lenta no es justicia)), v opi- 
no que realmente éste es un problema que debia preocu- 
parnos a todos, porque, lo mismo que la seguridad ciuda- 
dana, es un tema que perjudica a la buena imagen de la 
democracia. Yo creo plenamentte en el sistema democrá- 
tico; nosotros postulamos la profundiz?ción de nuestra 
iconstitución en el reconocimiento de los valores v de to- 
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dos los principios que establece, pero evidentemente, en 
los ciudadanos españoles en los que todavía su cultura de- 
mocrática no ha llegado a las cotas que todos desearía- 
mos, nos encontramos con que de alguna manera sienten 
un cierto desánimo al pensar que el establecimiento de 
las libertades y un sistema deinocrático comporta, sin em- 
bargo, que alguno de los aspectos importantes de la Cons- 
titución, como las garantías de la justicia, que de forma 
tan profunda y tan reiterada establece nuestra norma su- 
prema, no han llegado, ni mucho menos, a las cotas que 
desearía la mayoría de los ciudadanos. 

El señor Ministro ofrecía como dato de la situación, por 
ejemplo, de la justicia penal, del número de asunios pe- 
nales o del aumento de la delincuencia, la Memoria del 
anterior Fiscal General del Estado, que por cierto serícr in- 
teresante que los miembros de esta Comisión tuviéramos 
la posibilidad de adquirir, pagando su importe, si nos fa- 
cilitaran esa posibilidad; arriba hay una copia, pero sería 
mejor que pudiéramos tenerla todos, ya que se trata de 
un volumen importante. Simplemente eso, puesto que no 
se trata de ningún documento confidencial. 

El señor PRESIDENTE: Señor Cavero, la tiene usted 
en Secretaría a su disposición. 

El señor CAVERO LATAILLADE: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente, siempre es útil el planteamiento de estos 
temas. 

insistiendo sobre lo que estaba diciendo, señor Minis- 
tro, la Memoria del Fiscal recoge un crecimiento, pero ese 
crecimiento, todos estamos convencidos -y yo estoy se- 
guro que el propio señor Ministro el primero- no es la 
realidad del problema de la delincuencia. Yo podría de- 
cir -y no sé hasta qué punto el dar dígitos en este mo- 
mento es útil- que casi un 50 o un 60 por ciento de los 
delitos que se cometen en España no se denuncian, por- 
que la lentitud de las grandes comisarías de Madrid es tre- 
menda, tres y cuatro horas de espera de los ciudadanos, 
con lo cual se produce un desestimiento. Yo no sé si este 
desestimiento puede estar buscado para que aumenten las 
estadísticas, pero el hecho concreto - e s t o  es una reali- 
dad- es que además de sufrir un delito, tienen la inco- 
modidad de tres o cuatro horas de espera; en otros casos 
hay escepticismo sobre los resultados, etcétera Todos po- 
demos hablar de muchas situaciones de este tipo en que 
no se ha presentado la denuncia. 

Ouiero decir con esto que la situación de la justicia en 
España, en general, es sumamente preocupante, y yo creo 
que el señor Ministro comparte esta peocupación. Pero 
esta preocupación no es solamente un problema de au- 
mentar el personal auxiliar -que puede ser muy útil y 
que realmente facilita el funcionamiento de los Juzga- 
dos-, sino que es de creación de nuevos juzgados, de crea- 
ción de nuevas plazas judiciales, no solamente completar 
las vacantes, y, sobre todo, de que se cumplimente -y ya 
sé que el señor Ministro me va a decir que le ha cogido el 
período electoral- lo que establecía la propia Ley Orgá- 
nica del Poder Judicial, ya que el 5 de junio pasado se 

cumplió el año que en la disposición adicional primera se 
preveía para enviar unas leves muy importantes a esta Cá- 
mara, como son la ley de planta, la ley de demarcación, 
la ley de reforma de la legislación tutelar, etcétera. El se- 
ñor Ministro ha anunciado que las va a enviar, pero lo 
que puedo decirle es que en la época en que yo cumplía 
funciones semejantes a las del señor Ministro, el partido 
principal de la oposición era absolutamente impenitente 
en cuanto nos pasábamos del menor plazo y me lo recor- 
daba constantemente, incluso cuando había un período 
electoral por medio decía: «supongo que las tendrían us- 
tedes preparadas de la otra legislatura». Por tanto, le se- 
ñalo al señor Ministro este incumplimiento simplemente 
tomando como precedente lo que realizaba su partido 
cuando estaba en la oposición. Pues bien, la sensación de 
inseguridad ciudadana, en la que contribuyen muchos 
factores (todos estamos completamente de acuerdo, v en- 
tre ellos fundamentalmente problemas estructurales) los 
ciudadanos la atribuyen a la lentitud v la falta de efica- 
cia de la justicia. 

Señor Ministro -vo! tcrminado-. usted se ha referido 
al abaratamiento, va no habla de gratuidad, habla de aba- 
ratamiento; pero en el abaratamiento de la justicia coin- 
cido plenamente con lo que decía el Diputado de la Agru- 
pación de Izquierda Unida, de que, efectivamente, ese 12 
por ciento del IVA que grava las minutas de los abogados 
habría que buscar la forma de suprimirlo, porque, como 
decía ayer en la radio el Decano Pedrol, una operación de 
estética de lujo de una señora no tiene IVA y,  en cambio, 
la minuta de un abogado tiene IVA, el 12 por ciento. 

También quiero señalarle, señor Ministro, que me prco- 
cupa mucho que el abaratamiento de la justicia, a favor 
del cual estamos plenamente, lev que aprobaremos sin re- 
servas, sin embargo, pueda traer una masificación de 
asuntos que vayan a caer sobre los juzgados, que todavía, 
mientras no se resuelva el problema de creación de nuc- 
vos juzgados, haga más difícil el despacho de los asuntos 
de cada día. Puede producirse un aluvión, y ese aluvisón 
puede no  tener respuesta por el funcionamiento de los 
juzgados. 

Terminando, señor Ministro, quería hacerle las siguien- 
tes preguntas. En primer lugar, me gustaría que concre- 
tara algo más el calendario legislativo, especialmente en 
lo que sc refiere a la ley de planta y de demarcación, que 
conozco va que ha superado el trámite del articulo 35 de 
consulta de la demarcación a las Autonomías, pero repito 
que le agradecería que concretara un poco más, porque 
es fundamental que estas dos leyes lleguen a la Cámara. 

En segundo lugar, quiero preguntarle si está en el pro- 
pósito del Ministerio el postular la mejora de la retribu- 
ción del turno de oficio. Se han llevado por los abogados 
en España 160.000 asuntos de oficio en el pasado año, con 
una retribución media de 7.000 pesetas. Creo que en el 
abaratamiento de la justicia debe estar considerada tam- 
bién la posibilidad de retribuir a los abogados que se de- 
dican generosamente a esta actividad. 

En tercer lugar, señor Ministro, preguntarle también si 
entre sus propósitos está el postular ante el Ministerio de 
Hacienda -ya sé lo difícil que es esto- la supresión de 
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ese 12 por ciento de IVA para las minutas de los aboga- 
dos, tema al que me he referido anteriormente. 

Y, linalmente, señor Ministro, usted ha sugerido la po- 
sibilidad de la tkcnica de la Ley de Bases para la aproba- 
ción de la mayoría de las disposiciones que por su tecni- 
cismo, como pueden ser leyes de procedimientos, sería lo 
más adecuado para agilizar su tramitación y mejorar su 
técnica. Yo me pertnito sugirirle al señor Ministro, y al 
mismo tiempo preguntarle, si no existe también la posi- 
bilidad que establece el artículo 148 del Reglamento de 
esta Cámara, que es el procedimiento de competencia Ie- 
gislativa plena en Comisión. Creo que esa podría ser una 
buena tbcnica, que en la Comisión de Justicia, con com- 
petencia legislativa plena en las materias en que es posi- 
ble, tuviéramos todos la posibilidad de aportar y ayudar 
a que el desarrollo legislativo fuera lo más eficaz posible. 

En todo caso, señor Ministro, muchas gracias. Muchas 
gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: A continuación, tiene la pala- 
bra,  en nombre del Grupo Parlamentario Vasco, PNV, el 
señor Zubía. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Buenos días, seiior 
Ministro. He seguido atentamente la amplia explicación 
que ha dado S. S. v créame que sobre el papel pocos re- 
paros se pueden poner a la política que su Ministerio se 
ha trazado para estos próximos cuatro años. Pero es pre- 
ciso recordar que hace ya más de tres años, con motivo 
de su primera asistencia a esta Comisión, tras su nombra- 
miento precisamente como Ministro, ya decía S. S.  que el 
programa que ofrecía a la sociedad española el Partido 
Socialista Obrero Espanol dedicaba una atención muy 
prioritaria a las materias relacionadas con su Ministerio, 
y se comprometía entonces el señor Ministro, en cumpli- 
miento de tal programa -al igual que lo hace ahora- a 
proceder a lo que llamaba una reforma profunda de la Ad- 
ministración de justicia, adecuando para ello el Código 
Penal a la sociedad espatiola, adaptando la organizacihn 
de la Administracih de justicia a la Constitución, agili- 
zando los procesos y dotando a los distintos órganos del 
poder judicial de los medios personales y materiales que, 
según decía, tradicionalmente se venían reclamando inú- 
tilmente. Se  comprometía, finalmente, el señor Ministro 
a acometer una modificación -que él consideraba seria- 
del sistema penitenciario. 

Han pasado, como digo, tres largos anos desde enton- 
ces, v justo es reconocer, aunque como es lógico mi Gru- 
po y el Partido que lo sustenta no siempre han estado de 
acuerdo, que se han producido cambios normativos, y es 
también cierto que en estos últimos tres años se ha hecho 
un mavor esfuerzo presupuestario cara a poner remedio 
a la cada vez más difícil situación de la Administración 
dc justicia. Pero el señor Ministro coincidir+ conmigo en 
que, en cualquier caso, el conjunto de medidas adoptadas 
durante estos últimos tres años no han supuesto ni han 
conseguido el pretendido cambio profundo, la pretendida 
reforma profunda de la Administración de justicia. Bien 
por el contrario, en e l  momento actual la Administración 

de justicia se encuentra en uno de los momentos posible- 
mente más difíciles de la historia. La situación de la Ad- 
ministración de justicia está siendo denunciada por dis- 
tintos colectivos de nuestra sociedad con un carácter casi 
permanente. 

Reciente es también -y a ello se refería el señor Ban- 
d r h -  la casi insólita huelga de los abogados del País Vas- 
co a fin de llamar la atención sobre el deficiente estado 
de la Administración de justicia en aquella Comunidad 
Autónoma. Y por si ello fucra poco -y se hacía eco tam- 
bien el anterior interviniente-, ayer el Defensor del Pue- 
blo hacía público su informe correspondiente al ejercicio 
de 1985 y nos sorprendía con la terrible noticia de que el 
deficiente funcionamiento de la Administración de justi- 
cia ocupaba el número uno en el ((ranking), de quejas re- 
cibidas durante el pasado año. Esta terrible realidad debe 
hacernos pensar a todos, señor Ministro, y debe hacernos 
pensar muy seriamente. Créame que mi Grupo está muy 
de acuerdo con proyectos de ley como el de supresión de 
las tasas judiciales; pero estimamos que tan importante 
o más como el hecho de que la justicia sea gratuita, es lo- 
grar un ccmecto funcionamiento de esa Administración, 
pues lo importante, en definitiva, y en eso estamos todos, 
cs lograr una auténtica justicia. Por eso, señor Ministro, 
en esa línea no dude que mi Grupo prestará la máxima 
colaboración y el máximo apoyo a cuantas iniciativas 
puedan tener entrada en esta Cámara en el transcurso de 
los próximos cuatro años y redunden en la consecución 
de una Administración de justicia independiciite, ágil y 
eficaz, que es lo que todos deseamos. 

No  querría reabrir el triste episodio de la orden ema- 
nada del Ministerio del Interior en cuanto a la incompa- 
recencia de 90 guardias civiles ante una juez del País Vas- 
co. Simplemente -v aunque el tema ha sido también 
puesto de manifiesto por el señor Bandrés-, quiero de- 
cirle que no acabo de creer, señor Ministro -permítame 
que se lo diga-, que usted haya podido dar el visto bue- 
no o la conformidad a la petición del Ministro del Inte- 
rior. Por ello, mi pregunta escueta y simple es que me con- 
firme o, en su caso, rectifique la conformidad o visto bue- 
no a esa orden emanada del Ministerio del Interior. 

N o  quisiera tampoco ser rcpetitivo con temas que han 
sido va puestos de manifiesto por los Diputados intervi- 
nientes con anterioridad, pero sí querría especialmente 
solicitarle información sobre tres temas que nos preocu- 
pan. Como sabe e l  señor Ministro, especial interés ha mos- 
trado mi Grupo Parlamentario sobre la institución del ju- 
rado. N o  en vano mi Grupo Parlamentario en la pasada 
legislatura presentó una proposición de ley al respecto. 
Por ello, no querría dcsaprovechar esta oportunidad para 
solicitarle la mayor iní'ormación en cuanto al calendario 
próximo previsto para la implantación de esta figura que, 
como S.  S.  sabe, está consagrada en el artículo 125 de la 
Constitución. Entendemos. como partido v cotno grupo, 
que debe ser rápida su implantación, y de ahí el solicitar- 
le información al respecto. 

Igualmente, y en materia de instituciones penitencia- 
rias, tenemos especial interés en conocer qué obstáculos 
existen -si es que los hubiere- para que no se confor- 
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men, de una vez por todas, las transferencias de los ser- 
vicios y recursos financieros precisos para el ejercicio de 

. las competencias asumidas en materia de instituciones 
penitenciarias por las Comunidades Autónomas. 

Finalmente, señor Ministro, ha hecho usted una refe- 
rencia, casi al final de su intervención, a que es,intención 
de su Ministerio en la próxima legislatura proceder al re- 
conocimiento del arbitraje institucional. Por cierto, tal 
pretensión fue también objeto, si mal no recuerdo, en la 
pasada legislatura de una proposición de ley que fue re- 
chazada. Mi pregunta en este caso concreto es si la pre- 
tensión de su Ministerio simplemente abarca el reconoci- 
miento del tal arbitraje institucional o si por el contrario 
pretende ya hacer una modificación en toda regla, en todo 
orden, de la Ley de arbitraje privado. 

Para terminar, señor Ministro, simplemente celebrar 
-aunque quizá mejor será que lo celebremos cuando lle- 
gue el momento oportuno-, el que estos presupuestos de 
1987, coino bien decía, van a permitir de una vez por to- 
das atender la inmensa mayoría de las necesidades de la 
Administración de justicia, y que han sido puestas de ma- 
nifiesto en el informe que ha emitido el Consejo General 
del Poder Judicial. Repito que celebraríamos muchísimo 
que de una vez por todas así sea, y que, consecuentemen- 
te, el próximo año podemos empezar a estar en el buen 
camino de la reestructuración de la Administración. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias anticipa- 
das al señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Zubía, 
por su brevedad. Tiene la palabra, en nombre del Grupo 
Parlamcntario Minoría Catalana, el señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES I SERRA: Señor Ministro, 
agradecerle su amplia información sobre los proyectos de 
su Departamento y manifestarle que, sobre el papel, es de- 
cir, en el enunciado de cuantos problemas S. S. ha expues- 
to, por supuesto nuestro Grupo Parlamentario coincide y 
está de acuerdo; digo bien, en su enunciado, señor Minis- 
tro, y en su relación este Grupo coincide. Pero permítase- 
me, en mi labor obligatoria de Grupo de la oposición, ex- 
ponerle mis dudas ante tan amplio programa de su De- 
partamento; dudas que son muchísimas y que quizás sea 
reiterativo respecto a otros planteamientos de cuantos me 
han precedido en el uso de la palabra, pero creo que es 
importante que los mencionemos en su comparecencia 
ante esta Comisión esta mariana. 

Ha iniciado usted su intervención, señor Ministro, ala- 
bando la ingente labor efectuada por esta Comisión du- 
rante la legislatura pasada. Evidentemente, ha sido una 
labor legislativa intensa, pero que ha venido a desembo- 
car en que ese desarrollo todavía no ha tenido sus frutos, 
y nos encontramos con una Administración de justicia, 

. como se ha dicho, que continúa con una grave crisis, unos 
graves déficit que han sido puestos de manifiesto y sobre 
los cuales no voy a insistir. 

Ha citado usted la Memoria del Ministerio Fiscal o de 
la Fiscalía General del Estado en la reciente apertura del 

año judicial, y esa Memoria precisamente, puesto que Ile- 
ga, incluso, al optimismo al decir que ha descendido la de- 
lincuencia en nuestro país o que se ha iniciado un decre- 
cimiento de la delincuencia. No quiero insistir sobre es- 
tos temas. Volveré a hablar del Ministerio Fiscal y de la 
Fiscalía General del Estado en los puntos concretos que 
le voy a plantear. 

Señor Ministro, en cuanto a desarrollo de libertades, 
nuestro Grupo Parlamentario va a apoyar cuantos pro- 
yectos este Ministerio presente a la Cámara. Pero quisie- 
ra saber, por ejemplo, en algunos de los que usted ha ci- 
tado, cuál va a ser, por lo menos, la línea general de la 
regulación concreta de la cláusula de conciencia; es de- 
cir, cuáles van a ser las líneas generales de ese provecto 
que ,usted ha anunciado al inicio de su intervención. 

Otra cuestión. En el desarrollo de la Lev Orgánica del 
Poder Judicial hay un problema, que ya ha sido citado, 
que es el de la demarcación judicial. Una buena demar- 
cación judicial o un buen diseño de las demarcaciones ju- 
diciales va indudablemente a mejorar la Administracibn 
de justicia en nuestro país; eso lo tenemos claro todos y 
así se dijo en el debate de la Ley Orgánica del Poder Ju- 
dicial. ¿Cree el señor Ministro que con el actual plantea- 
miento de ciertas cuestiones, o discusión de ciertas cues- 
tiones, respecto a la demarcación, concretamente ante el 
Tribunal Constitucional, planteadas por algunas Comuni- 
dades Autónomas -yo, naturalmente, recuerdo la de c a -  
taluña- respecto a sus competencias en cuanto a demar- 
cación judicial, se va a entorpecer el calendario legislati- 
vo que el señor Ministro nos ha anunciado? Porquc se dis- 
cute por algunos, concretamente por Cataluña, sus com- 
petencias estatutarias en cuanto a la actual Ley Orgánica 
del Poder Judicial. Es decir, quisiera saber si la resolu- 
ción de esa sentencia del Tribunal Constitucional va a en- 
torpecer o no el calendario del señor Ministro. 

Respecto a este desarrollo hay otra cuestión. También 
se discute, y se ha planteado ante el Tribunal Constitu- 
cional, el problema del personal al servicio de la Admi- 
nistración de justicia. Su señoría conoce algunos Estatu- 
tos de autonomía, concretamente el de Cataluña, que di- 
cen que el personal adscrito a la Administración de jus- 
ticia será competencia de la Comunidad Autónoma -es- 
tablece el Estatuto de Cataluña en su artículo 18- y que 
la Generalidad tendrá las mismas Competencias que el 
Ministerio de justicia. Ese problema no ha sido resuelto 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial con toda la clari- 
dad que hubiera sido de desear. El planteamiento está en 
el Tribunal Constitucional, y quisiera saber si esto tam- 
bién va a ocasionar un retraso en las previsiones del Mi- 
nisterio en cuanto a incrementos de las plantillas a que 
ha hecho referencia cuando hablaba de los presupuestos. 

Señor Ministro, otra cuestión que quisiera saber este 
Diputado es si en la reforma que ha anunciado de las le- 
yes procesales -luego me referiré al procedimiento de las 
leyes de bases, yo hablo de la Ley de enjuiciamiento cri- 
minal- van a ser modificados los artículos referentes a 
algunos medios de prueba, concretamente al tan polémi- 
co ayer, en la comparecencia del señor Ministro del Inte- 
rior, de las ruedas de reconocimiento. Es decir, si hav al- 
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gún criterio respecto a una reforma legislativa en ese 
sentido. 

Señor Ministro, en cuanto al relevo en la Fiscalía Ge- 
neral del Estado quisiera saber, reiterando lo que han di- 
cho otros señores Diputados, cuáles han sido los motivos 
exactos por los que el Gobierno ha cesado al señor Buróti 
Barba o ha dimitido de su cargo como Fiscal General del 
Estado. Quiero congratularme y hacer- una manifestación 
en cl sentido de quc por lo menos sc haya puesto de ma- 
nifiesto que existe un problema con la Fiscalía General 
del Estado, es decir, que algo no funciona bien, y supone- 
mos que ahora se va a corregir. N o  quiero hablar de la dc- 
pendencia jerárquica, pero me imagino que con el nuevo 
nombramiento en cicrncs la dependencia jerárquica que- 
dará mucho más clara y se habrá invertido la presunción 
de que la Fiscalía General del Estado era anteriormente 
independiente. Ahora se pondrá en cuestión precisainen- 
te  que es mucho mas dependiente de lo que nosotros 
denuncihbamos. 

Quisiera poner de relieve que la política de la Fiscalía 
General no ha funcionado. Ayer se puso de manificsto 
tambikn en la intetvcnci0n de l  señor Ministro del Interior 
por qui. en un caso concreto como el de las diligencias de 
los noventa guardias civiles, del Juzgado númcro 3 de Ins- 
trucción de Bilbao. n o  estaba el Ministerio Fiscal cntcra- 
do de lo que allí estaba ocurriendo; por qui. el Ministerio 
Fiscal no había utilizado las acciones que podía haber 
cjcrcitado; por qui. no se había advertido de ello al Mi- 
nisterio Fiscal; por qui. el Ministerio Fiscal no estaba al 
tanto de lo que ocut en ese Juzgado. Son problemas, 
scñor Ministro, que usted conocc y que nosotros descaría- 
mos que nos aclarara. Ocurre en muchos casos que el Mi- 
nisterio Fiscal no está presente en actuaciones, o por lo 
menos no interviene como debería. Ocurre en casi todos 
los procedimientos del derecho de familia: el fiscal emite 
un impreso cn el que dice que se da  por enterado, pero 
no interviene eficazmente. iHabrá realmente, señor Mi- 
nistro, una reforma de lo que tiene que ser el Ministerio 
Fiscal? Usted lo ha enunciado y nosotros le agradeceinos 
que lo haya hecho. Que el Ministerio Fiscal esti. más cer- 
ca del ciudadano creemos que es una importante rcfor- 
nia. Que no sea esa proximidad a1 ciudadano, natural- 
mente, la aparición pública del Ministerio Fiscal revelan- 
do cuestiones de sumarios o de procedimientos, sino rcal- 
mente un acercamicnto para resolver los problemas que 
se plantean en muchos casos. 

Una cuestión más, señor Ministro. Ha hablado usted de 
la problemática presupuestaria. Dice que hay un gran in- 
cremento y que se van a poder atender, cuando menos, 
las peticiones más esenciales dcl Consejo General del Po- 
der Judicial. Y o  querría que nos proporcionara un  dato, 
si lo tiene S. S.  y ,  en otro caso, le rogaría que nos lo pro- 
porcionara cuando pueda, jcuál es el incremento global 
de la partida o capítulo correspondiente a la Administra- 
ción de justicia respecto al ano anterio;.? Usted ha habla- 
do antes de incremento cuando se refería al personal y a 
las  inversiones, crco, pero el global no lo ha facilitado, por 
lo menos el QUC se ha barajado en ese debate del Consejo 
de Ministros. Así pues, quisiera saber el incremento glo- 

bal no acumulativo sino en comparación a los incremcn- 
tos que se han producido desde que es usted Ministro de 
Justicia, porque tendremos así un cuadro comparativo 
evidente. Lo podemos establecer hasta el año 1985, pero 
queremos saber cuál será en conjunto ese incremento has- 
ta 1907. 

Respecto al  servicio jurídico del Estado, casi repetiría 
lo que he dicho respecto al Ministerio Fiscal, aunque mu- 
cho más suavizado. Por supuesto, habrá que cambiar tam- 
bii.n de filosofía en cuanto a la intervención de los Letra- 
dos del Estado en la defensa de los intereses públicos y 
su presencia activa en muchos procedimientos, que tam- 
poco se cumple como debería, por ejemplo, por citar al- 
guno, en los procedimientos laborales. En muchas ocasio- 
nes hay una cierta dejación por parte de los Letrados del 
Estado, sin que ello suponga una crítica a este Cuerpo. 

En cuanto a un problema muy concreto, el tráfico de 
drogas, señor Ministro, jcuál es la intención del Ministe- 
rio respecto a la reforma del Código Penal? jCuál es el di- 
bujo de la pioxima reforma y dónde se inserta la modifi- 
cación, la institucionalización -como usted lo llama- o 
la implantación de la Fiscalía Especial para la represión 
del tráfico de drogas? (Va a ser una modificación del Es- 
tatuto del Ministerio Fiscal o va a ser una ley indepen- 
diente? Es decir, jcuál es la línea general de esa implan- 
tación, de la que usted ha hablado, del Fiscal Especial y 
cómo va a conectarse con el Plan nacional de represión 
de la droga y con el Delegado del Gobierno -me parece 
que así se llama- para la rcpresibn del tráfico de drogas? 

Señor Ministro, jcuálcs son los puiitos -usted Iia ha- 
blado de ello- en los que según su criterio ha  perdido vi- 
gencia la mal llamada Lcv Antitcrrorista? Es decir, saber 
si ha perdido vigencia en alguno de sus puntos o cuáles 
son los que habría que modificar o sustituir, en líneas ge- 
nerales sólo, señor Ministro, para no hacer una relación 
demasiado densa. 

En cuanto a las Fundaciones, habla el señor Ministro 
de su regulación. iNos podría concretar si tiene un  dibu- 
jo del sistcnia fiscal de esas fundaciones? Y a  si- que la ley 
que regule las Fundaciones tendrá que tratarse y que, por 
tanto, es un tema quizá no directo de su departamento. 
pero en la ley sí deberemos establecer un sistema fiscal. 
{Ticric alguna idea o ha hablado el señor Ministro con el 
Ministerio competente en cuanto a las Fundaciones? 

Scnor Ministro, en cuanto al Derecho comunitario, y o  
celebro que se haya aumentado el presupuesto de la ofi- 
cina judicial para la adquisición de libros y bibliotecas. 
Se ha pasado, según los datos que he podido recoger al 
hilo de su intervención, de 5 millones en 1982, a 75 mi- 
llones que habrrí en el próximo presupuesto. Es un incre- 
mento notable y vo me felicito y felicito al señor Minis- 
tro, pero j s c rá  suficiente para que todos los jueces del país 
-todos los jueces del país- dispongan del Derecho co- 
munitario de directa aplicación, señor Ministro y que es- 
ten estos jueces enterados? Hoy no disponen muchos jue- 
ces ni siquiera del Aranzadi, señor Ministro. Con estos 75 
millones jcómo va a cubrirse ese tremendo incremento 
de legislación de directa aplicación por parte de los jue- 
ces? j E s  suficiente esa partida presupuestaria? 
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Respecto al personal no titular al servicio de la Admi- 
nistración de justicia, que no se ha mencionado para 
nada, quisiera saber si hay algún cambio de criterio res- 
pecto al que tenía el Ministerio en la anterior legislatura. 

Me voy a referir, finalmente, al sistema de las leyes de 
bases. Yo he querido advertir una cierta contradicción 
cuando S. S. ha intervenido y ha hablado del sistema li- 
beral o el pensamiento liberal que introdujo en el siglo 
XIX las leyes de bases. Luego usted ha criticado que se 
pasa ahora del sistema liberal y ha dicho una frase preo- 
cupante, que no quiero repetir porque me puedo equivo- 
car en la transcripción por su extensa intervención, pero 
decía: frente a quienes desde planteamientos liberales 
quieren arruinar al Estado ... N o  sé si eso constará en acta, 
ya lo veremos, pero usted vuelve al planteamiento de la 
ley de bases. Por tanto, tampoco debía estar tan mal el 
problema de la regulación de las leyes de bases. 

Señor Ministro, a mí me preocupa una cosa, que es la 
regulación del artículo 8 2 ,  el uso que se pueda hacer de 
la regulación del artículo 82 de la Constitución que esta- 
blece 1a.delegación al Gobierno para dictar decretos le- 
gislativos. El sistema que ha dibujado el señor Ministro 
no me parece mal, en absoluto, es constitucionalisimo, 
cuadra dentro de nuestro ordenamiento jurídico, pero me 
preocupa mucho que esas delegaciones, que tienen un 
control establecido, o pueden tenerlo, puedan ser un co- 
ladero para, por la puerta trasera, dar un cheque en blan- 
co al Gobierno a fin de regular determinadas cosas. Sé 
que se refiere a nuestro sistema procesal, a los distintos 
procedimientos, y eso es positivo, que se unifique, cuan- 
do menos, en su filosofía nuestro sistema procesal, pero 
el temor que expongo es lícito puesto que toda ley de de- 
legación es peligrosa en cuanto a su uso por parte del Eje- 
cutivo, como comprenderá S. s., y algunos ejemplos en 
su aplicación puede haber habido ya. Si no recuerdo mal, 
la Ley del Seguro, por ejemplo, ha sido objeto de un de- 
sarrollo que no sé hasta qué punto -y no me atrevo más 
que a enunciarlo como ejemplo- introduce una cierta 
desviación de lo que fue la delegación concreta que en esa 
ley se hizo. 
Yo quiero terminar, señor Ministro, planteando otro 

problema. también niuy importante. Sabemos que hay 
otros procedimientos para controlar la adecuación del De- 
recho Comunitario a nuestro ordenamiento jurídico, ha 
hablado usted de la acomodación del Derecho comunita- 
rio de sociedades, pero desearía saber si esta Comisión 
dispondrá de algún mecanismo de control (amén del de 
seguimiento que pueda haber por otras Comisiones de la 
Cámara), si S. S. someterá a información, cuando menos, 
el acoplamiento del Derecho comunitario de sociedades. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego termine, señor Trias 
de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Termino refirién- 
dome a dos problemas concretos. En cuanto a la legisla- 
ción que usted ha enunciado de defensa del medio am- 
biente y de la naturaleza, quisiera saber señor Ministro, 
en líneas muy generales, naturalmente, cuál es el criterio 

en cuanto a si deben introducirse en el Código Penal (por- 
que me imagino que es una reforma del Código Penal), 
unos nuevos delitos y -me refiero concretamente a los in- 
cendios forestales, porque creo que la actual regulación 
española en el Código Penal es totalmente deficiente. Es 
decir, si va a introducirse alguna tipologia nueva o tiene 
«in mente, el señor Ministro hacerlo de ese modo. 

Finalmente, señor Ministro, yo quisiera saber si va a ha- 
ber un repaso por parte de su Ministerio de los restos de 
discriminación de la mujer que existen en nuestro orde- 
namiento jurídico que son restos-que creo podrían elimi- 
narse fácilmente con unos proyectos de ley sencillos, que 
derogaran determinados artículos absurdos que todavía 
se mantienen, para conseguir, cuando menos en el plano 
legislativo, una total equiparación. 

El señor PRESIDENTE: A continuación tiene la pala- 
bra el scñor Buil, en nombre del Grupo Parlamentario 
CDS. 

El señor BUIL GIRAL: Muchas gracias, senor Presiden- 
te, señor Ministro, señoras y señores Diputados. En pri- 
mer lugar quiero unirme a las felicitaciones y salutacio- 
nes de otros grupos, cuyos representantes me han prece- 
dido en el uso de la palabra, por esta comparecencia del 
señor Ministro que nos permite tener una visión global 
tanto de lo que se ha hecho hasta ahora en la legislatura 
pasada, conlo de sus proyectos para la legislatura que es- 
tamos comenzando. 

Como una cuestión previa quiero también dejar cons- 
tancia de la protesta de mi Grupo por el tratamiento in- 
formativo que nos ha deparado Radiotelevisión española 
sobre la sesión de esta Comisión en el día de ayer. Lo digo, 
señor Presidente, porque creo que afecta, incluso a la pro- 
pia dignidad de la Comisión. Y nada más en este punto. 

Entrando ya en el tema y en una apreciación general 
de la intervención del señor Ministro, en primer lugar, 
quisiera hacer ver, como otros compañeros que me han 
precedido en el uso de la palabra, que las cifras que nos 
ha ofrecido adolecen de dos defectos. En primer lugar, que 
no se han ponderado las cifras ni los porcentajes de las in- 
versiones previstas, ni tampoco las realizadas hasta este 
momento sobre el crecimiento del gasto en su Ministerio. 
En segundo lugar, es lógica la vaguedad de algunos de los 
planteamientos, puesto que se trata de una exposición de 
tipo general y nosotros no dudamos de los esfuerzos del 
señor Ministro para mejorar la administración de la 
Justicia. 

Agradecemos todos los esfuerzos que se han hecho en 
la legislatura pasada, tanto en el orden del derecho ma- 
terial, como en los medios instrumentales que se han 
puesto a disposición de la administración de la Justicia, 
pero, señor Ministro, esto no es suficiente. Sabemos que 
se ha hecho un esfuerzo, pero el esfuerzo tiene que ser mu- 
cho mayor porque la situación de partida realmente era 
baja, y el aumento de la criminalidad por una parte (pese 
a que se aprecie una cierta curva, no crece tanto la curva 
de la criminalidad) y el aumento de los asuntos civiles re- 
quieren un esfuerzo extraordinario que no se compadece 
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con el aumento de los ingresos públicos cn los Presupues- 
tos del Estado. 

Por tanto, pese a los avances que sc han señalado y que 
nosotros reconocemos, como ha dicho mi compañero don 
Iñigo Cavero, se cuentan por millares las diligencias pre- 
paratorias gue instruyen los Juzgados de instrucción y 
por millares los procedimientos civiles que allí se trami- 
tan. Sabemos todos muy bien que la duración de los pro- 
cesos no solamente no ha disminuido, sino que se prolon- 
ga y sabemos que hay problemas concretos, como el de 
los agentes judiciales, a los que no se les ha dado solu- 
ción. También sabemos todos que la inmediación del juz- 
gador con los asuntos, en diligencias a veces fundamen- 
tales, no existe ni pucdc existir en realidad, y que los pe- 
ríodos de ejecución se alargan desmesuradamente. Sabe- 
mos también que el sistema penitenciario, pese a contar, 
como ha reconocido el propio señor Ministro, con una ley 
excelente y pese a reconocer que se ha hecho un gran es- 
fuerzo en esta materia, tiene muchas deficiencias. 

El resultado de todo esto es el malestar, el clamor po- 
pular por las deficiencias de nuestra Justicia. Por ello, a 
este Diputado le ha sorprendido que la tan esperada ley 
de planta y demarcación -y aqui estaría la primera pre- 
gunta de este Grupo- de forma inexplicablc, tenga un 
plazo no fijado, porque, según mis noticias, los informes 
de las Comunidades Autónomas ya desde principios de 
este año obraban en poder del señor Ministro. Y una se- 
gunda pregunta, en este punto, sobre los criterios que se 
han tenido en cuenta, de cantidad, cualidad, complejidad 
dc asuntos y accesibilidad del justiciable, en el antepro- 
yecto de esta ley de planta y demarcación. 

Unirme también a la preocupación del señor Trías de 
Bes por esta presunta delegación legislativa para ordenar 
nuestros proccdimientos judiciales, una vez que se formu- 
le la ley de bases. 

Pasando de este primer aspecto, que, fundamentalmen- 
te, es instrumental, yo querría referirme a un segundo 
punto,'que es el del cumplimiento de las sentencias, por- 
que todos sabemos que dictar sentencia es un primer 
paso, después viene la fase de'ejecución, en la que puede 
desesperar el que tenga la mejor esperanza. Y aquí tam- 
bién formularíainos otras preguntas. (Tiene previsto el se- 
ñor Ministro en la anunciada reforma de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil aumentar las facultades del Juez, las fa- 
cultades dispositivas del Juez, en las ejecutorias? ¿Se ha 
considerado incluso arbitrar algún tipo de sanción penal 
para el incumplimiento? Realmente, en esto, pese a la 
contumacia de los condenados en algunos casos, no hav 
posibilidad de cumplimiento, o se hace imposible el 
mismo. 

Una segunda pregunta, ésta en un orden material: en 
la reforma del Código penal ise va a continuar la tenden- 
cia a reformar los delitos de resultado? 
Y una tercera, ya muy concreta: ¿se va a completar la 

tipificación de conductas contrarias a la conservación del 
medio ambiente, como los incendios forestales? 

Hay otro apartado al Gue el señor Ministro ha dedica- 
do largo tiempo, y creo que con toda razón, que es el sis- 
tema penitenciario. Pese a que se ha avanzado bastante 

. 

en este punto y ya lo he reconocido antes, sin embargo, 
los que visitamos las prisiones sabemos que la situación 
es muy otra que la que ha querido representar el señor Mi- 
nistro, lógico también en una exposición de carácter glo- 
bal; pero hay algunos aspectos que a mi Grupo le preo- 
cupan. Especialmente en el tema de preventivos, y dado 
que es una situación provisional, interpretando el Regla- 
mento penitenciario, (se ha pensado en establecer inclu- 
so una separación entre los preventivos primarios, o «pri- 
midelincuentes., y los reincidentes? 

En segundo lugar, respecto del estado sanitario en nues- 
tras prisiones, que están atendidas por unos profesiona- 
les que son a todas luces insuficientes, jestá enterado el 
señor Ministro de su estado sanitario general y,  en con- 
cleto, conoce y podía informar a la Comisión sobre la in- 
cidencia de la hepatitis-B, activa, entre la población re- 
clusa, que según mis noticias, es bastante alta? 

¿Podría darnos el señor Ministro unos datos sobre la re- 
lación porfesor-alumnos de los servicios docentes, que 
también, según las noticias de este Diputado, en algunos 
casos es igual a la unidad? Otra cuestión en este punto: 
¿por qué no se hacen obligatorias estas asistencias para 
quienes carecen de instrucción y se ponen en relación con 
la aplicación de régimen abierto o de permisos? Y una ú1- 
tima cuestión: ¿qué medidas legislativas o administrati- 
vas piensa llevar a cabo para mejorar la tramitación de 
los indultos, que también se desenvuelven con una lenti- 
tud desesperante, especialmente cuando lo solicita el Tri- 
bunal y está conforme el perjudicado? 

Para terminar, senor Ministro, con ser todo muy tras- 
cendente, aqcí ya se ha puesto de relieve un fenómeno 
que rebasa, en realidad, el área competencia1 de su Mi- 
nisterio y que incide plenamente en lo que es el Estado 
de Derecho. Ayer, el seiíor Ministro del Interior informa- 
ba a esta Comisión sobre asuntos de su Ministerio, en es- 
pecial la aplicación de la Ley de Bandas Armadas, y en- 
tre otras cuestiones se planteó la incomparecencia de 90 
guardias civiles ante el Juzgado de Instrucción número 
tres de Bilbao. 

La verdad es que la sorpresa de todos nosotros, espe- 
cialmente de este Diputado, no tuvo límites y menos to- 
davía cuando quiso apuntar unas razones, que no son ta- 
les, para adoptar esa actitud. Pero es que, además, al ex- 
plicar la posición del Gobierno y de él mismo, del Minis- 
tro del Interior, nos decía que esta decisión era conocida 
por el señor Ministro con antelación y por el propio Pre- 
sidente del Gobierno. La gravedad de estos hechos hace 
que este Diputado tenga que formular también en este 
punto unas últimas preguntas, que serían concretamente 
las siguientes: ¿Esta decisión de no comparecencia fue 
consultada por el señor Ministro con carácter previo o 
tuvo conocimiento posteriormente? Otra pregunta: ¿por 
qué no compareció el Fiscal en las diligencias, cuando ya 
llevan varios años tramitándose, pudiendo hacerlo per- 
fecta y legalmente a tenor de su propio estatuto y de la 
Ley de Enjuiciamiento? ¿Por qué no utilizó los recursos 
disponibles ante una decisión que, al parecer, el Gobier- 
no considera inadecuada de la Juez de Instrucción? 
Y, finalmente, como remate de esta inactividad del Mi- 
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nisterio Fiscal: ¿podría explicarnos cuáles son las causas 
del cese o dimisión del señor Burón Barba? 

Nada más. Muchas gracias, señor Ministro, reiterando 
nuestro espíritu de colaboración a su función. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Buil. 
A continuación, tiene la palabra, eri nombre del Grupo 

de Coalición Popular, el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente, y anuncio, con su venia, que el tiempo que 
corresponde al Grupo Parlamentario Popular se va a di- 
vidir, porque dos compañeros míos, los señores Cárceles 
y Montesdeoca, pretenderán y harán unas determinadas 
preguntas muy concretas al final de mi intervención. 

Señor Ministro, quienes hemos trabajado durante la Úl -  
tima legislatura intensamente en las materias propias de 
esta Comisión, unas veces de acuerdo -las más en desa- 
cuerd,+ con el señor Ministro de Justicia, sabemos bien 
de su inmensa capacidad, bien demostrada esta mañana, 
para exponer en poco más de una hora todo u n  programa 
tan amplio y tan complejo qiie el primer efecto que pro- 
duce es que a quienes sólo se nos dan unos brevísimos mi- 
nutos'se nos incapacita realmente para hacer una crítica 
del mismo. 

Ello me lleva a adoptar la siguiente modesta resolución 
personal, pero que anuncio desde ahora: yo  no voy a dis- 
cutir aquí, señor Ministro, ni un solo problema presupues- 
tario. Cuando entren los Presupuestos en la Cámara, los 
discutiremos. Ese es un terna trascendental, que es im- 
portantísimo, pero en el que me siento incapaz, porque 
usted dispone de unas cifras de las que yo no dispongo, y 
así es muy difícil discutir. 

Segundo, hay una temática específica, aludida muy, 
muy, muy intensamente por el señor Ministro, que, por 
su importancia, nosotros pretendemos trasladar a una 
comparecencia, bien del Director General responsable, 
bien del propio señor Ministro, con la especificidad del 
tema en toda su amplitud; me estoy refiriendo a todo lo 
relativo al régimen penitenciario. También es un tema 
que se puede tratar con unidad y que, por la poquísima 
extensión del tiempo de que ahora dispongo, aparto para 
una intervención fuera de la presente. 

Tercero; yo, señor Ministro, salvo algunas observacio- 
nes fundamentales que quiero hacerle en orden a la futu- 
ra etapa legislativa, lo que sí necesito decirle con toda ur- 
gencia en esta intervención mía, en nombre del Grupo Po- 
pular, es que el optimismo del señor Ministro raya casi 
-y perdóneseme la expresión- en el delirio. 

El señor PRESIDENTE: Por favor, seiíor Ruiz Ga- 
Ilardón. 

El señor RUIZ CALLARDON: Si la palabra es inchmo- 
da, bien sabe el señor Ministro que yo la retiro con todo 
gusto. Pero he querido subrayar enfáticamente ... 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que la retire. 

El señor RUIZ GALLARDON: Retirada está señor Pre- 
sidente. 

El señor PRESIDENTE: La utilización de esas expre- 
siones me parece que están fuera de todo lugar y tengo 
que llamar la atención en este sentido. 

El señor RUIZ GALLARDON: Pues retirada está. 
Nos pedía el señor Ministro que tuviéramos un poco de 

memoria, que viéramos cómo estaba la Administración 
de Justicia cuando el Gobierno socialista accedió al po- 
der eri 1982 y cómo aquella Administración de Justicia no 
nos gustaba. Desde luego no gustaba a nadie, ni al señor 
Ministro, ni al Grupo Socialista, ni al Grupo Popular; pero 
es que nos sigue sin gustar, señor Ministro. Nos sigue sin 
gustar, no a nosotros que en definitiva somos -aunque 
es muy importante- representantes de más de cinco mi- 
llones de votos populares, es que no le gusta a la socic- 
dad entera. Antes se ha aludido aquí, con toda la razón 
del mundo, al reciente Informe del Defensor del Pueblo, 
al conocimiento de todas las Juntas de los Colegios de 
Abogados, expresadas por el Decano de los abogados es- 
patíoles, señor Pedrol, a la propia opinión de los Jueces y 
Magistrados y aquí sí, aquí tengo que leer algunos datos 
verdaderamente escalofrian tes.'Por ejemplo, lo que dicen 
los Jueces de Instrucción de Madrid que, sin duda, lo co- 
noce el señor Ministro, pero que es muy probable que mis 
compañeros en esta Comisión no conozcan. En Madrid 
hay 33 Juzgados de Instrucción que hubieron de despa- 
char en 1985 -compárense las cifras con etapas anterio- 
res-, 200.5 16 procedimientos, que equivalen a 6.076 por 
Juzgado (más de cinco mil, señor Cavero), lo que hace que 
esta Junta de jueces tenga que llamar la atención -son 
sus palabras- sobre la imposibilidad de practicar en es- 
tas condiciones el principio de inmediación; lo cual quie- 
re decir -traducido a lenguaje común v corriente- se- 
ñor Ministro, que los Jueces confiesan que no pueden 
cumplir la Ley, que no la cumplen y ofrecen un conjunto 
de soluciones o sucedáneos que, en definitiva, parten del 
supuesto de que no se cumple la ley. Piden jclaro que pi- 
den! (piden algo que hemos pedido algunos Grupos Par- 
lamentarios, que no nos hemos visto atendidos y que se 
nos ha reiterado ahora, aquí, que se va a atender y tene- 
mos que desconfiar de que así sea), piden, por ejemplo, 
unidades de Policía Judicial en contacto con los órganos 
jurisdiccionales, inexistentes en la práctica; replantea- 
miento de las relaciones con la Administración Peniten- 
ciaria que permita poner fin a las deficiencias reiteradas 
observadas en conducciones y traslados; organización de 
centros de reinserción de delincuentes jóvenes, a los efec- 
tos previstos por el artículo 65 del Código Penal, y de re- 
habilitación de toxicómano3 y piden -y esto es muy im- 
portante señor Ministro porque me va a dar pie para en- 
trar en otro de los temas que tengo que criticar formal- 
mente- triplicar el número de Juzgados. 

Sefior Ministro, yo espero que el Gobierno, en el Con- 
sejo de Ministros que se va a celebrar mañana, a la vista 
de las palabrfas que hemos oído aquí en la mañana de 
hoy, remita con toda urgencia un proyecto de ley a esta 
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Cámara donde se derogue la disposición adicional prime- 
ra de la Ley Orgánica del Poder Judicial, porque el señor 
Ministro ha confesado paladinamente que no la va a cum- 
plir y ,  como el señor Ministro es un jurista y querrá estar 
dentro de la Ley, es absolutamente necesario que se de- 
rogue esa disposición. Esperamos que ese proyecto llegue. 

Los propios Jueces, señor Ministro, necesitan coordinar 
y piden que se coordinen las reiormas orgánicas procesal 
y sustantiva. Naturalmente que estamos todos de acuer- 
do en esta necesidad, también el propio señor Ministro; 
pero, ¿cómo se va a coordinar? Pues se va a coordinar -y 
se nos ha dicho esta mañana, aquí- en virtud de un pro- 
cedimiento que, ciertamente vo tengo que calilicar con 
toda dureza; el llamado procedimiento de delegación le- 
gislativa, con las consecuencias que esto tiene, y espero 
que con todas las prevenciones que establece el articulo 
82 de la Constitución española. 

Antes, mi compañero, el señor Cavero, pedia que esta 
n ,  con competencia legislativa plena, pudiera tra- 

tar de determinadas rcformas que se quieran llevar a cabo 
o determinados provectos de ley al respecto. Ya lo viene 
haciendo, ya lo hizo en la legislatura anterior. Ciertamen- 
te es un tema para Junta de Portavoces de la Cámara y 
no para esta Comisión; pero yo tengo quc subrayar el te- 
mor que a muchos nos invade de que, reduciéndose el nú- 
mero de Plenos y tratándose los temas donde no hay pú- 
blico como en las Cwnisiones, estas Comisiones no den el 
suficiente aliento popular -a pesar de la asistencia de la 
Prensa- a la discusión parlamentaria de importantes 
proyectos de lev. Claro está, de ahí a dar el salto de que 
toda la reforma de nuestras leyes procesales se fundamen- 
te en virtud de determinadas reformas que son necesarias 
traer a la práctica también, por una nueva plaza y una 
nueva demarcación v ello se haga señalando tan sólo las 
bases legislativas para que luego sea el Gobierno quien, 
efectivamente, las lleve a la práctica, obliga -a mi mo- 
desto modo de entender cuando menos- a que el señor 
Ministro hiciera una cxpresísima alusión al número 6 del 
articulo 82 de la Constitución y especificara que formas 
de control va a tener esta Cámara para que no se pueda 
tampoco desoír la voluntad popular, pese a la mayoría ab- 
soluta que tenga en ella el Partido Socialista y para que, 
por 'o menos, nuestras discrepancias -que las habrá sin 
duda, senor Ministro y es  nuestra obligación además po- 
nerlas de manifiesto, porque eso es hacer oposición- pue- 
dan ser expresadas con toda claridad y con toda la au- 
diencia que el problema merece. 

Paso a otra cuestión, no menos importante. El señor Mi- 
nistro aludiendo, sin duda con los datos que ((prima fa- 
cie» ofrece el informe del señor Fiscal General, decia que, 
ciertamente hemos mejorado en esa situación. Pues tam- 
poco es así, señor Ministro. No dice eso el señor Fiscal en 
su informe, en las primeras páginas del mismo, que por 
cierto sí se pone a nuestra disposición y este Diputado 
tuvo ocasión de recogerlo pero no, en cambio, señor Mi- 
nistro (v aprovecho la oportunidad para decirlo), las pu- 
blicaciones del Ministerio que no se envían a los señores 
Diputados y sería bucno que se hicieran, cosa que, desde 
ahora dejamos solicitada a la Comisión para que efecti- 

vamente sea atendida, pues nos cuesta 1.400 pesetas cada 
librito y nuestro sueldo no da para muchas bromas. (Ri- 
sas.) Volviendo al tema de lo que dice el señor Fiscal, es 
evidente, señor Ministro, que lo único que dice el señor 
Fiscal es que se ha desacelerado el incremento de la de- 
lincuencia. ¿Qué quiere esto decir, también traducido 
para que los oyentes, incluso para los teleespectadores, si 
es que alguna vez podemos el tener acceso debido a Te- 
levisión Española, se enteren? Pues mire usted, que sigue 
aumentando la criminalidad, sólo que en lugar de aumen- 
tar como veinte, aumenta como tres, como cuatro o como 
cinco. Pero es quc además, tambicn esta conclusión es un 
tanto falaz, señor Ministro, y hay que ser honrado y hay 

'que decirlo con toda claridad y hay que leer la letra pe- 
queña -que en este caso es letra grande-; no hay que 
leer s6l.o lo que el señor Fiscal General dice, sino lo que 
dicen los Fiscales de cada una de las Audiencias Provin- 
ciales que también está en la Memoria y ahí, señor Mi- 
nistro, se descubren perlas deliciosas. 

Por ejemplo, en Barcelona, el señor Fiscal jefe dice: Los 
datos que van a exponerse no reflejan con precisión la rea- 
lidad de la actividad criminal de la provincia, sino que 
son puramente indicativos. Cualitativamente se elaboran 
con las partes de incoación, en los que no siempre es acer- 
tada la calificación jurídica y ,  en el orden cuantitativo, 
no debe olvidarse la cada vez más alta cota de las cifras 
negras, que puede calcularse en un 55 por ciento, señor 
Ministro. Hay un 55 por ciento de delitos que se cometen 
en Barcelona, calculados por su Fiscal jefe, quc 110 se de- 
nuncian, ¿quiere usted trasladar esta cifra a ese optimis- 
mo que el señor Ministro ponía de manifiesto, tomando 
base en las primeras declaraciones del señor Fiscal? 

Sé que tengo muv poco tiempo, pero la lectura de to- 
dos y cada uno de los informes de los Fiscales jefes, repi- 
to, es enormemente ilustrativa. Por ejemplo, cuando en 
Granada habla del diagnóstico grave, la nota caracterís- 
tica es la inseguridad colectiva provocada por la frecuen- 
cia de los robos. En Guadalajara dice: aumento porcen- 
tual del 26 por ciento; Guipúzcoa habla de que el 75 por 
ciento de las infracciones contca la propiedad son sobre- 
seídas por falta de autor, señor Ministro, y en Huelva se 
refiere (y se lo brindo al señor Navarrete, ilustre Diputa- 
do por aquella provincia) a que el tráfico de droga, su au- 
mento, no hace más que reflejar la generealizada convic- 
ción de la extensión de esta auténtica plaga, que afecta a 
la provincia. El número de Consumidores de heroína es 
tal que alcanza de 1.500 a 3.000 jóvenes. 

{Podemos mostrarnos satisfechos? No podemos mos- 
trarnos satisfechos cuando el Fiscal especial designado 
para estas cuestiones tuvo que presentar su dimisión y 
aquí tengo los recortes de prensa -yo leo la prensa como 
el señor Ministro-, donde dice que los propios policías 
le negaban la información que solicitaba. ¿Podemos de- 
cir que estamos realmente en fase de conseguir una Ad- 
ministración de Justicia, una represión del crimen y una 
reinserción social de los delincuentes y de los penados quc 
realmente satisfaga a la sociedad? Pues creo qlie no, se- 
ñor Ministro, creo que no. 

Me importa sobremanera aludir a ese segundo tema 
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que antes he puesto de manifiesto porque, ya lo sabe el 
señor Ministro, ya habrá llegado a sus oídos, nuestra dis- 
crepancia es manifiesta con el sistema que se ha segúido, 
para algo trascendental como es el reclutamiento de per- 
sonal judicial. Esta discrepancia es manifiesta. 

Este Diputado, en nombre de cincuenta y pico Diputa- 
dos más del Grupo Popular, como es de sobra conocido, 
interpuso recurso contra la Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial y obtuvo una sentencia en la que, a nuestro entender, 
y pese al dictamen favorable, que ya sé que ha obtenido 
-jnaturalmente que lo ha obtenido!-, el Ministerio de 
Justicia, el Reglamento del Centro de Estudios Judicia- 
les, creíamos, y seguimos creyendo, que &se es un tema 
que, por afectar al «status» personal de los jueces y de los 
magistrados, debe, como dice el Tribunal Constitucional, 
ser tratado y ser regulado en una ley y precisamente con 
el carácter de orgánica. En ese sentido, el Tribunal Cons- 
titucional dijo que deberían de entenderse los preceptos 
corresppndientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ruiz Gallardón, si de- 
sea usted que sus compañeros de Grupo tengan algún 
tiempo, le ruego que vaya abreviando. 

El señor RUIZ CALLARDON: Ya sabía yo que esta des- 
gracia me iba a caer encima. Voy abreviando, señor Pre- 
sidente, con mucho gusto, pero no me negará el señor Pre- 
sidente que los temas tienen algún interés y que, desde 
luego, la oposición en alguna oportunidad debe de poder 
manifestarse con toda extensión. 

Centro de Estudios Judiciales. 

El señor PRESIDENTE: Hay un Reglamento, señor 
Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ CALLARDON: Señor Presidente, lo sé y 
le obedezco siempre que puedo, pero solicito su indulgen- 
cia. Por lo menos lo cumplo tanto o más que se cumplen 
las disposiciones judiciales por algún ... 

El señor PRESIDENTE: No haga más comentarios, que 
está usted perdiendo tiempo. 

El señor RUIZ GALLARDON: Suprimo el comentario. 
Centro de Estudios Judiciales. Nos encontrarnos en la 

siguiente situación de hecho, señor Ministro: por mor de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y no atendiendo a las 
peticiones que había formulado en su día el Grupo Popu- 
lar, se rebajó la edad de jubilación de los jueces y magis- 
trados a sesenta y cinco años y con unos determinados ba- 
remos para que esa jubilación se fuera produciendo en el 
tiempo, según conocemos todos. 

Al  producirse este hecho, que, por cierto, señor Minis- 
tro, la propia sentencia del Tribunal Constitucional dice 
que incluso debería dar lugar a algún tipo de indemniza- 
ción a los magistrados jubilados -cosa que yo deseo que 
el señor Ministro ponga en práctica-, al producirse esta 
situación, se va a rebajar inmediatamente en no menos 
de quinientos el número de jueces y magistrados; aten- 

ción, señores Diputados, de unos jueces y magistrados que 
se está pidiendo que se tripliquen por los jueces de Ma- 
drid. Así se da lugar a un fenómeno -que denunciaremos 
en otra comparecencia de algún miembro del Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial- de un uso a nuestro juicio muy 
poco conducente a la mejor administración de justicia de 
los magistrados sustitutos. Y abro un paréntesis. Resulta 
verdaderamente dramático, por no utilizar otro nombre, 
el hecho de que algún presidente de Sala del Tribunal Su-  
premo haya sido jubilado e inmediatamente recontrata- 
do para pasar a ser simple magistrado de Sala durante el 
período de un año. Yo me pregunto, conociendo la probi- 
dad de ese hombre, no hay duda, pero, en general, jes un 
sistema recomendable el ser juez a plazo fijo, en la mis- 
ma Sala que se ha presidido y teniendo pendiente posi- 
bles renovaciones futuras, para garantizar la imparciali- 
dad y la independencia judicial? Mucho me temo que el 
tema se puede discutir. 

Pero vuelvo al tema: Reglamento sobre el Centro de Es- 
tudios Judiciales. Primer punto: ingreso en la carrera ju- 
dicial. ¡Ay, señor Ministro! ¿Por qué no nos ha hablado 
de esto? ¿Por qué no nos ha contado cómo se van a hacer 
esas llamadas oposiciones que, junto con la admision de 
nuevos jueces por el tercero y cuarto turno o los llama- 
dos tercer y cuarto turno, van a posibilitar que unos dig- 
nísimos estudiantes hagan un par de ejercicios por escri- 
to, los comenten ante el tribunal -un tribunal designa- 
do, como está en la ley, por el Consejo y por el Ministerio 
de Justicia-, y con esos solos ejercicios ingresen ya en el 
Centro de Estudios Judiciales? ¿Cree el señor Ministro 
que, frente a otras oposiciones jurídicas de mucho más 
alto nivel, este procedimiento va a garantizar que 1o~ mc- 
jor de nucstras Facultadcs de Derecho vaya a parar don- 
de debería ir a parar, «de lege ferendau que es a la Admi- 
nistración de Justicia? Mucho me temo que no. 

Y, señor Presidente, tengo tantas cosas que decir que 
no voy a decir más. Me reservo para futuras peticiones de 
comparecencias y paso la palabra a mis dos dignísimos 
compañeros. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: El señor Cárceles tiene la 
palabra. 

El señor CARCELES NIETO: Señor Presidente, yo que- 
ría rogar de su benevolencia y flexibilidad que me auto- 
rizara tres minutos mínimos que necesitan las dos pre- 
guntas. Si puede ser yo se lo agradezco y, si no, prefiero 
renunciar a mi intervención para hacer pregunta escrita 
a la Mcsa del Congreso con respuesta oral en Pleno. 

El señor PRESIDENTE: Mire usted, señor Diputado, la 
manera en que usted plantea la petición me parece abso- 
lutamente improcedente. Es decir, la plantea casi desde 
la perspectiva o desde el punto de vista de que yo le voy 
a negar la palabra si no le concedo los tres minutos. üs- 
ted puede hacer las preguntas dando un minuto a cada 
una. Las pregiinttas se hacen en menos tiempo, incluso, 
si se desea. Eluda usted los prólogos, los epílogos y verá 
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usted cómo es capaz de hacer las preguntas en un minuto 
cada una. 

El señor CARCELES NIETO: Señor Presidente, ni mu- 
cho menos lo hago con esa intención, sino que he inicia- 
do mi intervención diciendo que le invoco la flexibilidad 
y la benevolencia. Pero, en cualquier caso, yo no deseo ha- 
cer una pregunta para saber los apellidos del señor Mi- 
nistro. Por lo tanto, renuncio a mi intervención. 

El señor PRESIDENTE: Muv bien. Muchas gracias, se- 

El señor Montesdeoca tiene la palabra. 
ñor Cárceles. 

El señor MONTESDEOCA SANCHEZ: Gracias, señor 
Presidente. Voy a hacer unas preguntas muy concretas al 
señor Ministro de Justicia, pero antes, como preámbulo 
de las mismas y como miembro que fui en la anterior le- 
gislatura de esta Comisión, he reflexionado ante el infor- 
me del señor Ministro, ante el balance que él mismo ha 
hecho de la labor que su Departamento realizó en la le- 
gislatura anterior y ,  con motivo del método que el señor 
Ministro usó en la exposición de su informe, quiero ex- 
presar dos sentimientos que a este Diputado le han sur- 
gido como reflexión o como análisis del informe del se- 
ñor Ministro. 

En primer lugar, uno de ellos, de reconocimientos a la 
intensa e importante labor que el Departamento de Jus- 
ticia hizo en la legislatura anterior y por ello quiero de- 
jar constancia en esta Comisión. Pero el otro sentimiento 
es el de disentimiento en la política global del Ministerio 
de Justicia desarrollada en la legislatura anterior, porque 
si bien el instrumento de la norma juridica puede ser me- 
dio para la transformación de la sociedad, tal cual fue el 
propósito del Ministerio en la legislaiura anterior, no obs- 
tante, ese propósito de cambio social no se produjo por- 
que ocurrieron disfuncionalidades o contradicciones en- 
tre la norma jurídica que se dictaba y la sociedad a la 
cual iba dirigida. 

Así, como ejemplos está la llamada contrarreforma de 
la reforma de los articulos 503 y 504 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal y así está la disposición suprimiendo 
los derechos de tasas v dietas de locomoción o salidas de 
los funcionarios judiciales que produjo un efecto negati- 
vo de paralización de la actividad judicial, hasta el punto 
de que en determinados procedimientos, como son los eje- 
cutivos, para realizar diligencias en la calle se tardan has- 
ta seis, siete u ocho meses desde que se presenta el escri- 
to interesando la diligencia. O también esta disfunciona- 
lidad o contradicción se produce con los enfrentamientos 
numerosos que tuvo el Consejo General del Poder Judi- 
cial anterior con el Ministerio de Justicia o con la dimi- 
sión del Fiscal especial antidroga o recientemente con la 
dimisión del Fiscal General del Estado, por lo que, unién- 
dome también a la petición de mis compañeros de Comi- 
sión, intereso que el señor Ministro explique cuáles son 
las razones de esta dimisión. 

Finalmente, en las preguntas concretas, el compañero 
de esta Comisión señor Trías de Bes ha sugerido al señor 

Ministro la necesidad de la información bibliográfica que 
los jueces deben tener en materia de Derecho comunita- 
rio. 'Pero yo quisiera añadir aún más a esta cuestión con- 
creta: el señor Ministro se refirió a ello sólo en lo que res- 
pecta a la adecuación de la normativa en materia de so- 
ciedades, pero sería importante el que se creara urgente- 
mente una Comisión coordinadora para que se adecue la 
normativa comunitaria con la normativa interna españo- 
la, puesto que en estos momentos se están produciendo 
numerosas colisiones entre nuestra normativa interna y 
normas comunitarias y ,  concretamente en Canarias, con 
las llamadas disposiciones conocidas como barreras téc- 
nicas, aduaneras o arancelarias, dictadas en virtud de de- 
cretos u órdenes ministeriales, se está impidiendo la en- 
trada de mercancias procedentes de paises comunitarios 
que están amparadas, aparte de por la Ley de Régimen 
Económico Fiscal de las Islas Canarias, en normas pro- 
pias de la Comunidad Económica Europea. 

Quisiera también incidir en lo que ya algunos ccmpa- 
neros han dicho sobre la falta de celeridad de la justicia, 
v concretamente en lo que ya en alguna ocasión he men- 
cionado en otras sesiones informativas del señor Ministro 
de Justicia, que es en la falta de rapidez en las ejecucio- 
nes de los procesos laborales y en el dictado de senten- 
cias o resoluciones de los recursos de suplicación de la 
Sala 111 del Tribunal Central de Trabajo, que tiene com- 
petencia en materia de Seguridad Social. Hasta cinco y 
se& años tarda el Tribunal Central para resolver recursos 
de suplicación en materias de Seguridad Social, por lo 
cual un proceso laboral en esta materia puede durar de 
siete a ocho nnos y en la legislatura anterior se prometió 
a esta Comisión que el Tribunal Central de Trabajo iba a 
ser ampliado en su número de magistrados, para que tu- 
viera celeridad la resolución de los recursos de suplica- 
ción, que hasta el momento no se ha producido. 

Finalmente -y con ello quiero terminar-, un compa- 
ñero que ha intervenido anteriormente ha solicitado del 
señor Ministro el que no se ha mencionado en las pers- 
pectivas que el Ministerio tiene para esta legislatura el en- 
vío a esta Cámara del proyecto de ley de reforma de la le- 
gislación de arrendamientos urbanos, y en este aspecto . 
-si bien se creó una Comisión especial en esta Comisión 
de Justicia para que se hiciera un informe y el señor Mi- 
nistro prometió que en la legislatura anterior se traería a 
esta Cámara el proyecto de ley- yo quisiera simplemen- 
te preguntar por notocias que han llegado a este Diputa- 
do, si realmente no hay propósito del Ministerio en en- 
viar a esta Cámara el proyecto de ley sobre reforma de la 
legislación especial de arrendamientos urbanos porque se 
entiende que con las medidas liberalizadoras dictadas en 
su momento por el Ministerio de Economía y Hacienda 
en el año 1975 se daba plena satisfacción a las posibles re- 
formas que pudieran darse a la Ley de Arrendamientos 
Urbanos. 

Con ello termino expresando al señor Ministro de Jus- 
ticia que por parte de este Diputado y de todo nuestro 
Grupo encontrará la máxima colaboración y la crítica sin- 
cera y honesta para expresarle nuestros disentimientos, 
que puedan servir para la corrección de la Administra- 
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ción de Justicia, que tan necesitada está de una legisla- 
ción amplia y eficaz que, de una vez para siempre, supe- 
re la crisis que la Administración de Justicia sufre en 
España. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mon- 

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista, tiene 
tesdeoca. 

la palabra el señor Navarrete. 

El señor NAVARRETE MERINO: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, como es lógico, y así lo han he- 
cho la inmensa mayoría de los Grupos intervinientes, mis 
primeras palabras tienen que ser de agradecimiento a la 
presencia del señor Ministro de Justicia y, en segundo lu- 
gar, mis palabras deben estar dirigidas a subrayar que 
esta Comisión, tanto en la sesión celebrada en el día de 
ayer como en la que se está produciendo en esta fecha, ha 
tenido l a  posibilidad de trabajar intensamepte gracias a 
la comparecencia voluntaria tanto del señor Ministro del 
Interior como del señor Ministro de Justicia. 

Yo sé que en materia parlamentaria no existe la excep- 
ción de cosa juzgada, pero, evidentemente, en la vida exis- 
te algo parecido a la excepción de cosa juzgada, y cuando 
a un tema o unos temas se les ha dedicado la extensión 
en el tiempo, la flexibilidad en la autorización del uso de 
la palabra, que tuve que agradecer al terminar la sesión 
de ayer por la tarde, creo que racionalmente no se debe- 
rían volver a abrir ciertos debates que fueron ampliamen- 
te discutidos o ampliamente enriquecidos con las diferen- 
tes aportaciones. 

Dicho esto, tengo que añadir una cuestión. Si yo fuera 
pintor, y pintor surrealista, para dibujar la imagen de al- 
gunos de los distinguidos miembros de la oposición, los 
tendría que pintar sin oídos. Porque da la casualidad, o 
así parece deducirse de sus palabra: que no están inte- 
resados sino en oír sus propias afirmaciones, sus propios 
juicios de valor y que se enceran los oídos, como si de si- 
renas se tratase, cuando el Gobierno clarifica ciertos acon- 
tecimientos que lamentablemente pesan en la conciencia 
de todos. * 

Ayer -y resumo ahora rápidamente, porque no quiero 
incurrir en el defecto que critic-, sobre el tema que al- 
guno ha calificado de incomparecencia de 90 guardias ci- 
viles, se dijo el número suficiente de cosas corno para que, 
al referirnos a dicho tema, tuviéramos que emplear la ex- 
presión de (( la incomparecencia, manifiestamente ilegal 
de 90 guardias civiles». Porque, evidentemente, se acre- 
ditó ayer con pruebas, con documentación ? con afirma- 
ciones contrastables todas ellas que por cl Ministerio del 
Interior y por el resto del Gobierno se prestó a la Magis- 
trado Juez de la que dependen las actuaciones a las que 
ayer se hicieron tan repetidas referencias, toda la colabo- 
ración, se contestaron todos sus escritos, se puso de relie- 
ve en dos actuaciones procesales la manifiesta irregulari- 
dad del procedimiento, sin que dicha señora magistrado 
se sintiera vinculada por sus propios actos ni por sus pro- 
pios uleading-actsu. 

Y se puso también de manifiesto que no había sido no- 
tificado el Ministerio Fiscal. Y se insistió una y otra vez 
por la oposición en el tema de los recursos, y me van us- 
tedes a permitir que añada que el tratamiento en la vía 
jurisdiccional de determinadas irregularidades no es 
siempre el mismo. Porque hay irregularidades -y ello se 
puede deducir de la totalidad de nuestro ordenamiento ju- 
rídico- que son calificadas en ciertos textos, como en la 
Ley de Procedimiento Administrativo o en la Ley de la Ju- 
risdicción Contencioso-administrativa, como manifiestas 
iiegalidades, y hay un principio jurídico que expresamen- 
te se consagra en un artículo concreto, que es el artículo 
110 de la Ley de Procedimiento, "'que, a excepción de 
otras irregularidades, permite la revisihn de oficio de esas 
actuaciones manifiestamente ilegales. Y no quiero dedi- 
carle una mayor extensión al tema. 

Sí quiero hacer una valoración, en nombre de mi Gru- 
po, sobre lo que ha sido la disertación del señor Ministro 
de Justicia, y me remito a ciertas interpretaciones clási- 
cas del socialismo y del marxismo acerca de las relacio- 
nes entre Derecho y Economía. Hay una interpretación 
mecanicista que sitúa en una especie de limbo aislado al 
Derecho, como elemento de la superestructura, en rela- 
ción con la Economía coino elemento determinante de la 
infraestructura. Y hay una interpretación más moderna, 
más actual y seguramente más próxima a la verdad que 
ve entre la superestructura y la infraestructura unas re- 
laciones dialécticas. Y yo creo que, sin proponérselo, en 
esta interpretación moderna de lo que son esos dos im 
portantes componentes sociales se ha deslizado la inter- 
pretación del señor Ministro de Justicia. Porque no está 
todo dicho en materia de cambios sociales o en materia 
de igualdad de los ciudadanos con que en un artículo de 
nuestra Constitución se diga que los esparioles son igua- 
les ante la Ley. Por consiguiente, tengo que dar la razón 
a cierto pronunciamiento que esta mañana he oído por 
parte de distinguidos miembros de grupos de la oposición, 
acerca de que el cambio en profundidad prometido por el 
Gobierno y por el Partido Socialista no se había llevado 
a sus últimas consecuencias. Evidentemente, los cambios 
sociales, corno decía Salvador Allende, no son cambios 
que se produzcan súbitamente. Los cambios sociales ne- 
cesitan, primero, de su diseño; segundo, de su exposición 
en una pizarra o, si ustedes quieren, en un conjunto nor- 
mativo, y, tercero, que eso se interiorice en la conciencia 
o en la mentalidad de la mayoría de los ciudadanos para 
que vaya perturbando hábitos innecesarios o nocivos que 
existían con anterioridad. Creo que la parte de la inter- 
vención del señor Ministro dedicada a la exposicihn dc lo 
que habían sido sus realizaciones o, para ser más justos, 
las realizaciones del conjunto del Gobierno durante la an- 
terior legislatura, así lo ha puesto de manifiesto. Nadie 
niega, me parece que nadie ha negado -esto nos satisfa- 
ce- que ha habido un comienzo de dicho cambio en el 
conjunto normativo introducido por el Gobierno y apro- 
bado, sustentado o apoyado por el Grupo Socialista a lo 
largo de la anterior legislatura y, naturalmente, no nos 01- 
vidamos de la relación dialéctica con los problemas eco- 
nómicos que este cmabio social tiene en materia de la Ad- 
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ministración de Justicia, porque es evidente que cuando 
se habla de la suficiencia o insuficiencia de los presupues- 
tos dedicados a la Administración de Justicia han sido 
muchos los representantes de la oposición los que han re- 
conocido que sc habían quebrado las líneas que venían 
del pasado, pero conviene que no nos olvidemos que, jun- 
to a los problemas de la Administración de Justicia, este 
país tiene el problcma de continuar luchando contra la in- 
flación, este país tiene el problema de acabar con la lacra 
del paro. Naturalmente, todos esos problemas tienen que 
ver también con la Administración de Justicia, pero no 
podemos hacer de la Administración de Justicia el único 
elemento a configurar en los Presupuestos Generales del 
Estado. 

Asimismo, tendría que formular algunas peticiones al 
señor Ministro de Justicia. Por de pronto he de manifes- 
tarle que, por deseo del Grupo Socialista de esta Comi- 
sión y porque así también le parece conveniente al Comi- 
té Permanente de mi grupo, el Grupo Socialista va a co- 
laborar v va a complementar la labor del Gobierno tra- 
yendo a esta Cámara las proposiciones de ley que se con- 
sideren oportunas; y en este propósito de colaboración v 
de complementación de la labor del señor Ministro de Jus- 
ticia yo comparto -creo que también lo comparten los 
miembros de mi Crup- algunas de las cosas que se han 
dicho relativas a la diferencia que necesariamente existe 
entre el propósito que, pienso, está íntimamente alberga- 
do en lo más profundo v en lo más sincero del Ministerio 
de Justicia, vo comparto algunas de las cosas que se han 
dicho relativas a la diferencia entre el propósito de rein- 
sertar y rehabilitar a los delincuentes v la necesaria dis- 
tancia que a veces se produce entre dicho propósito v la 
realidad penitenciaria española, sobre la que nadie ha ne- 
gado tampoco que se hayan quebrado las líneas que vie- 
nen del pasado v en la que, naturalmente, v en ese mis- 
mo propósito de sinceridad nosotros reconocemos que 
queda bastante por hacer, quiLá porque el orden jurídi- 
co, a diferencia de los órdenes físicos o de las ciencias de 
la naturaleza, es un orden del deber ser nunca un orden 
del ser. Por consiguiente, cuando se hacen algunas críti- 
cas al sistema de derechos humanos que existe en nues- 
tro país habría que empezar por rcconocer que hov se pue- 
den formular públicamente esas críticas al sistema legis- 
lativo y protector de los derechos humanos en nuestro 
país; que hay unas referencias legislativas a las que po- 
der remitirse y que las infracciones que se pudieran pro- 
ducir en algunos casos tienen su'sancihn en el conjunto 
de nuestro ordenamiento jurídico, y digo esto con toda 
cautela, porque no se puede deducir de mis palabras, y 
así lo afirmo expresamente, y no se puede deducir para 
ninguna persona que quiera actuar imparcialmente en 
esta materia, la consecuencia de que el sistema de dere- 
chos humanos está en crisis en nuestro país, cuando lo jus- 
to es rcconocer que el sistema de protección a los dere- 
chos humanos nunca ha estado tan fuerte en nuestro país 
como lo está en estos momentos. 

Siguiendo con el tema penitenciario, tendría que ma- 
nifestar que ha sido este Gobierno, v no otro, el que por 
primcra vez ha reconocido a los presos de las cárccles 

cuando salen de las mismas el derecho a obtener el cobro 
de un subsidio de paro. Y respecto a este asunto -por- 
que creo que la intención del Gobierno era obviar la ne- 
cesidad de delinquir para el que sale de la cárcel hasta 
que transcurra el tiempo necesario, para que tenga una 
oportunidad de encontrar un trabajo; creo que éste era el 
propósito que animaba al Gobierno cuando creó esta nue- 
va íigura del subsidio de par-, también en este caso hay 
una distancia entre el propósito y la realidad, porque el 
propósito está bien formulado, bien recogido en la legis- 
lación, pero, en cierta medida, puede frustrarse si, como 
viene ocurriendo, dicho subsidio, que en este caso concre- 
to tiene una mayor urgencia que en cualquier otro, no se 
puede percibir automáticamente en el mismo instante en 
que el ex recluso atraviesa las puertas de la cárcel. Como 
sé que el señor Ministro de Justicia tiene la sensibilidad 
suficiente para entenderme, creo que realizará la labor 
que en el conjunto del equipo gubernamental es necesa- 
rio para, aunque sea quebrando lo que es hábito de la Se- 
guridad Social, se pudiera actuar en este caso con la ma- 
vor urgencia. 

El señor Bandrés ha mencionado la carta de un preso. 
Creo que la conozco porque también he sido receptor de 
ella y pienso que ha hecho una cita un tanto dislocada del 
conjunto del texto, porque lo que plantea dicha carta no 
es un tema referente a la administración penitenciaria, 
sino un tema de igualdad ante la Ley en relación con de- 
terminadas resoluciones judiciales que en el orden de las 
libertades provisionales, de la fianza, etcétei,n. se produ- 
cian en relación con otras personas que habían participa- 
do en la comisión del mismo delito que se le imputa a di- 
cha persona. 

Asimismo, creo que la propuesta de una ley de antidis- 
criminación que hace el señor Bandrés es un propósito 
que podríamos suscribir, pero, evidentemente, el tema de 
la discriminación hoy no es tanto un problema legislati- 
vo como un problema sociológico. Considero que la labor 
del Gobierno en esta materia puede tener mayor trascen- 
dencia fuera del orden normativo que dentro de dicho 
orden. 

Contrariamente a lo que afirmaba el señor Sartorius, 
creo que lo que ha dicho el señor Ministro tiene bastante 
que ver con la realidad. Si la oposición contribuve a en- 
riquecer el sentimiento y la vivencia democrática con sus 
críticas justificadas al Gobieno, también es una manera 
de contribuir al conjunto de los enriquecimientos que la 
sociedad debe de tener de la actividad parlamentaria re- 
conociendo sin despecho v sin empacho las cosas positi- 
vas que se realicen por el Gobierno. 

Creo que no es buen sistema, señor Sartorius, decir que 
todos los establecimientos de custodia de detenidos de- 
ben de estar bajo la autoridad judicial, porque, como aver 
por la tarde tuve la ocasión de manifestar, no hav insti- 
tuciones ni corporaciones de las que se pueda decir que 
ellas pueden en exclusiva arrojar la primera piedra. Pien- 
so que es mejor sistema, si existe algún fallo en cualquier 
orden de las corporaciones que integran In sociedad es- 
pañola, ir eliminando esos fallos, pero no se puede decir: 
esta institución, esta asociación o esta corporación tiene 
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esta clase de  problemas, vámonos a otra y vamos a ha- 
cerle receptora de lo que eran las competencias de esa 
otra corporación o institución, sobre todo cuando en es- 
tos momentos la crítica democrática puede funcionar con 
completa libertad y hay un Gobierno con la sensibilidad 
necesaria para recibir las críticas justificadas que se pue- 
dan producir en determinados momentos. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que vava terininan- 
do, señor Navarrete. 

El señor NAVARRETE MERINO: Voy a concluir va. 
No quiero extenderme en el uso de la palabra, pero sí qui- 
siera decirle algunas cosas al señor Ruiz Gallardón, que 
me gustaría que interpretase en un sentido cariñoso. An- 
teriormente ha manifestado que el sistema de esta Comi- 
sión le incapacitaba para desarrollar ciertos puntos con 
la necesidad o con la conveniencia precisa. Yo creo que 
al señor Ruiz Gallardón no le incapacita ni un tribunal. 
(Risas:) Y, normalmente, así lo pone de manifiesto en to- 
das sus intervenciones. 

Sobre lo que pensaba de las sesiones de las Comisiones 
con competencia legislativa plena, yo creo que es injusta 
su manifestación, entre otras cosas porque es una manc- 
ra de trabajar que tiene nuestro Congreso de los Diputa- 
dos y ,  además, porque el problema no  se resolvería tras- 
ladando el debate al hemiciclo si se van a continuar pro- 
duciendo las ausencias tan notables que se observan or- 
dinariamente en los escaños de Alianza Popular. 

Sobre el tráfico de heroína y de cocaína, y la cita que 
hace de la situación judicial en mi provincia, vo tengo que 
decir que, lamentablemente, son tristes problemas de 
nuestro tiempo. Y en esto t a m b i h  España ha dejado de 
ser diferente. Nosotros tenemos hov los mismos proble- 
mas que tiene Estados Unidos, Suiza, Suecia, o Alema- 
nia; países que, en alguna medida, se nos parecen. inclu- 
so aqukllos que son bastante distintos en cuanto a su or- 
gaaización social comienzan a tener tambien cstos mis- 
mos problemas. 

En cuanto a la manifestación del seflor Cárceles, y o  es- 
pero que Alianza Popular tenga en el futuro la coherencia 
interna necesaria para poncrsc dc acuerdo cn la distribu- 
ción del tiempo de que dispone cn esta y en las restantes 
Comisiones. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Na- 

A continuación tiene la palabra, para contestar a los di- 
varrete. 

ferentes Diputados, el señor Ministro. 

El señor RUIZ CALLARDON: Señor Presidente, pido 
la palabra para una cuestión de orden. Algunos Grupos 
Parlamentarios nos hemos planteado si por aplicación cs- 
tricta del artículo 202 del Reglamento, estaríamos en el 
supuesto de poder o no replicar. Parece que esiste una cir- 
cular -lo decía el señor Trías de Bcs-, o quizás en este 
caso podría tomarse en consideración la petición de que 
haya un mínimo derecho de replica. Si el señor Ministro 

estuviera dispuesto, nosotros, dado lo avanzado de la 
hora, solicitariamos la suspensión de la sesión en este mo- 
mento para continuarla esta tarde. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ruiz Gallardón, cuan- 
do  se inició la Comisión la Presidencia advirtió que se iba 
a aplicar el artículo 202, que es el que rige para estas se- 
siones informativas. Por consiguiente, la sesión termina 
con las contestaciones que de en este momento el señor 
Ministro de Justicia. Como conocen sobradamente, tienen 
ustedes otros trámites, de peticiones a través del artículo 
203, con relación al cual sí hay una resolución de la Pre- 
sidencia. Repito que tienen ustedes otra serie de iniciati- 
vas parlamentarias para solicitar la presencia del señor 
Ministro con relación a temas concretos, v ustedes así lo 
han puesto de manifiesto anteriormente. 

El señor RUIZ CALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presiden te . 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, a usted, se- 

Tiene la palabra el señor Ministro. 
ñor Ruiz Gallardón. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Lcdesma Bartret): 
Señor Presidente, señorías, muchas gracias a todos uste- 
des. por las expresiones quc han formulado a lo largo de 
toda esta mañana de colaboración en la tarea legislativa, 
que haremos ,juiitos, naturalmente, cada uno dcsdc sus 
distintas perspectivas. Muchas gracias, insisto, por esta 
predisposición de colaboración. Gracias también por el 
tono con que se ha producido la totalidad de las intcrven- 
cioncs, excluyendo algún delirante calificativo al que va, 
despues de cuatro años de convivencia parlamentaria, 
uno está acostumbrado. Ya saben a quién me reficro. Su 
señoría habla muchas veces «ex abundantia), y ,  probable- 
mente, &ta ha sido una de ellas. insisto, mi agradecimien- 
to a todos ustedes. 

Lógicamente, y tenía que contestar ahora siguiendo el 
mismo orden con que se han producido las intervencio- 
nes. Pero me parece que puede ser útil que, antes de ha- 
cerlo así, trate de dar respuesta a dos cuestiones en las 
cuales se han producido importantes coincidencias, a dos 
preguntas que han sido formuladas por una buena parte 
de SS. SS. Me refiero, en primer termino, a las preguntas 
que me han formulado sobre la intervención que tuvo el 
Ministro de Justicia en relación con la no coniparccencia 
de 90 guardias civiles para someterse a una prueba de rc- 
conocimiento en rueda. En segundo lugar, responder6 a 
las distintas preguntas que me han formulado sobre el 
Fiscal General del Estado, señor Burón Barba. 

En primer termino, tengo que señalar que cuando el se- 
ñor Ministro del Interior ayer afirmaba que había consul- 
tado con el Ministro de Justicia, decía rigurosamente la 
verdad. Tambien creo que se expresaba con absoluta ob- 
jetividad v acierto el señor Ministro del Interior cuando 
decía algo que yo tengo que manifestar tambith hoy aquí: 
que en la actitud de  los miembros del Gobierno hemos te- 
nido una responsabilidad en ese supuesto. La actitud n o  
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iba encaminada, en absoluto, a impedir definitivamente 
el cumplimiento de una resolución judicial. Concretamen- 
te, no se trataba de resistir definitivamente el cumpli- 
miento de lo dispuesto por la autoridad judicial. Se tra- 
taba, decia el señor Ministro del Interior -vo insisto v ra- 
tifico su afirmación-, de suscitar, por parte de la autori- 
dad judicial, una consideración de las posibles razones de 
ilegalidad que podía contener la resolución que había 
adoptado. 

Vistas así las cosas, antes de adoptar una actitud favo- 
rable a que se suspendiese la ejecución o la práctica de 
esa providencia (era una providencia no firme), antes, por 
consiguiente, de mostrarme favorable a la posibilidad de 
pedir esa reconsideración de las razones legales, vo me 
formuk a mí mismo estas tres preguntas. Primera. (En 
una actitud de esta naturalwa puede haber, jurídicamen- 
te hablando -y yo como Ministro de Justicia tengo que 
ser muv riguroso en estos planteamientos-, alguna posi- 
bilidad de desobediencia lcgalmente tipificada? Y me res- 
pondía claramente que no, por lo que luego dir6. 

Segunda. (Podía haber en esa provindencia judicial no 
firme vicios de ilegalidad? ipodian darse argumentos o te- 
nerse en cuenta hechos determinantes del proceder judi- 
cial a partir de los cuales podria pensarse en  la existen- 
cia de algunos vicios de ilegalidad? Y me respondí que s í ,  
que efectivamente podían darse. 

Tercera pregunta que me hice. ¿En esas condiciones, en 
esas circunstancias, debía ser necesariamente ejecutoria 
una resolución no firme que colocaba a determinadas per- 
sonas en una situación de inminente peligro para bienes 
jurídicos fundamentales? Tuve en cuenta la doctrina del 
Tribunal Constitucional, que citaré aquí ante esta Comi- 
sión, y llegue a la conclusión de que era legalmente pro- 
cedente suscitar una reconsideración de la resolución ju- 
dicial, de la providencia judicial no firme. 

Cuando me respondi así a todas estas preguntas que a 
mí mismo me hacía, tambicn tenía presente cuál era el 
fin que, en definitiva, justificaba el que estuviese de acuer- 
do en sugerir esa reconsideración de la providencia judi- 
cial. El fin no era el de resistirse al cumplimiento de la 
lev; no era el impedir la averiguación de un posible deli- 
to v la persecución de sus eventuales responsables. El fin 
que justificaba estas respuestas que he dado era el de tra- 
tar de impedir que pudiera producirse ta vulneración de 
unos derechos fundamentales esenciales. cra inipedir que, 
a causa de un posible error judicial -fíjense con qué res- 
peto lo digo-, pudicra producirse un resultado negativo 
en la lucha contra el terrorismo, es decir un resultado ne- 
gativo en la defensa del sistema democrático. 

Vistas así las cosas, señorías, mi ética democrática, mi 
lealtad democrática, mi espíritu democrático me llevó a 
la firme conclusión de que nada impedía que, con ese ca- 
rácter puramente provisional, pudicra pedirse una recon- 
sideración de la providencia. Ahora desarrollar6 más lo 
que acabo de decir. 

La primera pregunta, señorías, que me hice a mí mis- 
mo fue: ¿podía haber en esa petición de reconsideración 
el tipo delictivo de la desobediencia? Estudié la jurispru- 
dencia del Tribunal Supremo, vi que la jurisprudencia del 

mencionado Tribunal, que por otra parte conocía ya des- 
de hace mucho tiempo, reclama para la desobediencia, 
primero, que el mandato no se oponga manifiestamente 
a un precepto legal; segundo, que haya una reiteración de 
la orden o del mandato; y ,  tercero (así, por ejemplo, en la 
reciente sentencia del Tribunal Supremo de 11  de julio 
del año 1985), que el incumplimiento no tenga una razón 
fundada. 

Pues bien, vistos estos requisitos, que no se los inventa 
el Ministro de Justicia, sino que proceden de una vieja y 
antigua jurisprudencia quL todos tenemos que obedecer 
y respetar, llegué a la conclusión de que evidentemente 
no había la posibilidad de que esa conducta, ese compor- 
tamiento, pudiera ser considerado como desobediencia. 
Porque, insisto, si no concurren esos tres requisitos, no 
cabe que nadie pueda invocar en una eventual réplica, 
que no sé si habrá; no cabe que nadie pueda formular la 
acusación, a ninguno de los que participamos en esa de- 
cisión, de que contribuimos a cometer un delito de 
desobediencia. 

Quien afirme csto, señorías, lo digo con toda humildad, 
pero también con toda la seguridad que me da el conoci- 
miento de una materia de la que forrosamente tengo que 
entender; quien lo sostenga así está prescindiendo de una 
,antigua y vieja jurisprudencia del Tribunal Supremo. 

La segunda pregunta era: ipuede haber en esa provi- 
dencia, en los términos en que fue planteada, en ese so- 
metimiento de noventa guardias civiles a una prueba de 
renocimiento en rueda, vicios de ilegalidad? Y la verdad 
es que mi respuesta positiva t u \  o en cuenta IJS siguien- 
tes consideraciones. 

Sabía que se habían facilitado a la autoridad judicial 
las listas de  todos los intervinientes en las diligencias que 
se practicaron, desde la detención hasta el final de los he- 
chos a los cuales se refiere la denuncia. Sabía que había 
habido ocho reconocimientos judiciales. Sabía igualmen- 
te, senorias, que nunca el denunciante había concretado, 
ni siquiera mínimamente, las características físicas iden- 
tificatorias de sus agresores, Sólo había referencias a un 
uniforme. (Cómo, entonces, podría ser objeto de recono- 
cimiento una persona de la cual no se dan ni siquiera mi- 
nimamente unas Características físicas a partir de las cua- 
les pueda producirse esa identificación? 

Sabía también, señorías, que nunca el denunciante ha- 
bía determinado, ni siquiera aproximadamente, el núme- 
ro de sus agresores. Entonces me pregunté cuándo podía 
considerarse suficiente el número de los reconocidos. 
¿Uno, diez, cien, más? 

Sabía que se sometía a reconocimiento en rueda a per- 
sonas respecto de las cuales no había ninguna inculpa- 
ción, ninguna imputación concreta, que es lo que exige la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, que nos obliga a todos, 
absolutamente a todos; también a la autoridad judicial 
que tiene, porque así se lo impone la Constitución, la obli- 
gación de actuar siempre con sometimiento al imperio de 
la Ley. Porque, señorías, no hay imputación a persona de- 
terminada cuando la acusación se hace genéricamente a 
una colectividad. La pertenencia a esa colectividad, a mi 
juicio, no convierte en determinada a una persona que no 
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está determinada. Piensen lo grave que sería no aceptar 
esto que estoy afirmando. La indeterminación del núme- 
ro de personas presuntamente responsables no permite 
razonablemente, aplicando criterios legales, considerar a 
todos los miembros de la Guardia Civil sospechosos sus- 
ceptibles de quedar sometidos al reconocimiento en rue- 
da. Piensen SS. SS. que, de admitirse lo contrario de lo 
que estoy diciendo, la totalidad del Cuerpo de la Guardia 
Civil podría ser sometido a esa rueda de reconocimiento. 
Por un sólo momento, señorías, trasladen todo lo quc: les 
acabo de decir al caso de delitos cometidos por indeter- 
minados miembros de un partido político, de una central 
sindical, de un grupo o de una asociación. 

Considero, señorías, que, por contraria a la lógica y a 
la seguridad jurídica, siempre quedaría descartada como 
legítima la posibilidad de someter a un reconocimiento 
en rueda a la totalidad de los miembros de esos colecti- 
vos. Por consiguiente, no puede ponerse en peores condi- 
ciones, porque sería crear un supuesto de desigualdad, a 
los miembros del Cuerpo de la Guardia Civil. 

Finalmente, sabía también -cuando me contestaba 
como les he dicho que me conteste a m i  mismo- que no 
hay ninguna constancia de que los noventa guardias ci- 
viles sometidos a reconocimiento en rueda prestaran ser- 
vicio en el lugar de los hechos. Creo que la selección de 
los mismos fue hecha al albur. 

La tercera pregunta que me había hecho era. En tales 
condiciones, iera necesariamente ejecutoria una resolu- 
ción no firme, o era razonable suscitar el reconocimiento 
de una providencia de tal naturaleza? Acudí, para contes- 
tarme a esta pregunta, a una reciente jurisprudencia del 
Tribunal Concsti tucional. 

El Tribunal Constitucional parte del principio - q u e  
encontrarán ustedes, entre otros, en las sentencias núme- 
ros 100, 103 y 107 del año 1985-, de que el sometimien- 
to del individuo, en su persona, a una diligencia de prue- 
ba que pueda ser acordada policial o judicialmente no re- 
viste carácter absoluto, sino que la obligación de dicho so- 
metimiento está subordinada, en primer término, a que 
mediante su práctica no se violenten derechos o liberta- 
des fundamentales. Como ya -dice el Tribunal Supremo 
en el año 1985- expresara la sentencia número 114, del 
año 1984. 
Y añade el Tribunal Constitucional: En el casv de que 

la prueba pueda significar una lesión o peligro para la 
vida o la integridad física, de esta doctrina del Tribunal 
Constitucional se infiere que debe realizarse -fíjense 
bien- una ponderación ante la existencia o la importan- 
cia de dicho peligro y los fines constitucionales de averi- 
guación de la persona del delincuente. 

Estas razones, contenidas en una jurisprudencia que es 
la que interpreta, con obilgatoriedad para todos, la Cons- 
titución española, fueron también otro motivo, además de 
los ya expuestos, que tuvo en cuenta el Ministro de Jus- 
ticia al opinar como en aquella ocasión opinó. 

Es verdad que el fiscal debería haber suscitado todas es- 
tas cuestiones a través de las intervenciones que la Ley le 
reconoce, pero también es verdad que no le notificó aque- 
lla providencia, si bien les puedo decir a ustedes que ya 

el fiszal ha planteado una reconsideración de todas estas 
cuestiones ante la autoridad judicial, en escrito presenta- 
do el día 15 de septiembre, que concluye con lo siguiente: 
Por todo lo expuesto el fiscal interesa de V. 1. la admisión 
del presente escrito con las razones que en 61 se exponen, 
para que dada la trascendencia de los problemas plantea- 
dos por el escrito de 27 de agosto de 1986, se icconsidere 
en toda su extensión, antes de insistir sobre el cumpli- 
miento de la providencia de 10 de julio, la necesidad y uti- 
lidad del reconocimiento en rueda de tal número de suje- 
tos, y asimismo, sigue diciendo el fiscal, se examinen los 
razonamientos expuestos acerca de la posible incompati- 
bilidad de tales diligencias de reconocimiento con el tex- 
to de los artículos 368 y 369 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, por si en base a los mismos procediese dejar sin 
efecto lo acordado en aquella providencia, adoptando, en 
todo caso, la resolución que proceda en auto motivado en 
el que se examinen y resuelvan todas las objcciones for- 
muladas en este escrito v en el de la Dirección General de 
la Guardia Civil ya mencionado, en cuanto no se encuen- 
tren recogidas en el nuestro. como lo aconseja la comple- 
jidad de la situación creada. 

Este es el escrito presentado el día 15 de septiembre por 
el fiscal de Bilbao. 

Entiendo -entendí tambicn entonces- que, a falta de 
csa intervención del fiscal que entonces no se produjo, 
pero que ya se ha producido, no debían quedar desampa- 
rados interescs esenciales de los miembros del Cuerpo de 
la Guardia Civil que (v reitero aquí de nuevo la jurispru- 
dencia del Tribunal Constitucional) podían verse sacrifi- 
cados si se produjese el cumplimiento de aquella resolu- 
ción en los términos en que se habían planteado. 

interpuestos ya, señorías, los necesarios escritos y re- 
cursos -se ha planteado también un recurso de reforma 
por el ministerio fiscal-, se espera confiadamente que se 
produzca un final ajustado a Derecho. Un final ajustado 
a Derecho es un final en el que se compatibilicen estos 
dos valores: el valor del sometimiento de las resoluciones 
de los jueces y magistrados al imperio de la Ley, y el va- 
lor del cumplimiento de la obligación de prestar la cola- 
boración requerida por los jueces y tribunales en el curso 
del proceso. 

Vistas, con la perspectiva que les he planteado a 
SS. SS., todas las circunstancias concurrentes en el asun- 
to al que me estoy refiriendo, llegué a la conclusión de 
que, tanto desde el punto de vista de la legalidad como 
de las responsabilidades políticas, podía darse la respues- 
ta que di en el caso de la consulta a que el Ministro de 
Justicia fue sometido. 

Segundo problema que dije que desarrollaría con anti- 
cipación a todos los demás. Señorías, celebradas las elec- 
ciones generales y constituido el nuevo Gobierno, el Fis- 
cal General del Estado -como por otra parte ocurre en 
todos los países, y en España también, siempre que se pro- 
duce un cambio de Gobierno y después de unas eleccio- 
nes generales- puso el cargo a disposición del Gobierno 
y presentó su dimisión. El Fiscal General del Estado sólo 
mc dijo que deseaba que esa dimisión, como su cambio 
por un nuevo Fiscal General del Estado, se demorasen 
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hasta después de la celebración del acto de la apertura de 
Tribunales, en el que él tendría ocasión de presentar la 
Memoria. 

A mí me pareció perfectamente razonable ese plantea- 
miento y así, con la sencillez con que se lo he contado, 
han ocurrido las cosas. Se produ,jo la celebración de la 
apertura de Tribunales, el Fiscal General presentó su Me- 
moria, y tuvo lugar la propuesta que el Gobierno ha he- 
cho al Consejo General del Poder Judicial para la audicn- 
cia de éste respecto del nombramiento de un nuevo Fis- 
cal General del Estado. El Fiscal General del Estado que 
presentó su dimisión en los términos quc he contado v 
que ha sido atendida por el Gobierno, escribía al final de 
la introducción a la Memoria que presentó hace muv 
poco: Por último, dice el Fiscal General del Estado, el Mi- 
nisterio Fiscal continuó desempeñando s u  misión consti- 
tucional sin cortapisa n i  intromisioncs de ninguna clase. 

Parece que era oportuno recoger esta cita como decla- 
ración final respecto de la segunda pregunta a la que he 
dado respuesta. 

Con el permiso de todos ustedes, señorías, paso a con- 
testar a las otras cuestiones que me han ido suscitando 
en sus intervenciones. 

El seiior Bandrés hacia un  rcconociniicnto de la trans- 
lormación que, desde el punto de vista de la legalidad, se 

tia producido a lo largo de toda la legislatura pasada, y 
entendía que no 5 2  Iiabia producido cl rcllcjo adecuado 
suficiente en la vida cotidiana, en la calle decía el. Y o ,  se- 
ñoría, naturalmente, no puedo estar de acuerdo con su 
punto de vista. Cuando veo cl recurso constante al proce- 
so de «habeas Corpus)), que antes no existía; cuando \reo 
que todos los ciudadanos españoles (esto n o  sucede, ni 
rilucho menos, en toda Europa) tenemos dcrcclio a ser 
asistidos de letrado en caso de dctcncióii, y que los espa- 
iioics naturalmente ejercen y gozan de este derecho; cuan- 
do veo a España convertida en tierra de asilo; cuando veo 
que una gran parte de la justicia ya es  gratuita, ctcctera, 
ctcktera, todo lo que he dicho al principio. m e  paiece que 
tengo que llegar a la conclus ih  de que e11 la calle, en  la 
realidad de la vida, se han producido electos beneficiosos 
como consecuencia de aqucllas reformas que hicimos en-  
tre todos. 

Voy a dar a esta Comisión un dato del que  he tenido co- 
nocimiento recientemente. En el Juigado de Bilbao que 
tramita el -1lanii.moslo asi- asunto Linaza, al que se re- 
fiere el incidente sobre cl que he tenido la ocasión de con- 
testar a SS. SS., no se ha presentado i i i  una sola dcnun- 
cia por malos tratos y torturas en c l  curso del aiio 1985. 
ni en lo que va de 1986. 

Las denuncias se rcpartcii por sorteo. Eso quiere decir 
quc es muy probable (esto no lo afirmo porque n o  lo se) 
que eso mismo h a y a  podido ocurrir en los otros cuatro 
Juzgados de IristrucciOii de Bilbao. Esto si que ocurre cn 
la calle, esto sí que es disfrutar de las ventajas y de los 
clcctos positivos de u n a s  medidas que  entre i d o s  hcmos 
introducido en la socicdnd española, y que h a n  pasado y a  
a ser parte de nuestra cultura. El espacio jurídico euro- 
peo es 1ambii.n un espacio español, y debemos ser pcriiia- 
ricntcnicntc críticos con los lallos. con los errores y con 

las equivocaciones, pero no podemos en absoluto olvidar- 
nos de los avances que entre todos introducimos en la so- 
ciedad española. 

Hablaba también el señor Bandrés de que pudieran 
existir tratos diferentes con los presos. ¡Pues mire!, sí. Yo, 
por c.jemplo, recuerdo que me encontré con un trato dife- 
i'cnte con los presos al poco tiempo de hacerme cargo del 
Ministerio de Justicia. Era relativamente frecuente enton- 
ces que determinados tipos de presos -en general los re- 
lacionados con los que se Iiaman delitos de «cuello blan- 
co»- cumplieran sus penas en las enfermerías, y creo que 
usted sabe que se ha puesto final a esa situación, esa for- 
ma de discriminación va no es consentida ni tolerada. 

Usted enlazaba esto inmediatamente con la posición 
que tiene el ministerio fiscal en los miles y miles de pro- 
cesos penales que se tramitan en España respecto de las 
libertades provisionales. Piense usted, señor Bandrés, en 
que eso -si usted lo dice ocurrirá así- nada tiene que 
ver con el Ministerio ni con el Ministro de Justicia. Ahí 
tiav una decisión libérrima de cada uno de los fiscales v 
de cada uno de los jueces; libérrima no, porque tanto unos 
como otros dcbcn.somctcrse a los preceptos de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal sobre la libertad provisional. 
Los preceptos sobre prisión provisional y libertad provi- 
sional los hcnios hecho entre todos en  la pasada legisla- 
tura ? crco que gozaron del asentimiento de una parte im- 
portantísima del arco parlamentario que entonces estaba 
representado en esta Cárnara. 

Creo que el debate dc todas 1 ~ 1 5  cuestiones que S. S.  v 
otros seiiores Diputados han planteado en relación con las 
competencias de la Audiencia Nacional, juzgados centra- 
les y futuro de la Ley sobre bandas armadas (abrcviada- 
mcritc denominada así) es preferible (en esto coincido en- 
teramente con mi colega el Ministro del Interior) dejarlo 
para dentro de muy pocos días, cuando tengamos ocasión 
de debatir en el Plcno del Congreso el conjunto de propo- 
siciones de ley que ha planteado el Grupo Popular, entre 
las cuales, ciertamente, se encuentra la respuesta a todas 
estas preguntas. 

En materia presupuestaria, me preguntaba S. S.  cuál 
cs el óptimo. El óptimo, creo -y usted lo sabe igual que 
y+ no puede formularse nunc'a; todo es siempre perfcc- 
cionablc y mejorable. Pero en materia presupuestaria, cn 
la que necesariamente hay que contar, por una parte, con 
una buena politica económica, que es la de la contención 
del gasto público y ,  por otra parte, con unos límites en 
cuanto a la capacidad recaudatoria del Estado, porque, 
si no  hubiese límites, naturalmente, se podrían producir 
situaciones que ninguno queremos; dentro, por consi- 
guiente, de esos condicionamientos, lo que sí reclamo 
conio responsable del Ministerio de Justicia es el crédito 
necesario para poder hacer en un ano todo lo que en un 
año se puede hacer. Pedir más es absurdo, porque sobra- 
ría; pedir menos sería una irresponsabilidad. Es decir, 
todo el dinero necesario para poder seleccionar, en el citr- 
so de un ano, y al ritmo con que deben celebrarse los pro- 
cesos administrativos de selección del personal funciona- 
rio, todos los que así sean seleccionables; para poder cons- 
truir en un ano todo lo que se puede construir en un año, 
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renovando así nuestra infraestructura inmobiliaria judi- 
cial; para transferir en un año todo el costo que se satis- 
face a través de las transferencias v que es el costo, por 
djemplo, de la asistencia letrada y del turno de oficio. 

Esa es la que yo considero la cifra óptima. No puedo de- 
cir evidentemente, que la cifra para el año 1987 sea la óp- 
tima, pero sí creo, sinceramente, que a lo largo del próxi- 
mo año, con el crédito que hemos dispuesto (v le recuer- 
do, porque antes lo he dicho, pero me parece que el dato 
es importante, el crédito sólo para Administración de jus- 
ticia es igual a la totalidad del Presupuesto del Ministe- 
rio de justicia en el año 1982, es una cifra que hay que re- 
tener), se puede hacer una gran parte de lo que es posible 
en el curso de un año. 

La Ley de Arrendamientos Urbanos, y de esta forma, se- 
ñoría, le contesto a usted, pero también a otros señores Di- 
putados, se acometerá su reforma, desde luego, en esta le- 
gislatura. Por consiguiente, no se ajusta a la realidad que 
desde el Gobierno haya podido afirmarse que se conside- 
ra que basta, que son suficientes ya las medidas, funda- 
mentalmente la suspensión de la prórroga forzosa, que se 
introdujeron a través de un Real Decreto. Por el contra- 
rio, el Gobierno es consciente del importantísimo mate- 
rial de trabajo que acumuló la Comisión del Congreso que 
trabajó y estudió sobre esta materia, y piensa, desde lue- 
go, utilizar ese material de trabajo, como también el ma- 
terial acumulado en los departamentos de Obras Públi- 
cas y Urbanismo y Justicia durante la legislatura pasada, 
tendente a hacer la reforma de una vieja Ley que cierta- 
mente es inadecuada y que no satisface las necesidades 
de alquileres .de viviendas y de locales de negocios que 
existen en la sociedad española. 

Hay problemas, de la justicia en el País Vasco, cierta- 
mente, como los hay, y han sido resaltados por todas 
SS. SS., en todo el territorio de España. En el País Vasco 
el problema se agudiza por el tránsito acelerado de los 
jueces, el escaso tiempo que duran los jueces en aquellos 
destinos. Eso, a su vez, tiene relación con la lentitud con 
que, si no se cambia, como lo vamos a cambiar, el proce- 
dimiento actual de la selección de jueces, si no se cam- 
bia, digo, la lentitud con que se produce la selección de 
los jueces. Les voy a dar a ustedes un dato que es sufi- 
cientemente elocuente. Si no se modifica el sistema ac- 
tual (que lo modificamos, como luego tendré oportunidad 
de exponer contestando a una pregunta del señor Ruiz Ga- 
Ilardón), la selección de los jueces desde que se convoca 
en el nBoletfn Oficial del Estadou la oposición, hasta que 
se termina la oposición, que luego tienen que pasar, ade- 
más, por el Centro de Estudios Judiciales, son dos años, 
y fíjense en que esa situación se produce en un momento 
en el que existen en la carrera judicial en torno a 400 va- 
cantes de una plantilla presupuestaria que no rebasa los 
2.200. 

Esta es una situación que hay que corregir y que corri- 
ge el reglamento del Centro de Estudios Judiciales, lo cual 
nos va a permitir incorporar al ejercicio de la función ju- 
risdiccional personas adecuada y suficientemente forma- 
das que sean capaces de poner fin a la situación de inde- 
fensión que se produce cuando faltan ese número de jue- 

ces que les he dicho; número de jueces que, además, cier- 
tamente, como ha señalado alguna de SS. S S . ,  representa 
globalmente una cifra inferior a la proporción juez-ciuda- 
danos que existe en la Comunidad Económica Europea. 

Quiere todo esto decir, señorías, que resulta imprescin- 
dible no solamente cubrir, y cubrir cuanto antes, esas 400 
vacantes que existen en la carrera judicial, sino que, ade- 
más, será necesario incrementar en torno, por lo menos, 
a unos 1.000 jueces más, la plantilla de la carrera judi- 
cial para colocarnos ya así entonces en una situación, en 
unas cifras parecidas a las de otros países de la Comuni- 
dad Económica Europea. 

Pero en tanto se produzca esta situación, señor Bandrés, 
lo cierto es que al estar muy vacío el escalafón, la movi- 
lidad es muy grande y eso es lo que explica que duren a 
veces tan poco tiempo en determinados destinos los fun- 
cionarios judiciales, fiscales v del secretariado. 

Creo, señoría, que esta situación va a poderse remediar, 
sin embargo, con bastante eficacia gracias a otra de las 
cosas que hcmos hecho entre todos: gracias al acceso a la 
magistratura por el procedimiento del concurso de méri- 
tos, como distinto al de oposición. Puedo decirle que en 
el recientc concurso de méritos para acceder a la condi- 
ción de magistrado, se hace posible cubrir determinados 
destinos en el País Vasco que han permanecido durante 
bastante tiempo carentes de esa necesaria e imprescindi- 
ble cobcrtura judicial. 

Problemas en el País Vasco, problemas en Cataluña y 
problemas en Canarias, en alguna de las magistraturas de 
Canarias, se van a poder resolver gracias a la incorpora- 
ción a la carrera judicial, en la categoría de magistrado, 
de un número de magistrados a través de este procedi- 
miento, insisto, de concurso. Vean ustedes cómo aquel 
procedimiento que tuvo siempre la oposición del Grupo 
Popular, acaba revelándose como un instrumento útil. Al- 
guna vez se darán cuenta, acabarán reconociéndolo y yo 
estoy seguro de que si ellos alguna vez tienen la respon- 
sabilidad de gobernar España, tengo la evidencia de que 
eso no lo van a cambiar, porque ese es un procedimiento 
bueno para facilitar el acceso al ejercicio de funciones ju- 
risdiccionales de buenos juristas, de buenos profesionales 
del Dcrecho. 

Es verdad que las condiciones sanitarias de algunos 
centros no son buenas y que, como yo he dicho, es nece- 
sario proceder a una mejora notable de las mismas. En 
eso estamos y a eso les he anunciado que voy a dedicar 
bastante atención en el curso de esta legislatura; pero, 
desde luego, señorías, señor Bandrés, le aseguro que no 
tiene nada que ver el reconocimiento que acabo de hacer 
con el lamentable fallecimiento de un interno en el cen- 
tro de Herrera de la Mancha, el señor Asensio. Creo que 
en cualquier lugar en que se hubiese encontrado, lamen- 
tablemente, el proceso pulmonar que sufría habría con- 
ducido -porque la medicina habría sido incapaz de de- 
tenerlo- a ese resultado final que lamento tanto como us- 
ted. Quiero que sepa S .  S . ,  por si no lo sabe, que proba- 
blemente lo sabrá, que se le dio al señor Asensio la posi- 
bilidad de ser atendido, si es que los médicos del centro 
de Herrera de la Mancha no eran de su confianza, de ser 
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examinado, atendido v tratado por los medicos que él 
quisiera. 

Debe saber S.  S.  que médicos, doctores con residencia 
en el País Vasco pasan con frecuencia por el centro de 
Herrera de la Mancha para reconocer a los internos que 
así lo solicitan; pero que el interno desgraciadamente fa- 
llecido, senor Asensio, no recurrió a la llamada a estos 
doctores, a estos médicos del País Vasco. 

Sobre política de indultos y ,  concretamente, sobre el in- 
dulto de los dos chiítas a que se ha referido S.  S . ,  quiero 
decir -y esta es mi respuesta a esa pregunta- que, en 
este caso, concurrían los requisitos legales v que, por con- 
currir los requisitos legales, el Gobierno procedió a su 
indulto. 

¿Qué se va a hacer con la ley de despenalización del 
aborto? ¿Se va a modificar? Tengo que reiterar aquí el 
punto de vista que he expuesto va en numerosas ocasio- 
nes. El punto de vista es que, de la misma forma que la 
despenalización se produjo en los supuestos que ustedes 
conucen porque se había comprobado reiteradamente que 
hasta ahí llegaba la voluntad mavoritaria de la sociedad 
espanola, por la misma razón hay que estar muv atentos, 
hacer un seguimiento constante en cuanto a la evolución 
de esa voluntad mavoritaria, porque todo legislador de- 
mocrático tiene que ajustar, tiene que atemperar la Iegis- 
lación a lo que la sociedad demanda, a lo quc la sociedad 
pide. Por consiguiente, producida esa situación, habria 
que sacar de la misma las consecuencias democrática- 
mente razonables. 

Me ha preguntado también S .  S .  por determinados con- 
tratos irregulares de Alcalá. Señoría, esos documentos 
eran unos viejos documentos impresos, que, desde luego, 
sabe usted que no tienen nada que ver ni con el talante 
del Director General de Instituciones Penitenciarias que 
lo fue hasta hace poco, ni con el del actual Director Ge- 
neral de Instituciones Penitenciarias. ni, desde luego, con 
el talante, la actitud vi ta l  del Ministro de Justicia. Eran 
unos viejos impresos. En cuanto nos enteramos de que to- 
davía existían, fueron automáticamente desechados. Fue, 
como ocurre muchas veccs, el mantenimiento en algunos 
almacenes de unos imprcsos que, naturalmente, ya no 
tendrán ninguna utilidad jamás, porque comparto con us- 
tcd la crítica total, absoluta y completa del contenido, por 
otra parte manifiestamente nulo de pleno derecho, de esos 
contratos. 

Me ha preguntado tambitk por la Icv del Jurado, y le 
contesto y contesto tambith así a todas las intervencio- 
nes que sobre este punto se han producido. Probablemen- 
te, SS. SS., cuando piensan en el Jurado, tienen cn su ca- 
beza como modelo de sociedad en la que funciona correc- 
tamente el Jurado el modelo de la sociedad norteameri- 
cana, que, por otra parte, es la socicdad que más invierte 
en el funcionamiento de los Jurados, que tiene una regu- 
lación niás depurada después de los estudios que han sido 
realizados en el Departamento de  Justicia. Quiero que se- 
pan ustedes un dato que es importante: quc en la justicia 
penal de los Estados Unidos no rebasa el 8 por ciento de 
la misma la justicia que tiene lugar y que se desarrolla a 
través de Jurados; es decir, en los Estados Unidos, país 

que muchos ponen como modelo de funcionamiento del 
Jurado, el 92 por ciento de la justicia penal no se tramita 
a través del Jurado; sólo e l8  por ciento. Y esto es así, sen- 
cillamente, porque el funcionamiento del Jurado, si se ex- 
tendiera a la totalidad de la justicia penal, los norteame- 
ricanos dicen que produciría automáticamente la parali- 
zación completa y total de la justicia penal. Envié a los 
Estados Unidos a un grupo de personas para que estudia- 
ran estas cuestiones. Puedo -es quizá anecdótico pero a 
veces las anécdotas tienen importancia-, puedo contar- 
les que un juicio, en el que el fiscal acusaba a una estu- 
diante de haber sustraído tres libros de medicina a un 
cornpanero de la Universidad, tardó en celebrarse dos 
días enteros. Provecten ustedes consecuencias de esto que 
acabo de decir sobre la justicia penal, no ya norteameri- 
cana, sino espanola, y obtengan las conclusiones ne- 
cesarias. 

;Qué quiere decir el Ministro de Justicia con todo esto? 
Quiere decir que, desde luego, en esta legislatura el Jura- 
do va a ser introducido en Espana. Serán SS. SS. los que 
decidan cuál va a ser la forma de Jurado. Yo, desputis de 
los estudios que ha realizado el Departamento -ya lo he 
manifestado así en muchas ocasiones-, creo que hay que 
huir de la simplificación de decir «este sistema es bueno 
y este es malo)). Creo que la experiencia del Derecho com- 
parado pone de manifiesto cómo existe la posibilidad de 
encontrar fórmulas que utilicen las ventajas de un siste- 
ma v de otro. Y ,  por otra parte, en la solución que demos 
al problema del Jurado no nos podremos olvidar -y so- 
bre esto hav una intervención de un fiscal en la Memoria 
de la Fiscalía de este ano muv elocuente e interesante- 
de lo que la Constitución española impone al funciona- 
miento de nuestro Jurado. La obligación de motivación 
de la sentencia, la necesidad de explicar por qué ha que- 
dado destruida la presunción de inocencia y se hace una 
afirmación de culpabilidad, estos dos condicionamientos 
constitucionales obligan a introducir en el sistema de Ju- 
rado anglosajón modificaciones que hagan posible la con- 
vivencia de ese tipo de Jurado con estas reclamaciones di- 
rectamente constitucionales. Habrá, pues, Jurado, y el Ju- 
rado estará, naturalmente, en la línea de la búsqueda de  
la fusión de las ventajas de un sistema v de otro. 

Creo, senoría, que he contestado con esto a la totalidad 
de su intervención. 

Señor Sartorius. comparto con usted -porque es así, y 
porque negarlo sería negar la evidencia- las afirmacio- 
nes sobre que la Justicia es lenta, que es cara y que, por 
consiguiente, no ampara suficientemente los derechos e 
intereses legítimos. Así ha sido dcsdc siempre. Hace muy 
pocos días leía en un escrito del Presidente del Consejo 
General de la Abogacía una referencia a Hamlet v otra re- 
ferencia a Napoleón Bonaparte, los cuales, va en distin- 
tos textos, recordaban la lentitud de sus Justicias respec- 
tivas. Ha sido lenta la Justicia en Espana, y cara. Pero, 
cuando hablemos de la carestía de la Justicia, senoría, de- 
tengámonos un poco a pensar cuál es la causa del enca- 
recimiento de la Justicia. Porque si laincidencia en el cos- 
to de la Justicia de la tasa judicial está entre iin 6 v un 8 
por ciento -depende-, quiere decir que hav otras cau- 
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sas determinantes de esa carestía respecto de las cuales 
este Ministerio no tiene ninguna posibilidad de influen- 
cia. Parece que está muy claro lo que quiero decir. Pero 
para que la Justicia funcione mejor creo que hemos he- 
cho, en esta legislatura pasada y en la que ahora comien- 
za, una gran parte de lo que se podía hacer. Se ha dado 
un vuelco en los presupuestos. Es en pesetas corrientes 
como hay que interpretar esa afirmación que hacía sobre 
que el presupuesto de Tribunales en el ano 87 es igual a 
todo lo que fue el presupuesto del Ministerio de Justicia 
en el ano 1982. Creo que no falto a la verdad y que soy 
bastante objetivo si les digo que casi todo lo que dijimos 
en la anterior legislatura que íbamos a hacer lo hemos he- 
cho. Lo que en ningún momento pudimos decir v, por tan- 
to, no dijimos, es que lo íbamos a arreglar todo; que la 
Justicia iba a funcionar perfectamente bien. No. Ya s6 que 
eso no lo hemos conseguido. Tenemos que seguir dando 
pasos, y para alcanzar esas soluciones es necesario poner 
en marcha ese conjunto de instrumentos legislativos, eco- 
nómicos, presupuestarios y de gestión a los cuales he he- 
cho referencia en mi intervención. 

Me ha preguntado usted por los reglamentos de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. Los reglamentos realmente 
son cuatro o cinco, creo. Dos va están hechos, señoría; uno 
aprobado por el Consejo de Ministros, e1 del Centro de Es- 
tudios Judiciales; otro creo que lo aprobará mañana, el 
de Oficiales, Auxiliares y Agentes. Y, en relación con la 
preocupación que S. S. me ha manifestado y que le han 
transmitido algunos funcionarios de la Administración de 
Justicia, puedo decirle lo que he dicho en mi primera in- 
tervención: que a ese reglamento se ha llegado tras nu- 
merosas reuniones con la totalidad de las centrales v aso- 
ciaciones profesionales representadas en la Administra- 
ción de Justicia. Ha habido muchas sesiones de trabajo, 
muchas reuniones, y,  al final, se ha levantado un acta 
-que tengo a disposición de S .  S .  si la quiere-, en el que 
todas ellas reconocen su conformidad con el texto que ha 
sido remitido por el Consejo de Ministros. 

Por consiguiente, estoy seguro de que ante este dato esa 
duda que S .  S .  tenía habrá podido quedar despejada. 

¿Para cuándo la Policía judicial? La Ley de Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad del Estado no tiene mucha antigüe- 
dad, pero me adhiero completamente a la expresión de su 
voluntad y de su criterio. Me parece que una pieza clave 
para el funcionamiento de la Administración de Justicia 
es la pronta creación y puesta en funcionamiento de uni- 
dades de Policía judicial. Alguna existe va, como por 
ejemplo en la Audiencia Nacional, con resultados satis- 
factorios, pero eso, naturalmente, hav que generalizarlo 
a la totalidad del territorio español. 

Claro que hemos adoptado medidas contra la corrup- 
ción. Lo que ocurre es que fíjese usted en que paradoja se 
ha producido esta mañana aquí. Algunas de las medidas 
que quienes más han estado en la vanguardia de la lucha 
contra la corrupción en la Oficina judicial, que natural- 
mente no hemos sido quienes hemos tenido responsabili- 
dades en el Ministerio de Justicia -aunque desde luego 
en eso hemos puesto muchísimo interés (tambien hemos 
tenido colaboraciones muy importantes, que vo aquí quie- 

ro valorar, de autoridades judiciales y fiscales que sirven 
en toda España, pero destacadamente en los juzgados de 
Madrid), algunas de las medidas, repito, que han tenido 
la plena conformidad de quienes estando en la vanguar- 
dia de la lucha contra la corrupción y han sido conside- 
radas como buenas, como positivas, han sido, sin embar- 
go, censuradas aquí esta mañana como negativas. La su- 
presión del cobro de cantidades por las salidas de los juz- 
gados era algo que venía impuesto para acabar ... (El se- 
ñor Sartorius Alvarez de las Asturias Bohórquez hace dg- 
nos negativos.) Ya sé que no ha sido su señoría. Simple- 
mente quiero que vean ustedes hasta que punto a veces 
se producen contradicciones, en este caso, a mi juicio, 
abiertamente insalvables. 

Respecto a la Ley antiterrorista, va he dicho que pre- 
fiero posponer al debate próximo todas estas cuestiones. 
No creo que se pueda citar, señoría -entrando en otro 
tema que ha p l an teade ,  ni un solo caso en toda la Eu- 
ropa comunitaria en que realmente sea preceptivo que el 
detenido sea inmediata v automáticamente puesto a dis- 
posición de la autoridad judicial sin que previamente 
hava pasado por unos locales judiciales. Yo creo que en 
toda la Europa comunitaria un detenido primero es so- 
metido a unas diligencias por las fuerzas de seguridad que 
le hayan detenido v una vez hechas las comprobaciones 
iniciales es puesto a disposición de la autoridad judicial. 

En lo que hav variaciones es en cuanto a la duración 
del plazo máximo de detención. Aquí nosotros lo hemos 
establecido en la Constitución. La posibilidad de la per- 
manencia en instalaciones policiales, no judiciales, de una 
persona esta, constitucionalmente reconocida durante se- 
tenta y dos horas, si bien luego, naturalmente, tiene que 
ser puesta a disposición de la autoridad judicial. 

Hemos introducido la informática, pero evidentemente 
no es suficiente si luego no se logra la formación de las 
personas que tienen que utilizarla. Lo único que puedo de- 
cir a S .  S .  es que tendrá usted razón y encontrará casos 
en los que la informática ha sido implantada v no se ob- 
tiene de ella la rentabilidad adecuada. Pero lo que sí le 
puedo decir es que en el planteamiento que hace el Mi- 
nistro de Justicia en los contratos a travcs de los cuales 
se implanta la informática está establecida la obligación 
por parte de las empresas implantadoras de formar al per- 
sonal del Juzgado para enseñarles el funcionamiento de 
las máquinas. Lo que puede ocurrir, y de hecho sucede en 
algunas ocasiones, es que hav, inicialmente al menos, lue- 
go vo creo que acaba siendo vencida, una resistencia a la 
sustitución de las viejas máquinas por la informática, 
aunque al cabo de tiempo la mavoría se percata de las 
grandes ventajas que eso supone. 

Los funcionarios de prisiones le han expresado sus que- 
jas, sus protestas v han pedido un diálogo más fluido con 
el Ministro de Justicia. Yo creo que el diálogo con la Di- 
rección General de Justicia se ha mantenido con absoluta 
fluidez v que siempre que se ha planteado un problema 
han tenido la posibilidad de ser recibidos por el Director 
General de Instituciones Penitenciarias. Yo, por mi parte, 
la verdad es que no tengo en absoluto ningún inconve- 
niente, dentro de lo razonable (naturalmente, los titula- 
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res de los Departamentos no pueden estar permanente- 
mente atendiendo las peticiones de visita de los funcio- 
narios) para recibir ese tipo de quejas v de reclamaciones 
previa información, que naturalmente me tiene que faci- 
litar el Director General de Instituciones Penitenciarias. 

Es verdad que la actividad penitenciaria, sobre todo la 
que se desarrolla cn el interior de las galerías, donde a ve- 
ces se encuentran personas que por razón de los delitos 
quc han cometido v de sus peculiares características puc- 
dcn comportar alguna peligrosidad, es una actividad 
dura. E eso nadie lo puede negar. Eso reclama un csfuer- 
%o, tiene un costo para el funcionario, pero es algo que, 
dcsgraciadamentc, forma parte de la función que se de- 
sarrolla. Es como si los bomberos o los policías no quisie- 
ran aceptar como parte de su funcibn la necesidad de con- 
vivir con un mínimo de riesgo. Lo que estamos haciendo 
es tratar de reducir al mínimo ese riesgo, señoría, y como 
prueba de que esto que acabo de decir es absolutamente 
vcrdadcro v cierto puedo indicarle que se ha duplicado el 
número de funcionarios de prisiones. Las posibilidades de 
asegurar los derechos de los funcionarios son mucho ma- 
vores si en lugar de haber, como había a finales del ano 
82, 4.500 funcionarios hay, como este ano, en torno a los 
10.000 funcionarios. Es una medida, como otra medida 
buena, por ejemplo, para reducir la conflictividad v la pc- 
ligrosidad del trabajo es la sustitución de las viejas cár- 
celes por los modernos centros penitenciarios que esta- 
mos procediendo a inaugurar. 

Por otra parte, exactamente igual que el resto de los 
funcionarios pueden tener una participación en la nego- 
ciación de su regimen económico -ha sido otra de las ob- 
servaciones que usted me ha hecho-, el Departamento 
de Justicia no tiene ningun inconveniente -v estoy dis- 
puesto a estudiarlo para introducir las reformas que lo fa- 
ciliten- en que puedan participar, exactamente igual que 
el resto de los funcionarios, en la negociación y en la bus- 
queda de las idóneas soluciones económicas. 

Lo quc sí le puede decir, para que tambic'n S. S. lo tcn- 
ga en cuenta, es que a diferencia de lo que ocurre con 
otros sectores de la Función pública, la posibilidad de ha- 
cer esos planteamientos, la posibilidad de proponer un 
cambio en la legislación repuladora del sistema rctribu- 
tivo de los funcionarios judiciales, esté reconocida al Con- 
sejo General del Poder Judicial, que es el órgano de go- 
bierno. Desde luego, este Gobierno va a atender escrupu- 
losamente cuantas peticiones y observaciones pueda ha- 
cer el Consejo General del Poder Judicial respecto de cues- 
tiones como esa. 

Me ha preguntado usted qué va a ocurrir con los indul- 
tos de los jornaleros andaluces. Naturalmente, yo  ahora 
no le puedo anticipar qué es  lo que va a suceder con esos 
indultos. En primer lugar, es necesario que se planteen. 
En segundo lugar, es necesario quc se tramiten v ,  final- 
mente, se pronunciará el Conwjo de Ministros. Pero lo que 
sí recuerdo, exactamente igual que en el caso conocido 
del senor Cañamero, es que existen, sin necesidad de Ile- 
gar al ejercicio del derecho de gracia, en el Código Penal 
instrumentos, técnicas penales para evitar el cumplimien- 
to, la ejecución de una pena privativa de libertad cuando 

concurren determinados supuestos, supuestos que, na- 
tualmente, pasan por la no habitualidad, por la no rein- 
cidencia en la comisión de delitos. Delitos, senoría -yo 
aquí también quisisera ser muy objetivo- que están ahí, 
en el Código Penal. En todos los códigos penales del mun- 
do, de los países civilizados, es  delito interrumpir una 
carretera, es delito cortar unas vías férreas. Eso es delito 
aqui y en todas partes y cuando eso se produce, se cons- 
tata v se demuestra que se produce, se ponen a funcionar 
los instrumentos que están para la realización del Estado 
de derecho. Y puestos a funcionar esos instrumentos se ce; 
lcbran unos juicios y e n  esos juicios recaen unas determi- 
nadas conductas. A la hora de valorar esos comportamien- 
tos y esas conductas es cuando habrá que tener en cuenta 
las razones explicables, las motivaciones profundas, el 
origen socioeconómico de determinados comportamien- 
tos. Naturalmente, lo que nadie puede pensar es que en 
una sociedad democrática puedan dejar de funcionar, en 
esas circunstancias v en esas ocasiones, los resortes pro- 
pios ? típicos de un Estado de Derecho. 

En cuanto al IVA de los abogados, lo único que puedo 
decir en este momento, puesto que ksa es una decisión 
que tendrá que ser instrumentada legalmente, es que se 
hace, a mi juicio, un equivocado planteamiento cuando 
se dice que la supresión de las tasas no significa un aba- 
ratamiento de la Administración de Justicia porque lue- 
go se establece el IVA. Ese no es un planteamiento correc- 
to. Luego llegaremos al tema que comprendo que intere- 
sa a todos los senorcs Diputados que han suscitado esta 
cuestión. El plantemiento correcto c's: el costo dc la acti- 
vidad judicial sería la suma de tasas más IVA de los abo- 
gados. Por consiguiente, la supresión de la tasa judicial 
es siempre v en todo caso -v quiero que así se reconoz- 
ca- un abaratamiento del proceso. 

De todas formas, respecto al IVA de los abogados, nada 
pucdo anticipar en este momento, aunque desde luego la 
actitud del Ministerio de Justicia, dentro de la filosofía 
del abaratamiento del Ministerio de Justicia, es que el IVA 
en ningún caso signifique un no abaratamiento, sino un 
posible encarecimiento. Ese es el punto de vista del Mi- 
nistro que tiene el honor de hablarles. Tengo que recono- 
cer que en la Comunidad Económica Europea no hav IVA 
de los abogados en Grecia y en Portugal, porque no se ha 
introducido el IVA para nada: el resto de los países tie- 
nen IVA,  excepto Bdgica y Francia, que lo tendrán por- 
que el período transitorio creo que termina el 1 de enero 
de 1988. Por consiguiente, quiero que quede dicho aquí 
en esta Comisión que el 1 de enero de 1988 la actividad 
profesional de los abogados estará gravada por el IVA en 
toda la Comunidad Económica Europea. ¿Qué va a pasar 
en España? Para eso creo que habrá respuesta dentro de 
no mucho tiempo, pero el talante, el espíritu v la actitud 
con que este problema lo afronta el Ministerio de Justicia 
es el que he dicho antes: el deseo de que en ningún caso 
el IVA signifique un entorpecimiento en una política cla- 
ramente encaminada a abaratar la Administración de 
Justicia, facilitando el que todos los ciudadanos espano- 
les tengan la posibilidad de acceder a la tutela judicial 
efectiva. 
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Veo que SS. SS. miran el reloj porque la hora es muy 
avanzada, pero, naturalmente, yo no puedo dejar de con- 
testar a todas las observaciones porque si no me llama- 
rían ustedes la atención y dirían que no les he dado 
respuesta. 

El señor RUIZ CALLARDON: Podemos continuar esta 
tarde. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Lcdcsma Bartret): 
Por mi no tengo ningún inconveniente. 

El señor PRESIDENTE: Señor Ruiz Gallardón, yo no 
sc el tiempo que podría tardar el señor Ministro c n  
terminar. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledcsma Bartrct): 
Señor Presidente, vo tampoco lo pucdeo calcular porque 
voy contestando a medida que voy viendo los temas que 
me h a n  planteado. Me resulta imposible estar en condi- 
ciones de decirles lo que vov a tardar. Podría intentar, si 
ése fuese el planteamiento del señor Presidente, acortar 
mis contestaciones y tratar de hacerlas todas en el plazo 
que S.  S.  me marque, pero más que eso no puedo hacer. 

El señor RUIZ CALLARDON: i N o  podemos continuar 
esta tarde? 

El señor PRESIDENTE: Vamos a interrumpir la sesión, 
puesto que veo que es el deseo de la mayoría de los Dipu- 
tados, y la reanudaremos a las cuatro y mcdia en punto 
de la tarde. 

Se suspende la sesión. 

Eran las dos y cincuenta y cinco minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y treinta y cinco mi- 
nutos de la tarde. 

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores Diputados, 
vamos a reanudar la sesión, que interrumpimos para co- 
mer, y vamos a continuar con la intervención del scñoi- 
Ministro, puesto que le quedaba por responder a algunos 
de los portavoces de los Grupos Parlamentarios. 

Tiene la palabra e1 señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Lcdcsma Bartrct): 
Muchas gracias, señor Presidente, y gracias también por 
la interrupción que a todos, y concretamente a mí, nos ha 
permitido descansar durante unos minutos. 

Siguiendo el orden de esta mañana, contesto a conti- 
nuación al señor Cavcro. El señor Cavcro, igual que otros 
señores Diputados, ha iniciado la intcrvcncibn, si mal n o  
recuerdo, poniendo de manifiesto el preocupante funcio- 
namiento de la Administración de Justicia, recogiendo las 
quejas que ciertamente contiene la Memoria del Defensor 
del Pueblo, las que ha expresado el Presidente del Conse- 
jo General de la Abogacía, v algunos datos, por ejemplo, 
en relación con la situación en que se encuentra la Sala 

Segunda del Tribunal Supremo, y la verdad es que se po- 
drían añadir datos de otras Salas del Tribunal Supremo. 

Por consiguiente, son unas observaciones coincidentes 
con otras Muchas que se han producido aquí esta mañana. 

No puedo repetir al señor Cavero lo que, desde la pers- 
pectiva del Ministerio de Justicia, se considera como una 
respuesta a estas preocupaciones, pero sí voy a añadir una 
cosa que quisiera que fuera interpretada por SS. SS. con 
la misma buena fe con que vo la digo. 

Señorías, el correcto funcionamiento de la Administra- 
cion de Justicia no depende sólo del Ministerio de Justi- 
cia, ni  de ustedes, titulares del Poder legislativo del Esta- 
do, ni tampoco depende sólo del Gobierno; juegan otros 
factores, se necesitan otras voluntades, es necesario que 
se presten otros servicios. En un supuesto hipotctico, que 
todavía no se da, pero que puede darse sin transcurrir mu- 
cho tiempo, en el supuesto de puesta a disposición del 
aparato judicial -los juzgados y tribunales- de todos los 
medios razonables para que funcionen bien, puede seguir 
ocurriendo que ese aparato no funcione adecuadamente, 
en cuvo caso, quizá habría que buscar otras cxplicacio- 
ncs; ni siquiera voy a decir responsabilidades, simplc- 
mente explicaciones. 

Quiero que sepa el señor Cavero que, a lo largo de la 
pasada legislatura, en este país, en nuestro país, en nucs- 
tra querida España, se han creado al mes siete nuevos ór- 
ganos jurisdiccionales, y eso es mucho. Le aseguro quc 
hay sitios, capitales importantes, donde la justicia penal 
tenía un atraso notable, en donde, gracias a la importan- 
te creación de juzgados dc instrucción, ya no hav ese atra- 
so, pero sucede que en esas mismas ciudades hay, sin em- 
bargo. juzgados en los que sí hay atraso. Y eso ya no tie- 
ne nada que ver ni con la Ley dc Enjuiciamiento Crimi- 
nal, ni con el número de juzgados, ni con otras razones. 
No quiero ser más explícito. 

Yo aseguro a esta Comisión que es voluntad, no va so- 
lamente del Ministro de Justicia, que vale poco a solas, 
del Gobierno seguir haciendo todo lo que se pueda poi- 
me,jorar el funcionamiento de la Justicia. Tenemos un 
enorme interés. N o  tenemos ningún interés en que la Jus- 
ticia funcione mal, pero exíjase al Poder Ejccutivo, y dcn- 
tro de él al Ministerio de Justicia, las rcsponsabilidadcs 
que le competen, no aquellas que quedan absolutamente 
lucra de s u  responsabilidad. Esto ya lo he dicho cn esta 
Cámara e n  alguna ocasión, pero me parece que es bueno 
recordarlo para que ustedes libremente actúen en con- 
secuencia. 

Una Justicia lenta es una mala Justicia. Una Justicia 
que se interrumpe en el trámite de ejecución de las scn- 
tcncias produce una profunda frustración porque. dcs-  
pues de todo el calvario que significa el seguimiento de 
todos los trámites, después de que por fin va se ha llega- 
do al final del proceso, resulta que ahí, de nuevo, se cm- 
pieza a producir otro detenimiento porque no se impulsa 
adecuadamente la ejecución. Juegan muchas razones: 
está la resistencia que opone el deudor, está la resisten-. 
cia que oponen las compafiías de seguros muchas veces 
-no me importa decirlo así de claro-, están jugando qui- 
zá algunos tics profesionales en virtud de los cuales se en- 
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tiende que el cstuerzo termina en la sentencia y que no 
hay que scguir ocupándose luego de la ejecución; hay mu- 
chas razones. Ese es un dato que está ahí, sobre el cual el 
Ministerio de Justicia v e l  Gobierno pueden operar sólo 
en la medida de sus posibilidades. La prueba es que el Dc- 
partamento de Justicia estaba seriamente preocupado por 
eso.  Para estar seriamente preocupado, lo único que hay 
que hacer es estar en la vida -y no en el despacho de la 
calle de San Bernardo- con los oídos bicn abiertos, cs- 
cuchando a la gente, ovendo las quejas de los abogados, 
de los procuradores, dc los ciudadanos, sobre todo de los 
ciudadanos más desvalidos, para saber que eso n o  luncio- 
na bicn y que las ejecuciones se detienen. Y csa luc la prin- 
cipal causa por la que en la anterior legislatura se modi- 
ficó en la Ley de Enjuiciamiento Civil todo el trámite rc- 
gulador de las ejecuciones. Queríamos acabar con los obs- 
táculos legales que podrian explicar esos detenimientos, 
esas lentitudcs. El legislador hizo lo que pudo para me- 
.jorar esa situación. Si. que, sin embargo, se siguen produ- 
ciendo cuellos de botella, detenciones y parotics: pero 
aparte de incrementar el número de jueces, de secrcta- 
rios, de fiscales v del personal auxiliar en los terminos en 
que se lo he contado esta mañana, además de introciucir 
la informática, además de mejorar la regulación que hay 
en la Ley Cambiaria, en la Lcv de En,juiciamicnto Civil y 
en la Ley Hipotecaria -las tres reformas las hemos hc- 
cho en la legislatura pasuda-, realmente, desde la res- 
ponsabilidad del Poder Ejecutivo y del Gobierno, ya quc- 
dan pocas cosas por hacer. No voy a ser tan obtuso como 
para pensar que no se pueden mejorar, pero hay otras co- 
sas por hacer que están más allá, que están extramuros 
del Poder Ejecutivo v entran en la responsabilidad de 
otros poderes. 

insisto, lo digo con toda buena íe, sin acritud -por uti- 
lizar una palabra del Presidente del Gobicrtx+ hacia na- 
die, pero me parece que hay que ser muy objetivos, hay 
que hacer un esfuerzo constante de objetividad y saber 
dónde están los fallos y detectarlos para que, así, sea pc)- 
sible encontrar los remedios y señalar quienes tienen en 
sus manos la clave de la solución de los problemas. 

Concretamente, les puedo asegurar quc en el Tribunal 
Supremo se ha hecho a lo largo del ano pasado un impor- 
tantisimo esfuerzo; prácticamente hemos duplicado el nú- 
mero de oficiales, se ha informatizado, se han hecho obras 
por valor, me parece, de más de cien millones de pesetas, 
está cubierta la plantilla íntegra del Tribunal Supremo v ,  
además de los magistrados titulares, magistrados propie- 
tarios, hav un importante número de magistrados suplcn- 
tcs que están trabajando por encima de las plantillas. Sí 
con esto se siguen produciendo las cifras que S .  S. ha se- 
ñalado, senor Cavcro, búsquense dbndc están las causas. 

Su señoría ha dicho que la Memoria del Fiscal no es un 
fiel reflejo de la evolución de la criminalidad. N o  estaba 
usted entonces en la Cámara, porque en la legislatura pa- 
sada cuando la oposición, no toda, sino una parte, quería 
poner de manifiesto el error de las medidas legislativas 
que c l  Gobierno había impulsado, que como los núme- 
ros acreditan no ha sido tal error, sino más bien todo lo 
contrario (aquí tendría que remitirme, por ejemplo, a los 

consejos que dan las Naciones Unidas sobre Justicia pe- 
nal, entregárselos a cada uno de ustedes y poner a su lado 
las leves que hemos ido haciendo al cabo de estos cuatro 
anos para que ustedes mismos objetivamente comproba- 
ran hasta qu6 punto hemos sido fieles con las sugerencias 
que desde las Naciones Unidas se hacen) siempre se uti- 
lizaba como gran argumento la Memoria del Fiscal Gcne- 
ral del Estado. N o  es justo, no es políticamente justo, creo 
yo ,  prcscindir del valor de las Memorias del Fiscal Gene- 
ral del Estado cuando no vienen bien v lanzarlas sobre la 
cara del Gobierno cuando vienen bien. Eso no puede ser 
a s í .  Si valían entonces para criticar la política guberna- 
mental, deben tarnbign valcr ahora, por lo menos para las 
personas que entonces invocaban aquellas Memorias, 
para llegar a la conclusión de que aqudla  fue una buena 

El Fiscal n o  miente. El Fiscal se atiene a unas cstadís- 
ticas que proceden de los órganos jurisdiccionales y dc las 
fiscalías. N o  se las inventa. Actúa con la misma justicia y 
con la misma objetividad hov que hace tres o cuatro años. 
Hagámosle caso hoy, de la misma forma que le hacían us- 
tedes caso hace tres o cuatro años, v reconózcase que afor- 
tunadamente en este país la línea es marcadamente des- 
cendente v que, sin que el Ministro de Justicia esté en ab- 
soluto satisfecho, porque por supuesto le gustaría quc no 
hubiese ninguna forma de delincuencia v la sociedad, 
toda la sociedad, viviese pacíficamente, en España esta- 
mos muv alejados de las cifras sobre evolución de la de- 
lincuencia que se registran en la Comunidad Económica 
Europea, donde tambibn tienen el problema de las deno- 
minadas cifras negras, porque 13 no denuncia de algún 
tipo de delito, en ningún caso de delitos graves -no hav 
i f r a s  negras en la delincuencia grave-, es un dato que 
k b e n  ustedes valorar v ponderar en la importancia que 
tiene. En otros países tambií-n hav cifras negras en cuan- 
to a la delincuencia media v menor. Estamos, por consi- 
guiente, en igualdad de condiciones. N o  digamos, por 
ejemplo, la cifra negra quehav en los Estados Unidos, que 
muchas veces desde otras áreas políticas se nos pone 
como modelo. En las mismas condiciones, en cuanto a la 
influencia de las cifras negras en España --afortunada- 
mente y para el bien de todos, esto no es de derechas, de 
izquierdas o de centro-,  estamos muy por debajo de las 
cifras europeas. 

He contestado sobre el IVA v ahora lo harb, senor Ca- 
vero, sobre el calendario de las leves de planta v demar- 
cación. La tcsis que se ha defendido aquí es la de  utilidad 
tbcnica v política de las leves de bases con su posterior de- 
sarrollo en textos articulados. Aparte de eso, esta matia- 
na también he defendido la conveniencia de preparar esas 
bases, que van a ser las claves jurídicas y políticas del 
nuevo sistema procesal español, al mismo tiempo que se 
preparan las leves de planta v demarcación. LPor qué? 
Porque hay una interdependencia necesaria, porque tene- 
mos que hacer la planta y la demarcación de acuerdo con 
criterios objetivos -y aquí abro un parkntcsis: de acuer- 
do con criterios objetivos-, sin dejarnos llevar por otras 
razones de tipo histórico, dc orgullos locales, de razones 
de prestigio o de influencias. 

política. 
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Es bueno hacer esas leyes de planta y de demarcación 
con arreglo a los criterios rigurosamente objetivos, al mis- 
mo tiempo que vamos sentando las bases del futuro sis- 
tema procesal español; sistema procesal español de una 
sociedad que está ya en los albores del siglo XXI y que, 
sin embargo, sigue utilizando un sistema que procede del 
regimen de acciones del Derecho Romano. 

El calendario dependerá de quién debe dar el visto bue- 
no a estas propuestas, que es el Gobierno, el Consejo de 
Ministros. El Ministro de Justicia ha venido aquí a expo- 
ner a S S .  SS. cuáles son sus Planteamientos y sus proyec- 
tos, pero tienen ustedes que interpretar estas declaracio- 
nes, como ocurre en todo sistema democrático, como unas 
declaraciones sometidas a la aceptación política del ór- 
gano de gobierno del Consejo dc Ministros, v en concreto 
de su Presidente. Pues bien, si el sistema dc bases se con- 
siderase, por las razones que he expuesto, correcto y ade- 
cuado a lo que se quiere hacer, sería deseable que en el 
niismo tiempo que tardemos en preparar esas bases, para 
las cual& ya hay u n  material muy importante, vayamos 
haciendo simultáneamente la planta y la demarcación. Y 
eso, señoría, yo creo que muy razonablemente a primeros 
del año 1987 podría estar terminado, en cuanto a su pre- 
paración, para iniciar inmediatamente en esta Cámara un 
debate. 

Esto me lleva a responder a otro tema que ha suscita- 
do S .  S. -y me permitirán las señoras y señores Diputa- 
dos que la contestación que le dk al señor Cavero sirva 
también para responder a otras observaciones- sobre la 
constitucionalidad dc la utilización de las bases -algún 
señor Diputado, creo que el reprcsentante de la Minoría 
Catalana, si he oído bien, la ha rcconocido y ha dicho que 
es perfectamente constitucional--, sobre la constituciona- 
lidad del sistema de bases, sobrc los peligros en cuanto al 
ejercicio por el Gobierno del desarrollo de esas bases y en 
cuanto al control que de las mismas debe y puede haber. 
Porque decía el señor Cavero que a lo mejor era preferi- 
ble que en lugar de utilizar el sistema de bases se emplea- 
ra otro procedimiento, que seria presentar proyectos au- 
tónomos distintos y debatirlos no en el Pleno, sino en la 
Comisión de Justicia e Interior con competencia legisla- 
tiva plena. Señor Cavero, en este punto discrepo y estoy 
seguro que una reflexión detenida entre usted y yo casi ga- 
rantizo que nos permitiría llegar a un acuerdo, porque 
son muy importantes las decisiones políticas que las ba- 
ses implican. 

En el debate de las bases se van a tener que tomar gran- 
des decisiones sobre cuál va a ser nuestro proceso civil, 
sobre nuestro proceso contencioso, sobre nuestro proceso 
laboral, sobre nuestro proceso de menores, etcétera. Es 
decir, son temas tan delicados, tan trascendentes, que yo 
creo que deben ir al Pleno. Pero lo que no debe ir al Ple- 
no, como ha venido ocurriendo en el pasado, son temas 
que no tienen un contenido político, sino que tienen una 
dimensión predominantemente técnica. Fue, sin duda, 
este razonamiento el que en el pasado justifica que se re- 
curriese, para hacer los grandes códigos y las grandes le- 
yes de los cuales todavía estamos viviendo, a la técnica 
de las bases. De manera que yo deseo, desde la perspec- 

tiva del Ministro de Justicia, que ese gran debate se pro- 
duzca en el Pleno del Congreso y despuks en el Pleno del 
Senado. Además es perfectamente posible que las bases 
sean detalladas. No hay ninguna razón para que sean un 
número reducido de bases. 

Cuando uno lee, por ejemplo, las bases del Código Civil 
o las bases de la Ley de Enjuiciamiento Civil -que por 
cierto tienen un bellísimo castellano-, resulta verdade- 
ramente admirable hasta qué punto las detallaban cuan- 
do era necesario, cuando les importaba garantizar que se 
iba a producir un cambio legislativo. La base no tiene que 
ser necesariamente algo abstracto, inconcreto, indetermi- 
nado. Puede haber un número importante de bases, que 
a su vez sean concretas. Además tiene la ventaja -insis- 
to- de que cuando se estén debatiendo las bases aquí y 
antes, cuando las estemos preparando, todos podremos te- 
ner en nuestras cabezas la visión conjunta del sistema 
procesal, lo cual no puede ocurrir si durante cuatro me- 
ses debatimos una ley aquí, al cabo de los cuatro meses 
otra ley y al cabo de los cuatro meses otra ley diferente. 
Garantizamos la congruencia interna, la unidad, la siste- 
mática, la visión de conjunto v todo esto me parece que 
son razones para justificar el que los españoles del si- 
glo XX recuperemos una técnica legislativa perfectamen- 
te constitucional que ya utilizaron nuestros legisladores 
liberales de finales del siglo, porque esta técnica además 
--y con esto contesto a otras observaciones- está rodea- 
da de toda clase de garantías. ¿Cuál es el procedimiento 
de control? Está establecido, si mal n o  recuerdo en este 
momento, en el artículo 123 del Reglamento del Congre- 
so. Ese será el que se seguirá v,  en cuanto al contenido 
del control, el que las propias bases establezcan. 

Yo les aseguro quc el Gobierno no va a tener ningún in- 
terés en esta materia en desposeer, en privar a las Cáma- 
ras de su capacidad, de SU perfecto derecho a intervenir 
en la decisión de una cuestión tan importante. Las Cáma- 
ras debatirán todos los asuntos importantes, todos los 
asuntos decisivos, y me parece que ustedes y yo estare- 
mos de acuerdo en que no será en absoluto necesario que 
las Cámaras desciendan a temas que en otros países in- 
cluso tienen un contenido no legislativo sino reglamen- 
tario. 

Habrá, estoy seguro -y en ese sentido el paso por las 
Cámaras ha sido siempre decisivo, y con esto termino de 
contestar a sus preguntas-, un incremento de la retribu- 
ción del turno de oficio. Cuando hablamos de las retribu- 
ciones quizá siempre se piensa en los abogados. Creo que 
los procuradores no han recibido en los últimos anos unas 
mejoras, a las que tienen perfecto derecho, y espero que 
las mismas figuren en el presupuesto del año 1987. 

El señor Zubía ha iniciado su intervención con la críti- 
ca del funcionamiento de la Administración de Justicia. 
Permítame, señor Zubía, que no reitere lo que ya he di- 
cho a otras señorías. Me ha preguntado por qué di el vis- 
to bueno a la incomparecencia de los guardias civiles. 
También lo he explicado. Se ha ocupado también del ju- 
rado. Ya esta mañana he expuesto mi punto de vista. Hay 
dos cuestiones, porque la última ha sido la expresión de 
su satisfacción por el incremento que va a representar el 
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Presupuesto de 1987, una de las cuales es la transferencia 
de competencias penitenciarias a Comunidades Autóno- 
mas. Se hizo la transferencia a Cataluña. El Ministerio de 
Justicia no tiene, en absoluto, la más mínima oposición, 
resistencia o dificultad a que se produzca la transferen- 
cia al resto de las Comunidades Autónomas que tienen 
esa competencia. Quede esto, por tanto, aquí rotunda y 
claramente dicho. El Departamento de Justicia no va a ra- 
lentizar ni va a dificultar, en absoluto, esa transferencia 
de competencias. En cuanto al arbitraje institucional, úl- 
tima observación de S.  S., se hará a través de una refor- 
ma de la ley de arbitrajes priuados. 

Entro en las cuestiones planteadas por el senor Trías 
de Bes, que iniciaba su intervención dudando sobre las 
posibilidades de cumplir este panorama, este calendario, 
esta carga de trabajo a que yo he hecho refcrencia. 

Yo no  puedo evitar que S.  S. tenga dudas, si las quiere 
tener, pero S. S.  conmigo tiene que observar cuáles fue- 
ron los compromisos que en la legislatura pasada -me 
parece que era en enero del ario 1983- contrajo el Dcpar- 
tamento de Justicia, v cuál es e l  balance del cumplimien- 
to de aquellos comprom'isos cuando se disolvieron las Cá- 
maras para celebrar nuevas elecciones. Se hizo una parte 
muy importante de aquel trabajo, n o  en su totalidad. Yo 
afronto csta nueva Ii-gislatura con la misma voluntad de 
trabajo y ,  en la medida de lo posible -lo posible siempre 
tiene un límite-, tratar6 de cumplir con este programa 
que les he señalado. 

Me preguntaba por la demarcación y por los problemas 
que puede plantear e l  hecho de que tanto csta cuestión 
como cuestiones referentes a las competencias de las Co- 
munidades Autónomas en cuanto al personal al sctvicio 
de la Administración de Justicia cstkn en este momento 
pendientes de su resolucicjn por el Tribunal Constitucio- 
nal porque hay unos recursos entablados, entre otros, por 
la Generalidad de Cataluña. Ciertamente, la solucion de 
esos recursos condicionará completamente las soluciones 
que incorpore la Ley. En cuanto al Tribunal Constitucio- 
nal -y supongo que por el tiempo transcurrido desde la 
interposición de los recursos debe estar ya próxima la scn- 
tencia- resuelva esa cuestión, el Gobierno, como sicm- 
pre, cumplirá la sentencia del Tribunal Constitucional. De 
manera que yo espero, senoría, que, teniendo cn cuenta 
el calendario que he marcado en mi respuesta al señor Ca- 
vero, antes de que ya materialmente tengan que entrar 
aquí esos proyectos de ley, las sentencias esten dictadas 
y los proyectos de ley ajustados a esas sentencias. 

¿Se va a modificar el reconocimiento en rueda en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal? N o  nos lo hemos planteado, 
sinceramente. Yo creo que las normas que hay en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal -están apareciendo en la 
prensa, por cierto, unos buenos artículos del profesor Prie- 
to Castro- no son unas normas que cst6n pasadas de 
moda. A lo mejor habría que retocarlas: no entra, desde 
luego, en los cálculos del Ministro de Justicia proceder a 
una rectificación de esas normas. Lo que hay que hacer 
es cumplirlas; cumplirlas bien; cumplirlas de acuerdo con 
lo que la Ley establece, v no hacer interpretaciones o apli- 

caciones de esos artículos desviados, no ya del espíritu, 
sino de la letra de la Ley. 

He explicado -ha sido otra de sus observaciones- cuá- 
les han sido las razones y cómo se ha producido la dimi- 
sión del Fiscal General del Estado. Permítame, por con- 
siguiente, que no entre de nuevo en esa cuestión. Me ha 
preguntado que por que el Fiscal no estuvo presente en el 
asunto de los 90 guardias civiles. Lo cierto es que, como 
he dicho, la providencia no se le notificó; en cuanto ha te- 
nido conocimiento ha interpuesto el recurso y el escrito 
que les he leído esta maíiana en su «suplico». 

Respecto del incremento del Presupuesto me pedía us- 
ted que diera la cifra exacta del incremento total, no ya 
del capítulo 1, Personal, ni de Inversiones. El incremento 
global del presupuesto del Ministerio de Justicia en la 
parte de justicia para el ano 1987 representa un incre- 
mento del I1,95 por ciento. Lo tengo aquí apuntado, pero 
con la mayor celeridad posible voy a tratar de comp:o- 
bar si este dato que acabo de darle es exacto. 

Efectivamente, se produce en los creditos destinados a 
la Administración de Justicia, comparando 1986 y 1987, 
en e l  capítulo 1 de Personal, un 1 1.40 por ciento. Si la com- 
paración se hace con 1982, entonces el incremento es del 
Y 1,60 por ciento. En el capítulo 11, que son gastos de fun- 
cionamiento, hay respecto de 1986 un incremento del 
14,05 por ciento. Si la comparación se establece con el 
presupuesto del año 82 el incremento es del 346.20 por 
ciento. En el capítulo IV, quc es el de transferencias, si la 
comparación se establcce con el ano 82, hay un incremen- 
to del 239,lO pcir ciento, y en el capítulo VI, si se compa- 
ra 1986 y 1987, hay un incremento del 23.90 por ciento, 
y si la comparación se hace con 1982 la diferencia es a fa- 
vor de 1987 en un 92,45 por ciento. 

Me parece que cualquier observador imparcial, a la vis- 
ta de estos datos, tiene que reconocer necesariamente el 
gran esfuerzo económico que en materia de justicia sc ha 
hecho durante csta legislatura. 

El dibu,jo de la reforma que suponga el cumplimiento 
del Plan de la droga produce -brevemente, porque no 
quiero ser excesivamente largo- una reforma del Código 
penal en los artículos sobre tráfico de drogas, que va a sig- 
nificar básicamente una importante agravación de las pe- 
nas para los traficantes. 

Quiero aprovechar, señoría, esta oportunidad para re- 
cordarles a ustedes algo que se ha producido este verano. 
He tenido ocasión de decirlo en unas declaraciones a un 
medio de comunicación social. En Estados Unidos hay 
una gran preocupación por el problema de la droga, que 
tiene allí una virulencia especial. Ustedes han leído este 
verano cómo el Presidente de los Estados Unidos ha di- 
cho, sintéticamente, lo siguiente: Señores, hav que com- 
batir la droga, hay que combatir el tráfico de la droga. Te- 
nemos un problema de drogodependencia. Tenemos unos 
consumidores respecto a los cuales no debe aplicarse 12 
Ley penal. Son enfermos a los que hay que curar y tratar. 
Hay que fijar la atención, el castigo, en los traficantes. El 
Presidente Reagan ha dicho -perdónenme la inmodes- 
tia- exactamente lo mismo que este Ministro tuvo oca- 
sión de defender ante las Cámaras, frente a aquellos que 
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se empeñaban en sostener a toda costa que tan delicuen- 
tes eran los consumidores como los traficantes y que, por 
consiguiente, había que tipificar tanto el consumo como 
el tráfico. En el verano del año 86, el Presidente de los Es- 
tados Unidos nos ha venido a dar la razón. 

Por otra parte, la ejecución del Plan sobre la droga su- 
pondrá también -ya lo he dich- la creación de la Fis- 
calía para la represión del tráfico de las drogas. 

Me ha preguntado por la vigencia de la Ley Antitcrro- 
rista. Creo que admitirá que pospongamos el debate para 
el mes siguiente. 

Me ha preguntado sobre dotación de libros en todos los 
Juzgados, en relación, sobre todo, con la información so- 
bre la Comunidad Económica Europea y sobre el Derecho 
comunitario que se convierte en Derecho aplicable en Es- 
pana. Yo creo que a pesar de ese paso de los 5 millones 
a los 75.millones, sinceramente tengo que reconocer que 
no va a ser posible colocar en todos los Juzgados toda la 
colección legislativa y jurisprudencia1 del Derecho comu- 
nitario y del Tribunal de Luxemburgo. Me parece que in- 
cluso en los mejores despachos de los abogados todavia 
eso no es algo que se haya producido. No pidan ustedes 
al Estado que eso pueda tener realidad en un plazo breve 
de tiempo. Me conformo con hacer una cosa que por aho- 
ra -lo ideal sería lo que usted propone- es más razona- 
ble, que es tratar de montar espléndidas bibliotecas en 
las sedes de las Audiencias provinciales, consultables por 
todos los Juzgados del territorio de la correspondiente Au- 
diencia. A eso sí que caminamos y lo hacemos ace- 
leradamen te. 

Usted me ha preguntado por las leyes de bases, con su 
preocupación de un  cheque en blanco. A eso ya he 
contestado. 

Se ha ocupado también de la acomodación de las so- 
ciedades a la Comunidad Económica Europea. Me decía 
que ahí tenía usted el temor de que no fuera posible ejer- 
cer un control. Señorías, lo que le puedo decir, porque a 
lo mejor es causa de que yo no me he explicado adecua- 
damente, es que esa adaptación no se va a hacer a través 
de un texto articulado ni del sistema de bases que luego 
se articulan, sino que se va a hacer a través de un proyec- 
to de ley que creo que estará redactado, insisto, a finales 
del mes de octubre próximo. Debatimos en el Ministerio 
si era posible hacerlo por el sistema de bases y llegamos 
a la conclusión de que tratándose de esta materia, por la 
complejidad que tiene -teniendo en cuenta además que 
se partía ya del texto de las siete directivas de la Comu- 
nidad Económica Europea y dada la urgencia- era pre- 
ferible recurrir a un proyecto de ley, que ya está suficien- 
temente preparado. 

A continuación contesto a la intervención del señor 
Buil. Las cifras presupuestarias he procurado cribarlas. 
Las cifras presupuestarias están ya cribadas con el deta- 
lle que he utilizado al contestar a otros señores Diputados. 

He contestado también a las preocupaciones, coinci- 
dentes con las de otros señores, sobre el defectuoso fun- 
cionamiento de la Justicia, sobre el calendario de la de- 
marcación, sobre el ejercicio de la delegación legislativa 
y sobre uh problema que le preocupa a usted mucho, que 

es el de la ejecución de las sentencias. Me preguntaba que 
cómo se iba a arreglar eso. Algún señor Diputado y yo nos 
mirábamos en ese momento recordando que ésa fue una 
reforma ya hecha en la pasada legislatura. 

Y en cuanto a lo que usted sugería sobre si se picnsa es- 
tablecer una posible sanción penal al incumplimiento de 
sentencias, yo creo que realmente no hay que inventar 
nada, eso sí que nos lo encontramos hecho ya. Lo que 
ocurre es que (yo lo he explicado esta mañana, cuando in- 
formaba sobre otro problema) se necesitará ahí el requc- 
rimiento reiterado y ya los tkcnicos dirán si la resisten- 
cia, la desobediencia permanente, insistente, al cumpli- 
miento de una resolución firme, sentencia o auto, puede 
ser constitutiva de delito de desobediencia. Yo creo que 
no hay que modificar el Código Penal, sino que con lo que 
tenemos ya es suficiente. 

Le preocupan a usted -y lo comprendo, a, mí tam- 
bién- la pervivencia en el sistema jurídico-penal español 
de los delitos de resultado. 

Yo creo, señor Buil, que los delitos de resultado han de- 
saparecido ya del Código Penal español. (El señor Buil 
hace gestos denegatodos.) ¿No? A lo mejor todavía pcr- 
viven en su formulación, pero las partes generales de los 
Códigos Penales están para interpretarlas y aplicarlas en 
las partes especiales, y en el Libro 1 del Código Penal, con 
validez para su Libro 11 y para su Libro 111, se establece 
el principio de la culpabilidad como principio inexorable, 
permanentemente exigible en todos y cada uno de los su- 
puestos de delito. Por Consiguiente, sin culpabilidad, y 
sólo con el resultado, en el sistema jurídico-penal espa- 
ñol no hay ya, afortunadamente, responsabilidad. 

Permítame que comparta con todos ustedes, porque 
esto lo hicimos juntos, la satisfacción de haber introduci- 
do, como gran paso de civilización, en la sociedad espa- 
ñola, entre todos juntos, en la legislatura pasada, la eli- 
minación de ese vestigio procedente de la Edad Media, de 
la responsabilidad objetiva del resultado. 

Muchos son los problemas que me ha planteado sobre 
el sistema penitenciario, algunos tan específicos y aleja- 
dos de mi conocimiento como los de hepatitis. Yo le po- 
dría preguntar a qué hepatitis se refiere usted, porque hay 
,varios tipos de hepatitis. La verdad es que estoy dispues- 
to a informarle sobre el problema de la hepatitis y sobre 
algunos otros problemas a través de una pregunta que, si l quiere, me puede formular por escrito, y poner en su co- 
lnocimiento cuál es la situación real. Lo que sí le puedo 
¡asegurar, desde luego, es que, en concreto, se hace en los 
centros penitenciarios un riguroso seguimiento en cuanto 
a la evolución del problema del SIDA y estamos en comu- 
nicación continua y permanente con la comisión sanita- 
ria, a nivel nacional, que se ocupa de esta materia, para 
detectar cualquier problema que se plantee y para encon- 
trar inmediatamente las medidas a un problema al que, 
como usted sabe perfectamente, todavía el grado de evo- 
lución de la ciencia no ha encontrado respuestas de- 
fini tivas. 

La última parte de su intervención, señor Buil, ha sido 
en relación con el asunto de los 90 guardias civiles, al cual 
ya he contestado. 
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Finalizo esta intervención respondiendo a las observa- 
ciones, a las preguntas, del señor Ruiz Gallardón, v a con- 
tinuación a las del senor Montesdeoca. 

La primera parte de la intervención del señor Ruiz Ga- 
Ilardón ha sido, quizá utilizando unos calificativos más 
críticos -es su estilo, va lo conocemos-, para juzgar el 
funcionamiento de la Administración de la Justicia. Sc- 
ñor Ruiz Gallardón, sinceramente, cuando haya que ha- 
cer un balance histórico del funcionamiento de la justi- 
cia, me parece que usted tiene necesariamente que rcco- 
noccr lo siguiente: quienes han tenido durante muchos, 
muchos, muchos anos la responsabilidad de  ocuparse del 
funcionamiento de la Administración de la Justicia, quie- 
nes han tenido plena libertad para gastar más o menos 
en justicia, quienes han podido modernizar nuestro siste- 
ma judicial, procesal y legal, durante muchos, muchos 
anos, y dcsdc hace muchos años, tienen que ver con su 
ideología muchísimo más que con la mía, y ,  sin embargo, 
no lo han hecho. No hable usted muy alto respecto de es- 
tas cuestiones, porque hav responsabilidades políticas 
que se heredan, y esa responsabilidad está mucho más 
cerca de sus posiciones políticas que de las mías. 

Sin embargo, reconozco, ciertamente, que hay muchas 
cosas por hacer, no lo voy a negar, pero y a  he dicho cuán- 
do las vamos a haccr, con qui. dinero y con que calenda- 
rios las vamos a hacer. 

Se ha referido usted al peligro de las bases. ~ Q u í .  con- 
trol? Señoría, todos los controles ncccsarios. Todos los 
controles quc se quicran establecer en las bases y en ese 
procedimiento del artículo 123 del Reglamento del Con- 
greso. (Por qui. va a haber el más mínimo intcrcs por par- 
te de quien tiene el honor de dirigirles la palabra ahora, 
señorias, en reducir el control respecto de estas bases, si 
justamente lo que quiere, lo que está defendiendo desde 
el principio de su intervención es provocar el mayor gra- 
do de participación en cuanto a la definición de las bases 
de nuestro í‘uturo sistema judicial procesal? Créame que 
el control existirá exhaustivamente y usted, desde luego, 
tendrá la oportunidad, en el Pleno del Congreso, de for- 
mular cuantas enmiendas, observaciones, juicios críticos 
y consideraciones quiera hacer. Quede aquí, en cuanto a 
estc punto, empeñada mi palabra. 

Respecto de \ a  evolución de la criminalidad del fiscal, 
Ic digo lo quc decía aprovechando mi respuesta al señor 
Cawro, pero que rcalmentc no era una respuesta a el, sino 
a usted. Si ahora pusibramos volumen a las cintas que 
han grabado sus numcrosas intervenciones en Comisión 
y cn Pleno en los anos pasados, usted recordaría automá- 
ticamente que la gran razón, los grandes argumentos que 
utilizaba eran casi siempre las Memorias del Consejo Gc- 
neral del Poder Judicial y las de la Fiscalía General del 
Estado. Pues ahí está esa Mcmoria para contradecir rigu- 
rosa y totalmente sus argumentos: la Memoria del Fiscal 
General del Estado, que parte, naturalmente, de los da- 
tos que le ofrecen los fiscales de todas y cada una de las 
Audiencias tcrritoriaks y provinciales. ¿Por que, señor 
Ruiz Gallardón, en twces  le parecían buenos los datos y 
ahora malos? ¿Por que les van mal a usted y a sus plan- 

teamientos politicos? Pero va bien a la sociedad españo- 
la, que es lo que importa por encima de todo. 

En cuanto al reclutamiento del personal judicial, quie- 
ro decirle --y así lo han asegurado los consejos que han 
informado-, que no se afecta, en absoluto, el principio 
que está proclamado en la sentencia del Tribunal Consti- 
tucional sobre la reserva de Ley, y de Ley Orgánica, que 
tiene el Estatuto de Jueces y Magistrados. No encontra- 
rán ustedes ni un solo precepto afectante a ese Estatuto 
de Jueces v Magistrados. Piense usted que es el órgano de 
gobierno del Poder Judicial, el Consejo General del Poder 
Judicial, el que está para velar precisamente por esto, ésa 
cs su razón de ser. Lo ha dicho el Tribunal Constitucional 
en una reciente sentencia, y tuve el honor de  defender es- 
tas mismas tesis en mis intervenciones en el Congreso y 
en el Senado, y el Consejo ha entendido que no se afecta 
al Estatuto de Jueces v Magistrados v que la regulación 
es perfectamente compatible con esa reserva de  Ley 
Orgánica. 

En cuanto a la modificación del ingreso, que va a ser 
fruto de la reforma del reglamento del Centro de Estudios 
Judiciales, he tenido buen cuidado en conocer cuál es la 
situación de la selección de los jueces en Europa. Y le voy 
a decir al señor Ruiz Gallardón que me ponga un solo 
ejemplo en que la selección de los jueces o de los fiscales 
se haga a través de ese procedimiento memorístico, de  esa 
ingestión de temas que ha inspirado el sistema de selec- 
ción español durante muchos años. Que me ponga un solo 
ejemplo. ¿Y es que no son bucnos los jueces alemanes, o 
los franceses. o los italianos, o los ingleses, o los suizos? 
¿No son blienos, no son independientes, no son competen- 
tes? Ninguno se selecciona así, señoría, ninguno. Hemos 
ido a diseñar un tipo de selección del juez que busque per- 
sonas formadas, reflexivas, con capacidad para interpre- 
tar v aplicar el Derecho, no recitadores de temas, sino per- 
sonas conscientes de su responsabilidad, que tendrán, 
desde luego, sí, naturalmente que sí, que conocer todo el 
conjunto de materias que se necesita conocer para desem- 
peñar esa bella función a la que he dedicado una gran par- 
tc de  mi vida, y cada vez más difícil función, que es la fun- 
ción jurisdiccional. 

Por último, señor Montesdeoca, lamento que lo que a 
usted Ic parece criticable, la supresión del cobro de las sa- 
lidas, a mí me parezca conveniente, y que, desde quienes 
hemos luchado siempre por eliminar determinadas cau- 
sas de disfunción, hava habido coincidencias sobre la va- 
loración positiva de esta medida. 

Me ha preguntado usted.por el Fiscal General del Es- 
tado, que va he contestado; por la bibliografía a disposi- 
ción de Juzgados, que tambith he contestado; por la crea- 
ción de una comisión coordinadora que asegure la adap- 
tación de nuestro Derecho al Derecho comunitario, v le 
puedo decir que esa comisión existe en la Administración 
central, está funcionando, pasan por ella los textos de aco- 
modación del Derecho español al Derecho comunitario. 

Se ha quejado usted de la lentitud de la Justicia, y me 
ha puesto un ejemplo concreto, que casi me alegra que 
me lo haya puesto; no me alegra, porque realmente la 
queja que hay respecto de ese caso es una queja cargada 
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de razbn, que es sobre las disfunciones, los retrasos del 
Tribunal Central de Trabajo. Puedo decirle que tengo aquí 
un informe sobre todo lo que hemos hecho a lo largo de 
este año para acabar con la situación del Tribunal Cen- 
tral de  Trabajo. Le ofrezco entregarle el documento 
correspondiente; pero creame usted que .no se puede ha- 
cer más para conseguir que un Tribunal elimine su retra- 
so e imprima a sus recursos una celeridad que hasta aho- 
ra no ha tenido. Duplicación casi del número de magis- 
trados; multiplicación de funcionarios, oficiales, auxilia- 
res y agentes; puesta a disposición -le aseguro, créame, 
señoría- de todos los medios necesarios. Dijirnos (qué 
medios necesita el Tribunal Central de Trabajo para que 
pueda funcionar bien, para quitarse esa carga de trabajo 
que retrasa? Estos. Ahí van. Todos. Absolutamente todos. 
Créanme que ha sido así y que no  cuento ninguna cosa 
exagerada. Así ha sido exactamente. Espero que se note 
el resultado de esa puesta a disposición de medios. 

Fivalmente, en cuanto a la Ley d e  Arrendamientos Ur- 
banos, ya he dicho que ciertamente el Real Decreto-ley 
no significa un cierre de ese problema, sino, por el con- 
trario, un dato que hay que tener en cuenta, pero la Ley 
será objeto de una modificación. 

Las intervenciones de esta mañana han concluido con 
la intervencibn del Diputado señor Navarrete. Me alegra 
mucho haber oido al señor Navarrete decir, a lo largo de 
su intervencibn, por ejemplo, entre otras cosas, que el 
Grupo Socialista va también a desarrollar una actividad 
legislativa a través de la formulación de  proposiciones de 
ley. Realmente, así lo hizo en la legislatura pasada. Yo no 
he hecho referencia esta mañana en  mi intervención a la 
obra importante que significó, por ejemplo -lo cito so- 
lamente por vía de ejemplo- la proposición de ley que 
modifica determinados artículos del Codigo Civil y de la 
Ley de  Actos Jurídicos Documentados y de Transrnisio- 
nes Patrimoniales, que va encaminada a resolver proble- 
mas detectados respecto de la separac j n ,  la nulidad y el 
divorcio matrimonial. Esa Ley será retomada de nuevo. 
Es una Ley que no significa en absoluto -lo digo un poco 
para contestar a algunas observaciones- una descalifica- 
ción de reformas muy importantes que  se hicieron con an- 
terioridad. Realmente, afrontar los problemas derivados 
de  la reforma de la situacibn matrimonial fue un trabajo 
legislativo que se había hecho antes. Crtianmc que jamás 
dudaré un instante en reconocer los pasos que se han dado 
con anterioridad. Siemprc. que tenga oportunidad de de- 
cir lo que antes se hizo que fue bueno, desde e l  punto de 
vista de  la actividad legislativa o de otro orden. estar6 
siempre completamente dispuesto a decirlo y nada me 
frenará en el reconocimiento de lo que hicieron otros que 
nos pudieron preceder en el ejercicio de  responsabilida- 
des politicas; en el reconocimiento de eso jamás sere t-e- 
miso ni austero, ni escatimar6 elogios. Y tengo que decir 
que,  por ejemplo, en materia matrimoriial se hicieron co- 
sas muy importantes, como en materia de filiación, et- 
&era. 

Esa expresión de una voluntad de  contribuir o colabo- 
rar con el Gobierno en el impulso de  las t r a n s f ~ m a c i o -  
nes legislativas a travbs de proposiciones de ley creo que 

merece el agradecimiento del Ministro de Justicia al Di- 
putado señor Navarrcte. 

También -y con esto termino, señor Navarrete- tiene 
usted razón cuando dice que esa introducción que hemos 
hecho del subsidio de desempleo para los expresidiarios 
todavía está muy necesitada de reformas y de  mejoras. Es 
verdad; a mí tampoco me satisface. El propósito es cla- 
ramente bueno. Puede tener una incidencia importante 
en la reducc ih  de los porcentajes de reincidencia, que se 
producen, normalmente, al poco tiempo de salir de la pri- 
sión ante las dificultades para encontrar un trabajo que 
se busca y no se encuentra, y el correcto funcionamiento 
del subsidio de desempleo puede ser una palanca impor- 
tante para frenar esa recaida en el delito. 

Con esto, señor Presidente, senorías, creo que -&a ha 
sido mi voluntad- he contestado a las intervenciones y 
observaciones que SS. SS. han hecho. Reitero lo que de- 
cía al principio de mi intervención: mi actitud, mi prc- 
disposición de máxima colaboración con toda la Cámara 
y ,  dentro de la Cámara, desde luego con esta Comisión de 
Justicia e Interior. 

Muchas gracias, señorias. (El señor Ruiz Gallardón pide 
la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mi- 

Senor Ruiz Gallardón, jes para una cuestión de orden? 
nistro. 

El señor RUIZ CALLARDON: Es para una cuestibn de 
orden: es para preguntar a la Presidencia si considera que 
debo y tengo turno para rectificar determinadas imputa- 
ciones personales que me ha hecho el señor Ministro de 
Justicia en su contestación. 

El senor PRESIDENTE: Señor Ruiz Gallaidóii, la Pre- 
sidencia considera que no ha habido ninguna imputación 
de carácter personal, sino contestaciones globales y con- 
testaciones absolutamente politicas, sin que tengan nada 
que ver con una imputación directa a su persona y,  desde 
cse punto de vista, considero que no ha lugar a darle un 
turno dc rectificaciones o de palabra. 

Esta mañana la Presidencia advirtió claramente que el 
debate se iba a sujetar a lo dispuesto en el articulo 202 
del Reglamento, y el debate concluye con la contestación 
del seiior Ministro a todas las preguntas y observaciones 
que han efectuado sus señorías. 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presidente, lo la- 
mento, pero le tengo que pedir que conste en acta mi pro- 
testa al respecto. 

El señor PRESIDENTE: Así constará. (El señor Buil Gi- 

¿Señor Buil? 
a l  pide la palabra.) 

El señor BUIL CIRAL: Señor Presidente, es exclusiva- 
ncntc no rectificación, sino aclaración en dos conceptos 
.iel señor Ministro. 
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El señor PRESIDENTE: Señor Buil, reitero que el de- , 

bate termina con la contestación quc ha efectuado el se- 
ñor Ministro. Si abrieramos un turno de aclaraciones o 
de rectificaciones, estaríamos reabriendo nuevamente el 
debate, y, por consiguiente, no  ha lugar, con arreglo a lo 
establecido en el artículo 202 del Reglzpento. 

El señor BUIL CIRAL: Con todo respeto, señor Presi- 
dente, es que el setior Ministro mc ha contestado a algo 
que yo no le había preguntado. 

1 nistro, le pido disculpas por haber contestado a más de  
aquello que usted le ha preguntado, lo cual no tendría que 
molestarle. 

El señor BUIL GIRAL: Acepto la resolucibn. 

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores Diputados, 
agradeciendo al señor Ministro su presencia y toda la in- 

' forniación que ha ofrecido a esta Comisión, levantamos 
la sesión. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Pues, en nonibre del señor Mi- 1 Eran las cinco y treinta minutos de la tarde. 
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